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Procesado 1 LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS 

Situación jurídica En Libertad 

Decisión Absolución 

 Procesado 2 JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA 

 Situación jurídica En Libertad 

 Decisión Absolución 

 Procesado 3 YESID ORLANDO PERDOMO LLANO 

 Situación jurídica En Libertad 

Decisión Condena 

Delito Peculado por apropiación en Favor de Terceros Art. 

397 inc. 2º C.P., y Destrucción Supresión u 
Ocultamiento de Documento Público Art. 292 C.P. 

Decisión Condena  

 

I. ASUNTO: 
 

1. Proferir sentencia en las presentes diligencias seguidas contra LUIS ANÍBAL 

LÓPEZ ROJAS, JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA Y YESID ORLANDO PERDOMO LLANO; 
por los delitos de “Peculado por apropiación en Favor de Terceros” y 
“Destrucción, Supresión u Ocultamiento de Documento Público” luego de 

haberse concluido el juicio oral. 
 

II. IMPUTACIÓN FÁCTICA: 
 

2. Los hechos investigados tuvieron origen, inicialmente ante el requerimiento 
que realizó  el Doctor Edgar Leonel Conta, el día 4 de agosto de 2008,  quien 

fungía como Contralor del Municipio de Neiva Huila, a la Dirección  de 
Asuntos Legales Secretaría General del Ministerio de Defensa Nacional,  
para  que informara sí el Municipio de Neiva, le había  reintegrado de  la  suma de 

$443.302.067, por concepto de  pago de un  impuesto predial de unos 
inmuebles del Ejercicio Nacional, los cuales se  encontraban exentos de pago; y al 
evidenciar  la entidad castrense que ese dinero no  lo habían recibido, el Coronel 

Jairo Bocanegra De La Torre, Jefe de Ingenieros Militares, procedió a 
presentar denuncia penal por el presunto delito de “Estafa” el día 01 de 
septiembre de 2009, conociendo inicialmente la Fiscalía 164 de la ciudad de 

Bogotá; pero  ésta al considerar que se trataba de un posible “Peculado por 
Apropiación” y por competencia territorial remitió  la actuación a la ciudad de 

Neiva Huila.  

3. Los hechos jurídicamente relevantes, que fueron expuestos en este juicio 
oral, se tiene que,  el supuesto Teniente Coronel Danilo Gerardo Prada 
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Mosquera, quien aludió ser Jefe Finca Raíz del Ejercito Nacional Ministerio 

de Defensa Nacional, en representación del mismo, otorgó poder al aparente 
abogado JAINER PARRA MUÑOZ, para que en nombre de la Nación - 

Ejército Nacional reclamara el dinero cancelado por este al Municipio de 
Neiva, para el pago del impuesto predial  de los periodos año 2003, 2004 y 
2005, de los inmueble identificados con las cédulas catastrales No. 

010500010001000 y 000200330039000, los cuales estaban exentos de 
pago según lo dispuesto en el Estatuto Tributario Municipal, artículo 30 
literal i), que cobijaba dicha exención hasta el año 2006.  

4. Con base en dicha solicitud, es decir,  el 04 de septiembre de 2006, los 
funcionarios LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS, en calidad de Secretario de Hacienda 
Municipal y JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA, Juez de Ejecuciones Fiscales, le 
dieron vialidad a la devolución solicitada por el doctor JAINER PARRA MUÑOZ, 

apoderado de Ejército Nacional,  previa información que recibieron del acusado 
YESID ORLANDO PERDOMO LLANO la nota crédito del depósito electric cenitz  por 
valor de $666.347.469, de fecha 29 de agosto de 2006;  es decir, demostrado el 

pago por la entidad castrense; se  procedió a expedir  la  Resolución Nro. 1337 
del 21 de septiembre de 2006, donde se dispuso la devolución de la suma de 
$443.099.316.oo; y le ordenaron a la DIRECCION DE TESORERIA MUNICIPAL 

efectuar el pago  al EJERCITO NACIONAL. 

5. En cumplimiento de dicho acto administrativo, la oficina de Tesorería 
Municipal, procedió a realizar los respectivos registros contables y se emitió  el  
comprobante de egreso Nro. 0000035661 del 2 de marzo de 2007, cuyo 

beneficiario era la NACION-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, NIT 
800130632; no obstante, los días 23 y 28 de marzo de 2007, la Tesorería 

realizó dos (2) transferencias electrónicas, a MARIA YANETH RUBIO ROJAS, 
por $202.132.196 y a WILSON MUÑOZ AVILA, por $243.000.000 
millones, sin que existiera ninguna justificación legal para que el pago se 

hubiere realizado a dichas personas naturales  y no directamente a la NACION 
EJERCITO NACIONAL. 

6. La Fiscala en sus labores de investigación, encontró  que,  el señor JAINER 
PARRA MUÑOZ, identificado con la cédula de ciudadanía Nro. 18.495.059 de 

Armenia, no se encontraba inscrito como abogado, y la tarjeta de abogado 
Nro. 87.222 del CSJ, con la cual se identificó, le  pertenece  a la señora 
Esthela Paternina Parrado, con cédula de ciudadanía Nro. 35.488.968, y 

además que el Teniente Coronel DANILO GERARDO PRADA  MOSQUERA, 
al parecer no existe, pues no encontraron dato alguno en bases públicas y 
privadas, así como tampoco aparece como Oficial del Ejército; y finalmente, los 

dineros objeto de devolución, que  fueron pagados por error por le entidad 
castrense, pues ese impuesto predial estaba exento,  no   fueron recibidos por la 
Jefatura de Ingenieros del Ejército Nacional, porque fueron pagados a 

terceras personas, lo que ocasionó el  detrimento patrimonial del ente territorial, 
originando la presente investigación penal, en contra de los  funcionarios citados.  
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III. IDENTIFICACIÓN DE LOS PROCESADOS 
 

7. LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS, se identifica con la cédula de ciudadanía 
número 12.234.552 expedida en Pitalito – Huila; lugar donde nació  el 06 de 

febrero  de 1969, en Palestina Huila,   edad 54 años,  hijo  de  María Lucy Rojas,  
residente en la calle 26 Nro. 9 AW-05 Bloque B Apto 303 Edificio Torres de la 
Camila, de Neiva Huila,  celular 3158252759 

8. YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, se identifica con la cédula de ciudadanía 
número 7.712.456  de Neiva Huila, nació el 19 de octubre de 1979, en Neiva 
Huila,  edad 33 años,  hijo de Luz Marina Llano y Yesid Orlando Perdomo, de 
profesión Contador Público, residente en la calle 8 Nro 45-80 Conjunto Residencial 

Altos de Guatemí de Neiva Huila, y/o en la  calle 7 Nro 6-27 Edificio Banco Caja 
Agraria Oficina 608 de Neiva Huila, celular 3118545617. 

9. JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA, identificado con la cédula de ciudadanía 
Nro. 7.692.565 expedida en Neiva Huila, nació el 6 de marzo de 1972 en la 

Argentina Huila, edad 51 años, profesión abogado, residente en la calle 2B Nro. 
10-76 del barrio Mirtayú del Municipio de Gigante Huila, celular 3115176197 y 
3154587199. 
 

IV. ACTUACIÓN PROCESAL: 
 

10. El día  13 de mayo de 2014,  ante el Juzgado Tercero Penal Municipal con 
Función de control de garantías de Neiva - Huila, se realizaron la audiencias 
preliminares de  Formulación de Imputación  en calidad de COAUTORES  de la 
comisión de las conductas punibles de “Peculado por Apropiación” Artículo 

397 del Código Penal, en concurso heterogéneo con el delito de “Destrucción, 
Supresión u Ocultamiento de Documento Público” – Articulo 292 del 

Código Penal,    en contra de LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS; JUAN CARLOS RAMÍREZ 

MONTOYA y YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, cargos que no fueron aceptados.   

11. El día 11 de agosto de 2014,  la Fiscalía Veinte (20)  delegada ante los 
Juzgados Penales del Circuito, presenta Escrito de Acusación, correspondiéndole 

por competencia a este despacho; audiencia que materializó el día 18 de agosto 
de 2015, donde la Fiscalía hace adición al escrito de acusación; respecto de 
pruebas testimoniales y documentales;  y se fijó  audiencia preparatoria para el 

día 17 de noviembre de 2015, pero después de varios aplazamientos y 
suspensiones se logró iniciar el 22 de enero de 2018, se continuó el 23 de enero 
de 2018; 11 de abril de 2018, y se culminó el día 31 de julio de 2018, y se fijó 

fecha para juicio oral los días 21 y 22 de noviembre de 2018 donde efectivamente 
se  da inicio al juicio oral el 21 de noviembre de 2022, se realiza teoría del caso, 
se interroga a los acusados, quienes no aceptaron los cargos; y se  y se 

suspendió para el 29 y 30 de abril de 2019;  en la audiencia del 29 de abril de 
2019, se recepcionó varios testimonios, y se reprograma para el 30 de abril de 
2019 donde se continúa la diligencia y se ingresan las estipulaciones probatorias, 

de plena identidad, arraigo y cargos desempeñados, para acreditar la calidad de 
servidor público, se suspendió la diligencia y se agendo para los días 1 y 2 de 
octubre de 2019, pero fue aplazada para el 20, 27 y 2 y 3 de abril de 2020, pero 
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no fue posible su realización por motivos de la pandemia, y se reagendo para el 

13 y 14 de octubre de 2020, también el 30 de noviembre de 2020, pero fueron 
aplazadas; y así sucesivamente  fue desarrollándose el juicio oral en varias 

jornadas, la cual  culminó con alegatos finales el día  12 de abril de 2023  y se 
señaló para sentido de fallo y fallo el 12 de mayo de 2023.   
 

V.TEORIA DEL CASO 
 

12. Representante de la Fiscalía: Min 08:10. En la audiencia del 21 de 
noviembre de 2018, la Fiscalía 12 Seccional de Neiva,  indicó que probaría  más 

allá de toda duda razonable  las conductas delictivas que se le endilgan a los 
acusados, con fundamento en las pruebas testimoniales y documentales 
que se decretaron en la  audiencia preparatoria y que se desarrollaran  en 

el juicio oral, donde una vez culminado el mismo, solicitará fallo de 
carácter condenatorio.  

13. Los apoderados de LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS; YESID ORLANDO PERDOMO 

LLANO y JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA,  Min: 27:58 y ss, no presentaron 

teoría del caso, por estrategia defensiva guardaron silencio.  
 

VI. ALEGATOS FINALES. 
 

14. FISCALIA: Min 04:06 -audiencia del 12 de abril de 2023- Como lo  
prometió  en la teoría del caso, se comprometió a acreditar y demostrar más allá 
de toda duda razonable la materialidad de las conductas de "Peculado por 

apropiación en provecho de tercero”, en cuantía de $445.132.196 pesos, 
consagrado en el artículo 397 inciso 2º del Código Penal, en concurso 
heterogéneo con el delito de “Destrucción, Supresión y Ocultamiento de 

Documento Público”, Articulo 292 inciso 2º del Código Penal, y la 
responsabilidad a título de COAUTORES de dichas conductas ilícitas, por parte 
de los servidores públicos LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS; en condición de Secretario 

de Hacienda; JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA, Juez de Ejecuciones Fiscales  y 
YESID ORLANDO PERDOMO LLANO,  Tesorero Municipal de Neiva Huila, para la 
época de los hechos, ocurridos en el año 2007 entre el 23 y 28 de marzo 

aproximadamente.  

15. En primer lugar, se demostró la calidad de servidores públicos de los 
enjuiciados, la disponibilidad jurídica y material de los dineros del ente territorial 
Municipio de Neiva, Huila, con las estipulaciones probatorias, donde se probó los 

cargos que desempeñaban y el periodo ejercido, las funciones que ejercía cada 
uno de los enjuiciados, de acuerdo al Manual de Funciones, el Decreto 339 de 

2006 que tenía la Alcaldía de Neiva, entre ellas como dirigir, coordinar, controlar, 
supervisar los bienes, recaudos y pagos del municipio, para garantizar la 
seguridad y correcto manejo, entre otros.  

16. De otro lado, se probó que YESID ORLANDO PERDOMO LLANO,  quien fungía 
como Tesorero Municipal de Neiva, Huila, tenía la firma autorizada para el manejo 
de las cuentas No. 380853705 y de la No. 38005686 del  Banco de Occidente, 
que podía hacer transferencias diarias superiores de  1.0000  a  2.000.000 
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millones diarios, que tenía  las claves para el manejo de la banca virtual, es decir,  

podía disponer  materialmente de los recursos del municipio en cuantías elevadas; 
por esa razón con la emisión del comprobante de egreso Nro. 35661 del 22 de 

marzo de 2007, y la transferencia electrónica que realizó del Banco de Occidente, 
se demostró que PERDOMO LLANO, al tener esa disponibilidad, se apropiaron en 
provecho de terceros, unos dineros públicos, siendo el responsable del manejo de 

esas cuentas del ente territorial.  

17. Se acreditó que JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA, también  ostentaba la 
disponibilidad jurídica de los dineros de la Alcaldía, porque de acuerdo a sus 
funciones como Juez de Ejecuciones Fiscales, elaboró la Resolución No.  1337 

del 21 de septiembre de 2006, donde se dispuso  la devolución del impuesto 
predial al Ejército Nacional, tal como fue  ratificados por los testigos NEIFFE 
LUCERO SALAMANCA, RODRIGO ARCINIEGAS, ANA LIBIA AROCA, LUIS ANÍBAL 

LÓPEZ ROJAS entre otros.  

18. En cuanto a  LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS,  se demostró que expidió el  22 de 
agosto de 2006, las facturas o recibos de impuesto predial No.625100 por valor 
de $135.720.000 y la No.546619 por valor de $666.211.749.000 a cargo del 

Ministerio de Defensa Nacional, de los  gravámenes años 2003, 2004 y 2005; y 
pese a estar exentos según el Estatuto Tributario Municipal, la Nación Ministerio 
de Defensa Ejercito Nacional, le canceló al Municipio el  21 de agosto de 2006, 

dicho impuesto, según transferencia electrónica de la cuenta Nro. 38007869 del 
banco de Occidente, por la suma  de $666.347.469, y que de manera concreta 
ingresó a las arcas del ente territorial el 29 de agosto de 2006. Este hecho se 

demostró con las pruebas documentales que recolectó el investigador José Víctor 
Andrade.  

19. Que pocos días de haberse efectuado el pago de impuesto predial el Ejercito 
Nacional, el 4 de septiembre de 2006, se peticiona de manera fraudulenta la 
devolución de dichos recursos; presuntamente por un teniente coronel 
DANILO GERARDO RAMOS, que era el Jefe de Finca Raíz del Ejercito 

Nacional, Ministerio de Defensa y por un supuesto abogado JAINER 
PARRA MUÑOZ, por lo que la Fiscalía se comprometió a demostrar lo espurio de 
esa solicitud, que se tramitó en su momento de manera irregular, por los 

funcionarios LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS, Secretario de Hacienda; JUAN CARLOS 

RAMÍREZ MONTOYA, Juez de Ejecuciones Fiscales y YESID ORLANDO PERDOMO 

LLANO, Director Administrativo de Tesorería, de una parte, porque los dos (2) 

primeros, expidieron la Resolución No. 1337 del 21 de abril de 2006, que 
ordenó la devolución de ese impuesto predial por diferentes valores dentro de la 
misma resolución, pues en el acápite como petición principal la devolución de 

$443.331.196 y en la parte motiva la suma de $443.099.136, y en el artículo 
primero del resuelve la devolución al Ejército Nacional la suma de $443.302.067 
pesos. 

20. Indica la Fiscalía, que en el desarrollo del debate probatorio en el juicio oral, 
se demostró la existencia de otra versión de la resolución No. 1337 del 
21 de abril de 2006, ordenando la devolución al Ejército Nacional de una suma 
diversa a la que contenía  la mencionada, no obstante, hallarse radicada bajo el 

mismo número, y motivadas la misma petición, y suscrita por el mismo Secretario 
de Hacienda y Juez de Ejecuciones Fiscales; como se demuestra con las pruebas 
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documentales Nro. 31 y 156, donde se ordena la devolución de la suma de 

$443.302.067  y la otra versión, la devolución de la suma de $445.132.196.   

21. Ahora, con los testimonios de los ex coroneles del Ejercito Nacional, JAIRO 
BOCANEGRA DE LA TORRE y ROBERTO ANGULO PARDO, se probó que la 

solicitud del 4 de septiembre de 2006 sobre la devolución del pago de los 
impuestos prediales, era falsa, porque ese documento no fue autorizado por la 
entidad castrense, pues el presunto coronel DANILO GERARDO PRADA 

MOSQUERA, quien se hizo pasar como Jefe de Finca Raíz del Ejercito Nacional 
pues  no pertenece a esa entidad, de acuerdo a lo certificado por dicha 
institución; además con el testimonio de JAINER PARRA MUÑOZ, dice que no 

conoce al oficial DANILO PRADA MOSQUERA, ni a los beneficiarios de los 
recursos que giró el Municipio de Neiva,  y que fueron apropiados en su 
provecho; es decir, que él no tiene vínculos con la entidad castrense, para la 

época de los hechos no vivía en el país, nunca había visitado a la ciudad de Neiva, 
ni ha realizado tramites en esta ciudad, ni en la Alcaldía, se trata de un ciudadano 
con estudios de bachiller, oficio conductor, y administrador de fincas, ajeno a los 

hechos investigados, y que no es abogado; situación que se corroboró con la 
certificación expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, que JAINER 
PARRA MUÑOZ, no está inscrito como abogado,  y que la tarjeta profesional que 

se adujo en la petición del 4 de septiembre de 2006, corresponde a la abogada 
MARIA ESTELLA PATERNINA PARRADO.  

22. Dice la Fiscalía que ni el Secretario de Hacienda Municipal ni el Juez de 
Ejecuciones Fiscales, dentro de sus funciones de control y supervisión, previo a la 

expedición del acto administrativo, verificaron la representación legal del presunto 
coronel ni el abogado, si realmente estaban legitimados para reclamar la 

cuantiosa suma de dinero; es decir, existiendo MINISTERIO DE DEFENSA, y la 
entidad como el EJERCITO NACIONAL, no se dilucidó si ellos estaban legitimados 
para reclamar a nombre de esa entidad, ni tampoco verificaron el estado real 

de esas facturas en los sistemas internos del municipio, a efecto de 
determinar, cuáles eran realmente los periodos a exonerar, habida cuenta que, 
pues con posterioridad se logró acreditar que esos predios no todos 

estaban activos en el sistema de la entidad para generar la exoneración 
a través de una de las funcionarias que tenía cargo esa función y que así lo dio a 
conocer en juicio. 

23. Por ello, considera la Fiscalía que con las pruebas documentales No.155, que 
fue la solicitud de certificación Juez de Ejecuciones Fiscales y No.154 solicitud de 
transferencia electrónica JAINER PARRA, que también fueron ingresadas al juicio 
por Lidia Fernanda Lozada, se acreditó que los señores RAMÍREZ MONTOYA y 

PERDOMO LLANO, intervinieron en esa verificación de algunos de los requisitos 
para expedir la resolución, y lo único que constataron fue el ingreso de los 
dineros pagados por el Ministerio de Defensa al Municipio, pero no se 

consideraron las demás situaciones que se tornaban irregulares, frente a la 
solicitud de la cuantiosa suma de los recursos del municipio.  

24. Con el testimonio de ANA LIBIA AROCA MEJIA, quien fue funcionaria 
entregó una copia de la Resolución Nro.  1337 del 21 de septiembre de 2006, la 

cual reconoció por las anotaciones manuscritas, en la parte superior, donde se 
ordenaba devolución de la suma de $443.302.067 al MINISTERIO DE DEFENSA, 
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y que es la misma copia que ella aportó a la Contraloría y a la Fiscalía, dentro de 

las investigaciones que se adelantaron por el detrimento de esos recursos 
públicos, que ese acto administrativo, iba sin soporte, sin constancia de 

notificación, suscrita por el Secretario de Hacienda  con firma facsímil y  firma 
por el  Juez de Ejecuciones Fiscales.   Además dice  esta testigo, que no se 
verificó el estado de los predios  antes de determinar la viabilidad  de ordenar la 

devolución de esos recursos.  

25.  RODRIGO ARCINIEGAS RUBIANO, fungía como Profesional del área 
contable, y se probó con este servidor, que le fue entregada otra de las 
versiones de la Resolución Nro. 1337 del 21 de septiembre de 2006, que 

la Fiscalía incorporó como prueba Nro. 156, ordenando la devolución de 
$445.132.196, aduciendo que ese documento procedía del Despacho del 
Secretario de Hacienda y del Juez de Ejecuciones Fiscales.  

26. Dice el testigo, que conoció dicho acto administrativo porque realizó  el 
registro contable y después de ello, pasó la documentación o la  cuenta de 
cobro a la TESORERIA MUNICIPAL para que realizaran  el respectivo pago  a 
favor de la  NACION MINISTERIO DE DEFENSA, con NIT Nro. 800130632 por 

valor de $445.132.196.  

27. Aduce este testigo, que desconocía la versión de la Resolución  Nro. 379 del 
2006, que se ingresó como prueba documental Nro. 31, que ordena la devolución 
de una suma de dinero diversa, y que la versión que se ingresó como prueba 

documental Nro. 156, considera que no corresponde a la que él recibió porque 
NO ADUCE EL NOMBRE EXACTO DEL TITULAR DEL BIEN – LA NACION 
MINISTERIO DE DEFENSA Y EL NIT que le corresponde. Agrega que esa 

Resolución que llegaba a sus manos, venia notificada y esa labor le 
correspondía llevarlo a cabo el Juez de Ejecuciones Fiscales.  

28. Por tal razón, considera la Fiscalía, que probó las irregularidades en la 
emisión de la resolución en comento, que consistió en la EMISION DE DOS 

VERSIONES DIFERENTES de la misma resolución, por diferentes valores, y 
además que se tramitaron de manera oficial en diferentes dependencias de la 

SECRETARIA DE HACIENDA y el JUEZ DE EJECUCIONES FISCALES.  

29. De otra lado considera la Fiscalía, que los investigados no efectuaron el  
seguimiento de esa cuenta, pues contablemente quedó registrada o  pendiente 
por cancelar al 31 de diciembre de 2006; además,  omitieron   verificar que se  

hubiere hecho la transferencia a la entidad castrense tal como se ordenaba y que 
los recursos realmente llegaran  a la entidad pública que correspondía y que lejos 
de ser un comportamiento negligente, lo que acredita según la Fiscalía  con esa 

conducta DOLOSA,  de un  actuar mancomunado, orientado a perpetuar el fraude 
de los dineros públicos, con la apropiación de esos dineros públicos en provecho 
de terceros.  

30. De igual manera, frente a YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, como Tesorero 
del Municipio de Neiva, se acreditó que omitió voluntariamente cumplir con sus 
funciones de DIRECCIÓN, CONTROL Y SUPERVISIÓN de los bienes y pagos del 
Municipio y de brindar garantía de SEGURIDAD de correcto manejo de los 

mismos, de los recursos del municipio y de la implementación de estas políticas 
de prevención y represión del fraude de rentas municipales que el eran impuestas 
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en el Manual de Funciones, e inclusive omitió dolosamente la función de 

CONCILIAR LOS EXTRACTOS BANCARIOS de los cuales se verificaba la 
irregularidad en cuanto a la transferencia de los recursos públicos que fueron 

apropiados en provecho de terceros de esa maniobra, lo cual se acreditó con el 
testimonio de LILIANA GRANADOS.  

31.  Frente a JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA, quien también omitió labores de 
verificación de la solicitud por medio de la cual se pidió la devolución de los 

recursos públicos, como fue verificar la legitimidad de quien reclamaba los dineros 
como representante del EJERCITO NACIONAL, pues pese a que las facturas 
expedidas para el cobro predial  que tuvo a la mano para constatar el pago y los 

predios exentos, se emitían a nombre de la NACION MINISTERIO DE DEFENSA, 
con lo cual se acredita el dolo de su comportamiento, la actuación mancomunada 
con el propósito de apropiación de los recursos públicos.  

32. Con la declaración de CARLOS ALBERTO PUENTES PULIDO, quien 
laboraba en la Alcaldía,  tenía el cargo de Auxiliar de Servicios Generales, en la 
Direccion de la Tesorería Municipal,  quien recibía las cuentas de la Secretaría de 
Hacienda, y verificar que tuviera los requisitos mínimos para proceder al pago, en 

cuanto los documentos soportes de estos; en igual sentido RODRIGO 
ARCINIEGAS RUBIANO, que era el encargado de realizar el registro contable, 
y con base en dicha resolución, el señor CIRO ANTONIO CORDON,  quién 

elaboró el comprobante de egreso Nro. 29251 del 3 de octubre de 2006, 
por valor de $445.132.196 siendo beneficiario la NACION MINISTERIO DE 
DEFENSA, NIT. 800130632, -ingresado dicho documento con la prueba 

documental Nro. 71 por el investigador José Víctor Andrade-  y en la revisión 
de esos documentos se percata la irregularidad porque en la certificación de la 

cuenta bancaria pertenecía a una empresa a un tercero distinto a la entidad que 
se debía hacer el pago que era el MINISTERIO DE DEFENSA, y que esa situación 
el señor CIRO le informó al Tesorero YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, para que 

llamara a la gerente de Davivienda, porque al parecer era una cuenta pirata, 
dejando dichos documentos en poder del Tesorero, y que no volvió a tener 
conocimiento de los mismos, sino cuando se había consumado la irregularidad y 

fue llamado o abordado por los entes de control que estaban investigando dicho 
asunto.  

33. Dice el señor CIRO ANTONIO CORDON, en su declaración, que con ese 
comprobante de egreso, no se realizó ningún pago, no se alcanzó a montar 

ningún proceso de pago en la plataforma, porque advertida la irregularidad que 
se presentaba y confirmada por Davivienda, se suspendió el proceso de pago, es 
decir, en anuló en el software de la Alcaldía, para que al 31 de diciembre no 

quedara pendiente esas partidas conciliatorias, y reitera que esos documentos 
quedaron en poder del Tesorero. 

34. De igual manera, la fiscalía dijo que probaría en juicio, no obstante 
advertidas las irregularidades, que el tesorero YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, 

aprovechando que el servidor CIRO ANTONIO CORDON FIERRO, se encontraba 
en vacaciones, y ante solicitud elevada  por el supuesto abogado  JAINER PARRA 
MUÑOZ, el  27 de febrero de 2007, sin hacer ninguna gestión de verificación de 

legitimidad y legalidad –documento que se ingresó al juicio oral como prueba 
documental Nro.153-  de esa autorización del abogado ante el Ministerio de 
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Defensa o ante la Oficina Jurídica de Guarnición Militar que opera den Neiva 

Huila, sin constancia de recibo oficial por parte del Municipio o la Secretaría de 
Hacienda, dispuso el señor tesorero PERDOMO LLANO, la elaboración de un nuevo 

comprobante de egreso, el número 35661 del 22 de marzo de 2007, a 
nombre de la NACION MINISTERIO DE DEFENSA NIT 800130632, pero transfirió 
electrónicamente los recursos del municipio a las cuentas de los particulares 

WILSON MUÑOZ AVILA, del Banco Megabanco, Nro. 3222317117, por valor de 
$243.000.000 de pesos; del 28 de marzo de 2007 y a la cuenta del Banco 
Colombia Nro. 2085833015 a nombre de MARIAN YANETH RUBIO ROJAS, por 

la suma de $202.132.196 pesos, del 23 de marzo de 2007, sin que esas 
personas tuvieran vínculo alguno con la entidad beneficiaria de la devolución, 
transferencia que se materializó en las fechas indicadas; demostrando así la 

fiscalía la materialidad de la conducta de Peculado por Apropiación en 
provecho de terceros, la cantidad del ilícito, la  consumación de la conducta, 
así como ausencias de causales de justificación del comportamiento del Tesorero 

YESID ORLANDO PERDOMO LLANO. 

35. De otro lado, considera la Fiscalía, que con los testimonios que llevó al juicio 
oral, también se acreditó la materialidad de la conducta de “Ocultamiento de 
documento público” que ha sido endilgada a de manera mancomunada a  los 

enjuiciados, y el  DOLO  de su actuar teniendo en cuenta que los anexos de la 
Resolución Nro. 1337 del 21 de septiembre de 2021, fueron ocultos o destruidos; 

con lo cual también se truncó la posibilidad  de realizar el trabajo grafológico  o 
dactiloscópico  sobre esos  documentos originales,  a  efecto de determinar, los 
responsables de esa falsedad. 

36. Con el testimonio de ANA CRISTINA ANDRADE MOSQUERA, quien se 
desempeñaba como profesional universitario adscrita a la Secretaría de Hacienda 
y Tesorería, cumpliendo las funciones de conciliaciones bancarias de algunas 
cuentas y ocasionalmente la elaboración de comprobantes de egresos, cuando el 

Pagador CIRO ANTONIO CORDON no se encontraba, y quedando demostrado 
que por orden del tesorero YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, elaboró el 22 de 
marzo de 2007 el comprobante de egreso Nro. 35661 para la devolución de los 

dineros al MINISTERIO DE DEFENSA NIT 800130632, acorde a la Resolución  No. 
1337 del 21 de septiembre de 2006; explica que una vez elaboró ese 
comprobante de egreso, le DEVOLVIO LOS SOPORTES  a  PERDOMO LLANO,  y 

posteriormente se enteró que los documentos se habían extraviados, y que no se 
encontraron en la entidad, pero que la última persona que ella se los entregó fue 
al tesorero.  

37. La testigo LILIANA GRANADOS PATRANA, quien fue la encargada de 
realizar la conciliación bancaria de la cuenta del Banco de Occidente 380853705, 
correspondiente al mes de marzo de 2007, con base en los extractos bancarios y 
libro de bancos del Municipio, y al encontrar una partida por el valor total del 

comprobante de egreso Nro. 3361 por la suma de $445.132.196, le preguntó al 
Tesorero y le respondió que no tenía idea y que eso no era nada; por esa razón 
acudió al banco, y encontró que se había girados a dos personas naturales,  por 

lo que no podía conciliar el libro de banco con el extracto.  

38. De esta manera se materializó dicha conducta de “Destrucción, 
Supresión, Ocultamiento de Documento Público”, pues no fueron 
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encontrados los soportes, ni el original de la Resolución No. 1337 del 21 de 

septiembre de 2006, pese a los requerimientos y a las inspecciones que se 
llevaron a cabo en la Alcaldía, en los años 2010, 2011 y 2014 no fue posible 

ubicarlos pese a la búsqueda exhaustiva, en los archivos de la Alcaldía; inclusive   
el señor LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS, incumplió el deber de entregar esos archivos 
cuando dejo el cargo como Secretario de Hacienda, como quedó demostrado con 

los testimonios de CIRO CORDON y LILIANA GRANADOS, que el señor YESID 

ORLANDO PERDOMO LLANO, quedo en su poder las cuentas por cobrar desde el 
primer intento del giro de esos dineros; y cuando  se materializó el pago  el 23 y 

28 de marzo de 2007, dichos documentos quedaron en poder del Tesorero, y que 
posteriormente  la señora  GRANADOS los requirió para la conciliación bancaria 
sin que los aportara; es decir, no dio  razón de los mismos. 

39. Concluye la Fiscalía, que  acreditado los  hechos jurídicamente relevantes, el  
DOLO de su actuar, la ausencia de causales de justificación para sus 
comportamientos y la exigibilidad de un comportamiento diferente, así como la 
conciencia  de la antijuricidad, la ejecución de estas conductas ilícitas, la Fiscalía 

solicita desde ya, como lo anunció el inicio de la intervención, que se profiera 
sentencia condenatoria en contra de LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS, JUAN CARLOS 

RAMÍREZ MONTOYA y YESID ORLANDO PERDOMO LLANO,  por el  delito de 

“Peculado por apropiación en favor de terceros” y por   apropiación de 
recursos públicos en la cuantía de $445.132.196 pesos , en concurso con el 

delito de “Destrucción, supresión, ocultamiento de documento público”,   
habida cuenta que en ejercicio de sus funciones como Tesorero, Secretario de 
Hacienda y Juez de Ejecuciones Fiscales,  se sustrajo de la administración y se 

ocultó cada uno  de esos documentos, que ya eran documentos públicos a hacer 
parte de un trámite de la expedición de un acto administrativo para la devolución 
de los recursos de unos recursos públicos que fueron transferidos a cuentas de 

terceros a través de los cuales se apropian de los mismos. 

40. Así mismo  de dichas  conductas  solicita se imponga condena a título de 
COAUTORES de este concurso de  hechos  punibles a los citados ciudadanos 
LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS, secretario de Hacienda, JUAN CARLOS RAMÍREZ 

MONTOYA, como Juez de Ejecuciones Fiscales y a YESID ORLANDO PERDOMO 

LLANO,  en calidad de Director Administrativo del Municipio de Neiva, 
Tesorería  del Municipio de Neiva,   al haber actuado en acuerdo común y 

de manera dolosa de la ejecución de las conductas frente al Peculado 
consumado, y  sin que me llega ninguna justificación  de  su  comportamiento. 

41. MINISTERIO PUBLICO: Min 1:47:20 En su condición de agente especial 
del Ministerio Público, se pronuncia sobre la responsabilidad penal en contra de 

los investigados LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS, JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA y 
YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, por las preguntas irregularidades cometidas en 
el trámite de la devolución del pago de un impuesto predial que realizó el 

MINISTERIO DE DEFENSA EJERCITO NACIONAL DE COLOMBIA al Municipio de 
Neiva.  

42. Después de enunciar los antecedes o el origen de los hechos, a raíz del pago 
de un impuesto predial de unos bienes que estaban exentos de pagos que había 

cancelado al ente territorial el MINISTERIO DE DEFENSA, la solicitud que fue 
radicada el 4 de septiembre de 2006 por el supuesto abogado JAINER PARRA 
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MUÑOZ, la orden de devolución del Secretario de Hacienda señor LUIS ANÍBAL 

LÓPEZ ROJAS, a través de la Resolución Nro. 1337 del 22 de septiembre de 2006,  
y proyectada o suscrita también dicho acto administrativo por JUAN CARLOS 

RAMÍREZ MONTOYA como Jefe de Ejecuciones Fiscales, documento que es enviado 
a tesorería para el pago, a favor del MINISTERIO DE DEFENSA EJERCITO 
NACIONAL por valor de $445.132.196 pesos, y sobre el proceso de devolución, 

ese dinero se canceló a terceros ajenos al citado Ministerio, lo que originó que la 
Fiscalía acusara a los investigados, por los delitos de Peculado de apropiación 
–articulo 297 del Código Penal-  en concurso heterogéneo  con el de 

Destrucción, Supresión y Ocultamiento de Documento Público, artículo 
292 ibidem 

43. Dice que el tema central de esta investigación es el punto sobre la 
devolución del impuesto y pagos a terceros ajenos al Ministerio de Defensa 

Ejercito Nacional, donde se debe indagar su justificación, si hubo acuerdo entre 
los coacusados, entre éstos y los particulares, y si hubo direccionamiento de la 
Secretaría de Hacienda hacia el tesorero, y para ello, es menester analizar la 

practica probatoria en este asunto, resaltando algunos testimonios relevantes, 
como el de JOSE VICTOR ANDRADE, con el cual no se compromete la 
responsabilidad ni del Secretario de Hacienda ni del Juez de Ejecuciones Fiscales, 

lo contrario, deja claro que el responsable de la devolución de esos dineros, quien 
tenía las claves para entrar a las cuentas de OCCIRED y que ese usuario salieron 

los pagos a terceros.  

44. Los testigos SIRETH CASTRILLON BENITEZ; MARIA DEL ROSARIO 
CUENCA y LIDA LOSADA TRUJILLO, tampoco comprometen a LUIS ANÍBAL ni 
a JUAN CARLOS, son coherentes en manifestar que era el tesorero el encargado de 

realizar esos pagos, pero de manera injustificada consignó esos dineros a favor 
de particulares.  

45. Los testimonios de JAIRO BOCANEGRA DE LA TORRES y ROBERTO 
ANGULO PARDO, solo corroboran el pago que hizo el Ejército de los impuestos 

y que no recibieron la devolución. 

46. El testigo ANTONIO JOSE MEDINA, la fiscalía ingresó el Estatuto 
Tributario del Municipio, donde allí hace alusión a las exenciones tributarias. Y la 
señora CATALINA SANMIGUEL, leyó el fallo de responsabilidad fiscal.  

47. Los testimonios de Andrés Camacho Cardoso y Aleida Ovalle de 
Osorio, el primero fue Secretario de Hacienda y la segunda ex tesorera del 
Municipio, posterior a la fecha de los hechos, estos testimonios son reiterativos en 
indicar que los pagos le correspondía hacerlos la Oficina de Tesorería, que el 

token y las claves las manejaba el pagador o tesorero, inclusive ALEIDA dice que 
en su época tuvo la clave de seguridad, es decir, queda claro que  la Oficina de la 
Secretaría de Hacienda,  era ajena al pago.  

48. Neiffe Lucero Salamanca Falla era la secretaria de la Secretaría de 
Hacienda, y se encargó de demostrar que si hubo unos radicados, que   
efectivamente llegó una solicitud en apariencia legal de Jainer Parra por 
devolución de  impuestos y que como correspondía se pasó Ejecuciones Fiscales 

quien proyectaba, pero nada más, es decir, este testimonio no aporta nada a la 
teoría de la Fiscalía, en contra de los aquí acusados. Pero sí por el contrario deja 
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entrever que el encargado de cancelar era YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, es 

decir, en Tesorería, era el encargado del pago y por tanto de desviar los recursos 
públicos. 

49. Rodrigo Arciniegas Rubiano,  a  quien la señora fiscal le dedicó un buen 
tiempo, es un testimonio coherente a favor, incluso a favor de la defensa de  LUIS 

ANÍBAL LÓPEZ ROJAS y JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA, quien elaboró el primer 
registro contable que, conforme el acto administrativo que tuvo en sus manos 

y que aclaró que no fue él que le presentó la Fiscalía,  en cuanto a firmas y valor, 
como tampoco la resolución Nro. 1337 de 2006 que se le presentó, o sea, frente 
a este asunto, refiere textualmente que el problema que se detectó fue en  el 

pago y que precisamente quien debe aclarar esa situación eran los de tesorería. 
Él lo único que hizo fue el registro contable, el valor que hizo fue el que está en la 
versión original por las suma de $445.132 196, remitido ese documento a 

tesorería. Y que quien debía pagar era la oficina de tesorería, y eso quedó claro, 
incluso con el contrainterrogatorio 

50. La testigo Ana Libia Aroca Mejía, refiere en últimas lo mismo; el testigo 
Carlos Alberto  Puentes, este testimonio es contundente y reafirma la teoría de 

la fiscalía, en cuanto a la labor realizada por YESID ORLANDO PERDOMO LLANO y 
exonera, por el contrario a LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS y JUAN CARLOS RAMÍREZ 

MONTOYA, porque él es el que le advierte al tesorero sobre la posible cuenta 

pirata. Es decir, hay dos testigos que dicen le informaron de la posible 
irregularidad al Jefe, pero él quien tomaba las decisiones.  

51. El testimonio de Ciro Antonio Cordón Fierro, es igual que la anterior, con 
algunas pequeñas diferencias, pero también le advierte al tesorero que no 

realizará los pagos, fue quien llamó al Banco para confirmar sobre ese pago, y es 
advertido de que no paguen esas cuentas, de que se sospechaba eran  piratas y 

se le advierte al Tesorero YESID ORLANDO PERDOMO LLANO. 

52. Ana Cristina Andrade Mosquera   y  Liliana Granados,  pues son estos 
testimonios,  reafirma la teoría de la Fiscalía en cuanto a YESID ORLANDO 

PERDOMO LLANO,  también según su dicho, prácticamente  exoneran de 

responsabilidad penal a LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS y JUAN CARLOS RAMÍREZ 

MONTOYA. 

53. Ahora, la declaración  de uno de los investigados  JUAN CARLOS RAMÍREZ 

MONTOYA, quien  es un testimonio de defensa creíble, espontáneo, claro, por 

favorable a la  teoría de la defensa. 

54. Con el Contrainterrogatorio a Catalina San Miguel, queda probado que 
la Fiscalía, al  haber corrido traslado por un presunto delito de prevaricato por 
acción, en contra de LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS y JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA 

la expedición de la Resolución 137 del  21 de septiembre 2006, esa acción fue 
archivada por la Fiscalía porque no encontró irregularidad alguna en la misión. 
Esto es importante tenerlo en cuenta. 

55. Considera el Ministerio Público que ninguna de esas pruebas que expuso  en 
sus alegatos, compromete a responsabilidad penal de los señores LUIS ANÍBAL 

LÓPEZ ROJAS y JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA, quienes fueron responsables de 
atender inicialmente la solicitud de devolución del impuesto y obraron de 
conformidad emitido el acto administrativo legalmente correspondiente; como 
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tampoco las pruebas que se refieren al pago irregular, no se observa que hubiere 

existido un acuerdo previo entre estos funcionarios con el Tesorero, o con 
terceros, es decir solo extendieron el acto administrativo que ordena la devolución 

del impuesto, por lo que se aterriza en una responsabilidad objetiva prohibida en 
la constitución y la ley. 

56. De otro lado, para el Ministerio Público es una sorpresa el hecho que en los 
alegatos finales se diga que se emitieron dos (2) resoluciones, con el mismo 

número, pero ese hecho jurídicamente relevante no aparece en el escrito de 
acusación, pero sí en los alegatos finales de la Fiscalía, cuando de los testigos y 
para el Ministerio Publico, entiende que hubo claridad que la verdadera 

Resolución según los mismos testigos, fue la que se emitió en año 2006, por la 
suma de $445.132.196 pesos, con firmas originales, como refieron  algunos 
testigos, con las rubricas de LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS y JUAN CARLOS RAMÍREZ 

MONTOYA; y en cuanto a la otra, debió ser motivo de orientar la investaigacion 
sobre ese hecho de donde salió, quien la utilizó, es decir, no se probó con certeza 
que hubiera salido de la Secretaría de Hacienda, no existe una precisión sobre ese 

preciso cargo por parte de la Fiscalía en el escrito de acusación, ni en la 
investigación hubo claridad sobre ese tema.  

57. De otro lado, también fue sorpresa para el Ministerio Publico, en los alegatos 
de la Fiscalía construir una posición de garante al Señor Secretario de Hacienda 

Municipal, respecto del Tesorero; incluso que tampoco  puede extenderla  al Juez 
de Ejecuciones Fiscales; porque el funcionario que concretó o materializó la 
devolución irregular fue YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, sin que el Secretario de 

Hacienda tuviera el deber de custodia sobre el Tesorero; es decir,  no se acredito 
que el Tesorero dependiera del Secretario de Hacienda, no se probó que tuviera 

ese deber de tutela, entonces;  el hecho  de expedir  la Resolución Nro. 1337 de 
2006 legalmente, o sea, cumplir un requisito; ahora, que haya sido fraudulenta la 
solicitud ya es un tema diferente,  pero  la resolución se emitió bien  y se emitió 

en favor de quien tenía el derecho de la evolución de esos impuestos. Eso no lo 
hace responsable de un pago irregular. 

58. En conclusión como lo ha indicado en su exposición, los testimonios de 
Neiffe Lucero Salamanca, Rodrigo Arciniegas Rubiano, Alba Libia Aroca 

Mejía, Carlos Alberto Puentes, Ciro Antonio Cordón Fierro, Ana Cristina 
Andrade Mosquera, Liliana Granados y  JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA, que 
laboraron en la Secretaria de Hacienda, Tesorería y otras dependencias, todos 

comprometen la responsabilidad penal en cabeza de YESID ORLANDO PERDOMO 

LLANO, así como también las pruebas documentales relacionadas por la Fiscalía, 
que fueron incorporados por los testigos e investigadores, dan cuenta que los 

pagos era responsabilidad plena de la Tesorería, pues era la persona que  tenía 
las claves, usuarios y manejo de las cuentas bancarias de la entidad territorial.   

59. Ante las irregularidades efectuadas en el pago, para el Ministerio Publico, es 
claro, y tiene el convencimiento que se configuró el delito de “Peculado” y que el 

único responsable es YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, de la desviación de esos 
dineros, y por tal razón en este asunto, solicita que el fallo sea de naturaleza 
mixta, es decir, ABSOLUTORIO para LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS y JUAN CARLOS 

RAMÍREZ MONTOYA y CONDENATORIO para YESID ORLANDO PERDOMO LLANO. 



Sentencia – Juicio Oral 
Radicación:11-001-6000-050-2009-31269 

                                                                             Procesados: LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS 
JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA 
YESID ORLANDO PERDOMO LLANO 

Delito: Peculado por Apropiación y otro. 

 

 

 
Página 14 de 64 

 
 

 

 

60. En cuanto al delito de “Destrucción, Supresión u Ocultamiento de 
Documento Público” la acusación que hizo la Fiscalía en su escrito de acusación 
fue de tres (3) renglones, que no se encontraron los soportes requeridos, que no 

fueron entregados, y a los testigos se les pregunto por esos soportes, tanto de la 
Resolución, de los del registro presupuestal, 2006 y 2007, donde en este caso  
también se debe tener en cuenta las competencias y las responsabilidades como 

lo afirma la Fiscalía en sus alegatos finales; además hay imprecisión en el tiempo 
en el ocultamiento de esos documentos o soportes, porque Ana Cristina 
Andrade dice que el Tesorero no le presentó los soportes de pago del año 2007 

y hay otros del año 2006, que a la final esos documentos eran de competencia de 
la Tesorería; por lo que en principio considera o solicita que se debe ABSOLVER a 
todos los acusados respecto de este delito.  

61. Pero hace otra precisión, y es que dicho delito, según el análisis jurídico y 
fáctico que hace el Ministerio Público, estaría prescrito, pues la imputación se 
hizo el 13 de mayo de 2014, y el término prescriptivo seria de 80 meses, 
por lo que se cumplieron el 13 de enero de 2021.  

62. Concluye el Ministerio Publico, con una aclaración, que frente al ocultamiento 
de  los soportes de la Resolución Nro. 1337 de 2006, que hizo referencia la 
Fiscalía en el juicio, esa conducta estaría prescrita; pues según la tesis de la Corte 
Suprema de Justicia, donde el Magistrado Fernando Caballero Castro, que el 

aumento generalizado de las penas que impuso el artículo 14 de la Ley 890 de 
2004, solo podría tener aplicación para los procesos penales que habían 
empezado a regir por ese sistema penal acusatorio, y recordó que el artículo 530 

de la Ley 906 de 2004, indicó de manera expresa desde las fechas que se 
comenzaría a regir el sistema en cada Distrito entre los años 2005 y 2008; y para 

el Distrito de Neiva, empezó a regir el 1º de enero de 2007, y los hechos de la 
resolución y los soportes datan del año 2006, entonces, para este caso y sobre  
los soportes de dicha Resolución, de ese ocultamiento, debe decretarse la 

prescripción.  

63. LA APODERADA DE VICTIMAS: Min. 2:23:27. Dice de entrada que se 
logró probar más allá de toda duda razonable, la ocurrencia de la conducta 
punible endilgada y la responsabilidad del mismo, por lo menos en cabeza de 

unos de los procesados. 

64. Se dijo  que la imputación de cargos, realizada el 13 de mayo de 2014, la 
acusación el 30 de enero de 2015 y culminada la misma el 18 de agosto del 
mismo año, y según los hechos que narró la fiscalía en el escrito de acusación, 

ocurridos el 23 y 28 de marzo de 2007 donde la Alcaldía Municipal facturó unos 
predios o un impuesto predial de los cuales estaban exentos de pago según el 
Acuerdo o Estatuto Tributario Municipal de Neiva, y que el Ejército Nacional 

canceló el 23 de agosto de 2006, según los recibos oficiales  625100 por valor de 
$135.720 y el numero 54619 por valor de $666.211.749 a cargo del 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, según lo probado en este proceso. 

65. Que se elevó petición de la devolución de esos recursos presentada el 4 de 
septiembre de 2006 suscrita por el teniente coronel Danilo Gerardo Mosquera, 
como jefe de finca raíz del Ejército Nacional del Ministerio de Defensa, por un 
supuesto abogado Jainer Parra Muñoz. Dicha solicitud fue tramitada por los 
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funcionarios LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS, secretario de Hacienda, JUAN CARLOS 

RAMÍREZ MONTOYA, juez de ejecuciones fiscales de la Secretaría de Hacienda, los 
dos primeros expiden la resolución Nro. 1337 del 21 de noviembre de 2006, 

considerando pertinente hacer la devolución finalmente de $443.302.067;  y 
que el tesorero PERDOMO LLANO, con base en ese acto administrativo, dispuso la 
elaboración del comprobante de Egreso 29251 del 3 de octubre de 2006, por 

valor de $445.132.196, siendo beneficiario la nación Ministerio de Defensa; que  
esa ocasión, no se pudo realizar el pago; sin embargo, con base en esa 
Resolución, el 22 de marzo de 2007, transfirió electrónicamente los recursos 

de una cuenta del municipio de Neiva a las cuentas de los particulares Wilson 
Muñoz Ávila le  giró la suma de  $243.000.000 de pesos y a María Yaneth 
Rubio Rojas la suma de $202.132.196 pesos; y que esas personas  

particulares y carecían de algún vínculo con la entidad,  Ejercito nacional. 

66. Indica la Fiscalía que pese a encontrarse informado el señor PERDOMO LLANO, 
en calidad de tesorero, de que esa cuenta bancaria era al parecer fraudulenta, 
tenía irregularidades por parte de las gerente del Banco Davivienda y del servidor 

Ciro Antonio Cordón Fierro, se realizó esa devolución de dicho dinero. 

67. Por tales hechos se le endilgó a los investigados, la conducta descrita en el 
artículo 397 del Código Penal, denominado “Peculado por Apropiación”,   el 
cual exige tres características como: (i) un sujeto activo calificado, que sea 

servidor público; (ii) que exista una apropiación o un provecho en propio en 
provecho propio o de bienes del Estado o de empresas o instituciones a que esta 
tenga parte o de bienes o fondos parafiscales o de bienestar de particulares; y 

(iii)  que la administración, tenencia o custodia de esos bienes se haya confiado 
por razón o con ocasión de sus funciones; y que el momento consumativo del 

delito se presenta cuando el bien  público tutelado, objeto de un acto externo a 
disposición o de incorporación del patrimonio del servidor público o de un tercero,  
que evidencia el ánimo de apropiárselo, pues no de otra manera, se concretaría el 

verbo de apropiar contenido en la descripción típica de esta conducta. 

68. Que en el caso concreto se cumple con ese primer requisito, atendiendo la 
calidad de servidores públicos de los investigados, el cual no hay discusión 
pues fue objeto de estipulación probatoria; y en cuanto al ingrediente normativo 

por razón o en ejercicio de sus funciones, según obra  en el expediente el 
Manual de Funciones o el  Decreto 39 de 2006, debidamente incorporado, 
que demostró las funciones de cada uno  de estos servidores públicos, los cuales, 

en efecto ostentaban esa disponibilidad material y jurídica y 
específicamente, del tesorero YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, que dirige, 
coordina, controla y supervisa, bienes, recaudos y pagos del municipio  

y  garantizar su seguridad y correcto manejo de los mismos.  Y en efecto, 
era quien tenía la disponibilidad jurídica de los dineros del ente territorial, es 
decir, él era quien podía realizar efectivamente los pagos y tal como quedó 

probado  efectivamente ese impuesto se hizo la devolución o el pago a estas 
cuentas de terceros por parte de YESID ORLANDO PERDOMO LLANO.  

69. Ahora, en cuanto el ingrediente normativo, cómo se prueba la 
apropiación, pues efectivamente se emite un acto administrativo en el cual se 

autoriza la devolución de esos bienes, ese impuesto que había pagado el 
Ministerio de Defensa Nacional, se autoriza, y en efecto se devuelve que tal como 
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quedó probado a unas cuentas de particulares, no a cuentas oficiales, sino de 

particulares de Wilson Muñoz Ávila  y  María Janeth Rubio Rojas, tal como 
ya se había indicado. 

70. Es decir, en este caso concreto la Fiscalía  demostró que el Municipio emitió 
las facturas de cobro de impuesto predial, de los bienes inmuebles de propiedad 
del MINISTERIO DE DEFENSA, que esa deuda fiscal, fue pagada por dicha 
entidad castrense el 25 de agosto de 2006, que esos bienes estaban exonerados  

de ese tributo; por lo tanto, debían ser regresados a quien pagó el impuesto que, 
en efecto, se recibió esa solicitud para devolución de  esos dineros, por lo que 
considera, que realmente quien tenía la disposición y así quedó probado 

dentro del juicio oral de ese de esos dineros, y quien realmente hizo la 
devolución fue el señor Tesorero de la de la época, el señor PERDOMO LLANO; es 
decir, de manera dolosa realizó el pago, la devolución del dinero, aún 

conociendo, que las cuentas eran de particulares y que podría tratarse de unas 
cuentas fraudulentas. 

71. Por lo que es claro, que quien tenía la disponibilidad material de esos 
dineros públicos, era obviamente PERDOMO LLANO, entonces efectivamente, hubo 

una  apropiación en provecho de esos terceros, y que el responsable de esa 
cuenta de la alcaldía y quien tenía el clave, el  manejo de la banca virtual 
asignada por el mismo Banco para realizar esas transacciones y transferencias de 

recursos de hasta 2000 millones de pesos diarios, tal como quedó probado, era el 
señor Perdomo Llano, que, en efecto, salieron de las arcas del municipio ese 
valor de $445.132.196 pesos,  que no fueron regresados, efectivamente  a 

quien correspondía que era el Ministerio de Defensa, y no a dos terceros.  

72. En otras palabras, en ese trámite de devolución irregular o pago de esos 
recursos públicos del impuesto predial, se probó por parte de la Fiscalía, en el 

juicio oral, quien tuvo esa disponibilidad jurídica y material fue YESID 

ORLANDO PERDOMO LLANO; por lo que solicita que se dicte en su contra una 
sentencia condenatoria por el delito de “Peculado por apropiación en 

favor de terceros”, porque fue efectivamente en contra de quien logró probar 
la Fiscalía, más allá de toda duda razonable, y en congruencia con la imputación 
de cargos, la acusación y demás etapas procesales; por tal razón, solicita condena 

en contra de ese ex servidor público, en calidad de Tesorero para la época de los 
hechos. 

73. DEFENSOR ESPECIAL DEL PROCESADO  LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS: Min. 
2:39:22. De entrada solicita la absolución de su representado, pues de la sola 

lectura del escrito de acusación, da cuenta de la inexistencia de comportamiento 
punible alguno, en cabeza de mi representado LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS, a quien 
se le acusa de haber expedido la Resolución 1337 el 21 de septiembre de 
2006, donde se ordenó la devolución de $443.302.067 pesos al Ministerio de 
Defensa por un pago indebido del impuesto predial, dineros que  fueron 
reintegrados  al  Ejército sino que favorecieron a terceros, sin que tuvieran  

vinculación  alguna con esa institución. 

74. Ahora, como bien lo señaló la Fiscalía, lo que tenía  que  acreditarse era que 
efectivamente tenía la disponibilidad material sobre la entrega de dinero, no 
obstante, el único reproche hacia su prohijado LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS, fue 
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haber emitido ese acto administrativo. En consecuencia, la carga probatoria de la 

Fiscalía tendría que ser una, o que LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS tenía la 
disponibilidad material para la entrega de ese dinero; o que tenía un acuerdo con 

YESID ORLANDO PERDOMO LLANO e incluso instigándolo o determinándolo para que 
pagara ese dinero a una persona o a unas personas, en este caso naturales, 
distinta  a  las ordenada en la Resolución 1337. 

75. Y ese propósito probatorio está absolutamente huérfano en el debate 
propuesto por la Fiscalía, pese a que en su alegación final insiste en que su 
representado e incluso el Juez de Ejecuciones Fiscales tenían un control o una 
disponibilidad material para el pago, nada hizo para demostrar que eso fue 

así; y, por el contrario, el gran debate probatorio e incluso gran parte, casi treinta  
minutos de la legación final de la Fiscalía, se ocupó en señalar uno a uno de los 
testigos que desfilaron en este juicio, que indicaron que la única y exclusiva 

persona que tenía la disponibilidad material para el pago de ese dinero era el 
Tesorero.  

76. Por ello, la emisión de la resolución donde se ordenaba el pago, que en el 
escrito de acusación dice la Fiscalía -Ministerio de Defensa y en la  resolución dice 

Ejército Nacional, eso en nada afecta la Comisión del peculado por 
apropiación, porque el pago se estaba ordenando al mismo Estado, por lo que  
de ninguna manera se configura dicha conducta.  

77. Lo que sí se configura el ilícito de Peculado, fue el haberse contrariado lo 
dispuesto por la Resolución legalmente emitida por la Secretaría de Hacienda la  
Nro. 1337, que fue legalmente emitida y entonces allí tenía la Fiscalía que 
acreditar que efectivamente LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS o  JUAN CARLOS RAMÍREZ 

MONTOYA, quienes suscribieron y proyectaron esa resolución, pues habían 
interferido en alguna manera en el pago de ese dinero, y no fue así.  

78. Por el contrario, lo que ocurrió aquí, fue que de manera clara se acreditó 
quién tenía la función de pago, el manejaba la cuenta para el pago, las claves de 

las cuentas bancarias; y quién fue advertido para que no pagara  esas cuentas, 
así lo declaró Ciro Cordón, que no fue otra persona, que el coacusado YESID 

ORLANDO PERDOMO LLANO. Y en ninguno de esos elementos de prueba 
documentales o testimoniales desfiladas en juicio se acreditó que LUIS ANÍBAL 

LÓPEZ ROJAS hubiese participado en ese giro irregular que se realizó y que fuese  

advertido por Ciro Antonio Cordón Fierro, a unas cuentas de particulares. Por 
lo que considera, que no existe ese reproche en cabeza de su representado, y por 
ello, recogiendo los planteamientos del señor Procurador y atendiendo 

exegéticamente el principio de congruencia, es decir, la exclusiva afirmación 
fáctica depuesta por la Fiscalía en el escrito de acusación, es que se limitan 
alegación final para la petición de absolución. 

79. Sin embargo la Fiscalía intento hacer reproches a su prohijado en el juicio 
oral, sin que lo hubiese logrado, porque su representado no analizó la petición del 
supuesto abogado y de los Delegados del Ejercito que le daban poder al supuesto 
abogado, pero de todas maneras considera la defensa que esa situación no afecta 

la legalidad de la decisión Secretaría de Hacienda de ordenar la devolución del 
dinero al Ejercito Nacional, ni incide en el delito de Peculado. Posteriormente la 
Fiscalía con la decisión de la Oficina Control Fiscal, intentó corroborar que era 
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ilegal ese acto administrativo; pero resalta la defensa de LUIS ANÍBAL LÓPEZ 

ROJAS, que en el contrainterrogatorio se demostró que con la decisión de la 
Contraloría  donde se señalaba fiscalmente responsable a los hoy  coprocesados, 

había sido irregular, que esa funcionaria ni conocía siquiera las circunstancias que 
eximían o exoneraban dicha tributación, en ese caso al Ejercito Nacional.  

80. Adicionalmente, ese hecho, fue expresamente excluido del escrito de 
acusación, donde la Fiscalía refiere en el mismo, que por el delito de 
Prevaricato, como quiera que se adelantaría en una línea procesal distinta, se 

habían compulsado copias para que se investigaran por el camino de la ley 600 
de 2000, y fue la defensa la que trajo a colación como elemento de prueba la 
decisión de la Fiscalía delegada para la investigación en este asunto, en donde se 

ordenó la preclusión de la investigación debidamente ejecutoriada.  

81. Luego pretender hablar de la ilegalidad de la decisión para sustentar en esa 
ilegalidad de la decisión el  cargo de Peculado y tratar de generar un indicio,  no 
solo no puede ser tenido en cuenta porque no estaba en el escrito acusación 

como una afirmación fáctica reprochada, sino porque simple y llanamente no era 
ilegal;  no demostró la Fiscalía que hubiese sido ilegal con su testigo de cargo, 
pero adicionalmente fue la defensa la que acreditó con la decisión tomada por la 

misma entidad, Fiscalía General de la nación, que ese asunto se precluía  por 
atipicidad absoluta de la conducta. 

82. También reprocha la Fiscalía de la existencia de varias resoluciones una y 
otra y, como lo señaló el señor Procurador no aparece en el escrito de acusación 

algún reproche respecto de ello, ni se demostró como se hizo, sus autores y 
desde cuando apareció. Lo cierto es que, la Fiscalía no acreditó que 
efectivamente que esa Resolución tuviese una incidencia en el delito de 

Peculado por Apropiación, porque la Resolución emitida por más de $400 
millones, que fue debidamente notificada y reconocida por los mismos testigos de 

Fiscalía, en donde aparece la notificación del señor Jainer  Parra Muñoz,  esa 
fue la que justamente sirvió de  insumo para la elaboración de los comprobantes 
y el posterior pago que realizaría el señor YESID ORLANDO PERDOMO LLANO. 

83. Ahora, sobre el delito de “Destrucción o Supresión u  Ocultamiento de 
Documento Público”,  y de allí podría uno podría inferir, de donde sale esa otra 
resolución por $443 millones; y  frente a este cargo, de un lado, como bien lo 
afirma el señor Procurador, dicho cargo resulta anfibológico, pues en el  escrito 

de acusación no se encuentra soporte fáctico alguno, que diga que su 
representado incurrió en el delito; solo porque la Fiscalía hizo una inspección 
judicial y no encontró la Resolución original Nro. 1337 de  2006.  

84. Dice la defensa, que desde la misma etapa de indagación la Fiscalía tuvo 
conocimiento quién tenía los documentos originales, donde en este juicio se 
escuchó a  Nubia Moreno Medina, quien reconoció que ella había tomado la 
versión libre de YESID ORLANDO PERDOMO LLANO el 20 de abril de 2010 y allí él 

aportó copias autenticadas y le refirió que las originales las tenía él. El 
mismo fallo en de imputación de responsabilidad fiscal, también descubierto por 
la Fiscalía, lo refiere. En consecuencia, ¿Quién tenía esos originales? Realmente 

los destruyó, los ocultó, se lo dijeron a la Fiscalía desde un principio en la etapa 
de indagación y la Fiscalía decidió formular un cargo.  
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85. Es decir, fuera de ser un cargo inexistente, adicionalmente está prescrito; y 
reitera que la Fiscalía conocía quién había tenido contacto directo con los 
documentos originales, luego quién pudo haber creado esa otra Resolución 1337 

de 2006 sin sello de notificación y  por otro monto.  

86. Con los anteriores argumentos, acogiendo los expuestos por el Señor 
Procurador y la apoderada de víctimas, quienes únicamente hacen petición de 
condena contra PERDOMO LLANO; y adiciona o recalca que en el actuar de su 

prohijado LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS, no está inmerso en el reproche realizado por 
la Fiscalía; y por ello, entonces, debe emitirse una sentencia ABSOLUTORIA. 

87. DEFENSA DEL PROCESADO JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA. Min. 
2:52:14 Solicita que el fallo sea absolutorio en favor de su representado, porque 

la Fiscalía tenía la carga de demostrar más allá de toda duda razonable el 
fundamento factico propuesto en la imputación, en la acusación y en la teoría del 
caso, pero incurrió en falacias, es decir, dio probado algo que debió sustentarlo y 

probarlo en sede de juicio oral.  

88. De otro lado, no va a repetir lo puntualizado la Fiscalía y los demás 
intervinientes, pero si quiere resaltar el testimonio de Ana Cristina Andrade 
Mosquera, rendido el 5 de agosto de 2012, quien hizo un relato puntual frente al 

trámite que se debía hacer en esas dependencias, inclusive  todos los testigos de 
manera unísono refieren que el acto administrativo emitido por el Doctor JUAN 

CARLOS RAMÍREZ MONTOYA y revisado posteriormente por el Doctor LUIS ANÍBAL 

LÓPEZ ROJAS, el único objetivo era la devolución al Ejercito Nacional de un dinero 
cancelo por unos impuestos; y de ninguna manera se nombró personas naturales.  

89. Ahora, en el mismo sentido, la testigo Neifee  Lucero Salamanca Falla, el 
4 de abril del 2022, ante las preguntas directa por parte de la Fiscalía, hacen 

mención a lo antes señalado, pero para ser más puntuales, frente a lo que 
realmente ocurrió, con la intervención por parte del señor JUAN CARLOS RAMÍREZ 

MONTOYA menciona en  sede de juicio oral,  que él como juez de ejecución de 

penas, recibió  un documento previamente analizado por el señor LUIS ANÍBAL 

LÓPEZ ROJAS. También hizo un análisis concreto con base al Estatuto Tributario 

Municipal vigente  para la época de los hechos, verifica sí efectivamente el 
Ejercito realizó la correspondiente consignación, y una vez analizada esa 
situación, emite el acto administrativo para la devolución al  Ejercito Nacional; en 

consecuencia, no encuentra el DOLO ni la COAUTORIA que enrostra la Fiscalía en 
este asunto, ni mucho menos el delito de Peculado.  

90. Y tal como lo mencionó el  Doctor Sheiber Cuenca Galindo, en sus alegatos 
finales,  frente a la intervención por parte de su prohijado RAMÍREZ MONTOYA,  

frente al tema de la legalidad de ese acto administrativo,  que se puso de 
presente  el cual se publicito y  se  incorporó  la  decisión  del 17 de marzo del 
2017, emitida por la  Fiscalía 18 Delegada ante los Juzgados Penales del Circuito, 

donde se refirió a ese tema puntual de la legalidad.  

91. Sin  entrar a ser repetitivo, solicita absolución de JUAN CARLOS RAMÍREZ 

MONTOYA, pues considera que la Fiscalía  no se logró probar las circunstancias de 
tiempo, modo y lugar la ocurrencia de los hechos, como lo prometió en los 

alegatos de apertura. 

92. DEFENSA DEL PROCESADO YESID ORLANDO PERDOMO LLANO. MIN. 
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2:56:25 En primer lugar, se refirió   respecto del delito de “Destrucción, 

Supresión u Ocultamiento de Documento Público-Articulo 292 del 
Código Penal, donde comparte plenamente  la tesis del señor Representante del 

Ministerio Público, que dicha conducta en este caso, se encuentra prescrita, por lo 
que solicita se declare en tal sentido; no obstante, en el evento que no se acoja 
dicho criterio prescriptivo, dada la ambigüedad de los hechos jurídicamente 

relevantes expuestos  en el escrito de acusación, pues no se mencionó cuales 
documentos exactamente, o no se sabe cuáles fueron los que se destruyeron, ni 
cuando ocurrió;  pues al parecer entiende la defensa, según la Fiscalía fueron  los 

que sirvieron de soporte  para la expedición de la Resolución Nro. 1337 del 21 de 
septiembre de 2006, pero en el juicio oral es la misma Fiscalía quien 
precisamente allega esos documentos, los aporta, los hace visible, los comparte; 

entonces, no se sabe exactamente cuáles fueron los extraviados, destruidos, es 
decir, ese cargo no lo sustentó en el escrito de acusación ni tampoco fue 
probado.  

93. En consecuencia, desde ese punto de vista material y ante la carencia de 
prueba que demuestre  el  verbo rector de la conducta, le solicita   se  
disponga  la ABSOLUCIÓN  en favor de su representado,  por este 
comportamiento que por el cual se acusó  a YESID ORLANDO PERDOMO LLANO.  

94. Respecto del delito de Peculado por Apropiación,  agravado  por la 
cuantía, conforme al inciso 2º del Artículo 397 del Código Penal,  trajo a 
colación la teoría de la imputación objetiva, por cuanto a los hechos que se 
imputan en contra de mi representado YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, se 

concretan,  en que el antes me mencionado,  al haber devuelto a particulares la 
suma de dinero cancelada por el Ejército Nacional por concepto del impuesto 

predial la cual no adeudaba  a  la entidad territorial, actuando así en contravía del 
Artículo Primero de la Resolución número 1337 del 21 de septiembre de 2006, 
emanada de la Secretaría de Hacienda Municipal de Neiva Huila, porque allí se 

ordenaba al Tesorero municipal que solo podía hacer los giros de devolución a la 
mencionada entidad, es decir, al Ministerio de Defensa Ejercito Nacional. 

95. Hecho contrario a la realidad procesal y documental, porque la misma 
Resolución  ordenaba  que se  hiciera el pago de acuerdo a la solicitud presentada 

por el doctor  Jainer  Parra Muñoz,  como apoderado del Ejército Nacional, así 
también la Fiscalía  aportó  otro documento  por medio del cual el señor Parra 
Muñoz, el día  15 de febrero de 2007 dirigido  a la Secretaría de Hacienda y al 

Tesorero Municipal, hace la solicitud de transferencia electrónica  a dos  cuentas 
corrientes, la número 3222317117 del Banco de Bogotá en la cuantía de 
$243.000.000 de pesos, y el excedente a la cuenta corriente número 285833015 

de Bancolombia, con presentación personal ante el Notario Treinta del 
Círculo de Bogotá, lo que demuestra que no fue de manera caprichosa ni era 
de libre disposición del Tesorero, señor YESID ORLANDO PERDOMO LLANO,  

proceder a realizar dichos pagos, en las condiciones que echa de menos la 
Fiscalía, los defensores, Procuraduría y la Apoderada de Víctimas; porque esa 
orden fue impartida por quien podía disponer ese recurso, como lo era el 

Secretario de Hacienda de la época. 

96. Seguidamente el togado hizo una amplia explicación de los actos 
administrativos definitivos y los de carácter general, los de trámites preparatorios 
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y los de simple ejecución, para aterrizar que la Resolución Nro. 1337, era un acto 

de ejecución, cumplir una orden de acuerdo a la solicitud presentada por el 
señor Jainer Parra Muñoz, por lo que no tenía otra opción distinta que la de 

pagar. 

97. Explica su prohijado no tenía la disponibilidad jurídica del recurso público, 
como lo señalaron quienes los antecedieron en estos alegatos, estaba en cabeza 
del señor Secretario de Hacienda Municipal de Neiva, porque sin ese acto 

administrativo no hubiese sido posible el pago, y sus trámites como la expedición 
de los certificados de disponibilidad presupuestal, entre otros; no obstante 
reconoce que el señor PERDOMO LLANO, sí tenía la disposición material de esos 

bienes, a efectos de ejecutar la orden, en esta asunto, hacer el pago; como lo 
reitera, de acuerdo a la solicitud presentada por el señor  Parra Muñoz, como 
apoderado del Ejército Nacional y bajo esas instrucciones del supuesto 

togado, se giró de manera parcial a dos cuentas y se realizó la cancelación 
o devolución de esos dineros; sin que el Tesorero tuviera la disponibilidad jurídica 
sino porque se le había ordenado en una Resolución. 

98. Entonces, no existe el primer requisito o elemento material del delito de 
Peculado por Apropiación, esto es, la disponibilidad jurídica, solo tenía la 
disponibilidad material, porque estaban las caudas bajo su responsabilidad, pero 
su prohijado no dispuso bajo el libre albedrío o caprichosamente ese recurso, 

había una orden previa, un acto administrativo de carácter definitivo.  

99. En conciencia, en Colombia, está proscrita toda forma de responsabilidad 
objetiva, y por lo tanto, se debe individualizar, valorarse a partir de la conducta 
del agente; y en este caso la Resolución inclusive no debió emitirse porque 

cuando hay pagos en exceso, se debe es compensar a los contribuyente, como 
lo hace la DIAN, por lo que las normas de carácter municipal no están por encima 

del Estatuto Tributario.  

100. Dice que unas de las funciones de su representado, fue expedir certificación 
sobre el pago efectuado por el Ejército Nacional, por concepto de impuesto 
predial, por valor de $666.347.469 que fue realizado a través de transferencia 

electrónica a la cuenta Nro. 38007869 del Banco de Occidente, dirigido al Juez de 
Ejecuciones Fiscales, según oficio 2306 del 18 de septiembre de 2006, a eso se 
limitó la actuación de PERDOMO LLANO que condujo a la emisión de la referida 

Resolución  1337, donde el Secretario de Hacienda ordena el pago o la devolución 
del dinero; es decir, fueron dos momentos, certificar que había ingresado el 
dinero al erario del ente territorial y realizar los respectivos pagos o transferencias 

electrónicas, lamentándose que para esa época no había Manual de 
procedimientos. 

101. Indica que se cuestionó en el desarrollo del juicio oral, por algunos 
funcionarios o declarantes que dicen que recibieron unas llamadas de un Banco, 

que alertó que esas cuentas suministradas eran espurias, que eran falsas, 
simuladas, pero esa tesis resulta descabellado que eso sea cierto, que un Gerente 
llamo a un funcionario y que precisamente contestó el Doctor YESID ORLANDO 

PERDOMO LLANO, y que le había indicado que esas cuentas eran espurias, cuando 
es bien sabido que las mismas entidades bancarias, ante ese tipo de situaciones 
bloquean la cuentas. Además, tenía la obligación también el empleado Ciro 
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Antonio Cordón Fierro, quien había parte de la Unidad de Tesorería de 

Contabilidad, la obligación constitucional y legal de poner en conocimiento ante 
las autoridades competentes de la posible ocurrencia de un delito; no obstante se 

saltaron esa obligación legal ni tampoco fueron vinculados al proceso por la 
Fiscalía; y cuando se desata el escandalo vienen a decir, que un Banco los había 
alertado.  

102. Considera la defensa que son versiones que no tienen ningún sustento, solo 
su propio dicho del empleado  Cordón Fierro y otro funcionario de la Alcaldía -se 
entiende que se refiere a Carlos Alberto Puentes Pulido- pero de haber sido 
cierto, se reitera, bastaría con ponerlo en conocimiento del Banco para que 

bloqueada la cuenta y no se hubiera realizado el pago; por ello, no puede ser 
admitida esa manifestación, porque dentro de la prueba indiciaria el hecho 
indicador debe estar absolutamente probado y ajeno de toda duda,  no puede ser 

un hecho indicador de un comportamiento comisivo con consecuencias penales 
para su representado, y seguidamente la Defensa del investigado hace un amplio 
debate o exposición sobre el tipo de actuaciones omisivas, que pueden implicar la 

exoneración de la responsabilidad penal.  

103. Concluye, que la teoría de la Comisión por Omisión, para el caso la 
Omisión Impropia, que no es punible, que su prohijado no estaba obligado a 
hacer algo que la ley funcionalmente no lo obligaba, que es un aspecto 

importante de la teoría de la imputación objetiva, y demostrado esta que YESID 

ORLANDO PERDOMO LLANO no tenía la posición de garante, que es la teoría del 
caso de la defensa.  

104. Es decir, que ese cumplimiento, ese deber de evitación, como se llama en la 
teoría de la imputación objetiva, no la tenía YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, él 
no podía evitar ese resultado. Ahora, si todos los funcionarios estaban en la 

obligación de hacerlo y no lo hicieron, como el empleado Cordón Fierro, y 
demás que declararon, porque el Banco no se abstuvo de ese pago, si es que 
hubo esa llamada telefónica, por ello la defensa pone en duda esa tal llamada, 

porque lo primero que hace el banco es congelar la cuenta. 

105. Refiere que de no acogerse su tesis principal, que es la teoría de la 
imputación objetiva, porque su prohijado  no tenía la posición de garante, no 
tenía la obligación de contener o la evitación como dice la dicha teoría;  de 

manera subsidiaria solicita la absolución, aplicando la causal de ausencia de 
responsabilidad penal por ERROR INVENCIBLE DE PROHIBICION, contenida 
en el numeral 10 del artículo 32 del Código Penal, partiendo desde el punto 

de vista como posible autor garante, no sabía o no le incumbía ese deber de 

evitar el resultado, porque el servidor público no podía ser garante de una fuente 
de riesgo que nunca conoció. Es decir, que su prohijado, no se le puede atribuir 
responsabilidades por no haber realizado un seguimiento adecuado a aquellas 

diligencias, ni siquiera una simple responsabilidad por incumplimiento de una 
obligación de HACER, de COMISION PROPIA, menos por OMISION IMPROPIA  

106. En esos términos, esta defensa, para el caso no existe elemento probatorio o 
evidencia alguna, que se pueda inferir razonablemente que su representado es 

autor o partícipe del delito que se investiga, pues por ninguna  parte  aflora que 
haya actuado o  participado en la   ilicitud de manera consciente y voluntaria y en 
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solitario o en conjunto con quienes idearon y pusieron en movimiento la relación 

causal, recuérdese quienes la pusieron en movimiento fue un señor Jainer 
Parra Muñoz, cuando allegó la solicitud de devolución del dinero, que pasó  a la  

oficina de Ejecuciones Fiscales y después al despacho del Secretario de Hacienda, 
pero no fue en la oficina de la Tesorería que se inició dicha actuación.  

107. En conclusión, bajo esas condiciones  solicito muy respetuosamente, por la 
vía de la de la imputación objetiva o en su defecto por la ausencia de 

responsabilidad y se emita una sentencia absolutoria.  
 

VII.TIPICIDAD 
 

108. Las conducta por la cual se realiza, juicio de reproche a los procesados, LUIS 

ANÍBAL LÓPEZ ROJAS, JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA y YESID ORLANDO PERDOMO 

LLANO;  en calidad de COAUTORES  de la comisión de la conducta punible 

descrita en el libro II, Titulo XV, Delitos contra la Administración Pública, Capítulo 
1, Del Peculado, Articulo 397,  inciso 2º C.P., en concurso heterogéneo con el 
delito de contenido en el Libro Segundo, Titulo IX, Delitos contra la Fe Pública, 

Capitulo Tercero, De la Falsedad en Documentos, Artículo 292. Destrucción, 
Supresión u Ocultamiento de Documento Público. 

109. Delitos que describe el legislador en los siguientes términos:  

Articulo 397 C.P. Peculado por Apropiación:  “El  servidor público que se 
apropie en provecho suyo o de un tercero de bienes del Estado o de empresas o 
instituciones en que  éste tenga parte o de bienes o fondos parafiscales, o de bienes 
de particulares cuya administración, tenencia o custodia se le haya confiado por 
razón o con ocasión de sus funciones, incurrirá en prisión de noventa y seis (96) a 
doscientos setenta (270) meses, multa equivalente al valor de lo apropiado sin 
que supere el equivalente a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas 
por el mismo término. 

 Si lo apropiado supera un valor de doscientos (200) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, dicha pena se aumentará hasta en la mitad. La pena de multa no 
superará los cincuenta mil salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

 Si lo apropiado no supera un valor de cincuenta (50) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes la pena será de sesenta y cuatro (64) a ciento ochenta (180) 
meses e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el 
mismo término y  multa equivalente al valor de lo apropiado” 

 

Artículo 292 Destrucción, Supresión u Ocultamiento de Documento 
Público “El que destruya, suprima u oculte total o parcialmente documento público 
que pueda servir de prueba, incurrirá en prisión de dos (2) a ocho (8) años ( hoy 32 
a 144 meses).  Si la conducta fuera realizada por un servidor público, en ejercicio de 
sus funciones se impondrá prisión de tres (3) a diez (10) años  (hoy 48 meses a 180 
meses), e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el 
mismo término. Si se tratare de documento constitutivo de pieza procesal de 
carácter judicial, la pena se aumentará de una tercera parte a la mitad. E 
inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo 
término inciso segundo”. 
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VIII. CONSIDERACIONES: 
  

110.  Expuesto lo anterior y para adoptar la determinación que corresponda, 

debemos realizar el   análisis pertinente a los elementos materia de prueba, así 

como la evidencia física allegada e incorporada a la actuación, a fin de establecer 
si en realidad se colman los presupuestos sustanciales para emitir un fallo de 

condena conforme al artículo 381 del Código de Procedimiento Penal y que se 
concreta en llevar al conocimiento del juez, más allá de la duda razonable, acerca 
de los delitos y la responsabilidad de los acusados como coautores de las 

conductas imputadas, y con fundamento en los medios de conocimiento 
señalados en el artículo 382 del C.P.P., los que deben ser valorados 
conjuntamente y a la luz de la sana critica, como lo dispone el artículo 380 

ibidem. 

111. Problema Jurídico: En el presente caso se desprende el siguiente problema 
jurídico: (i) ¿Las pruebas practicadas y debatidas en el juicio oral, suministran un  
conocimiento más  allá de toda duda razonable acerca de la existencia de los 
delitos de  “Peculado por apropiación en favor de terceros” y “Destrucción, 
Supresión u Ocultamiento de Documento Público”, la materialidad de los 
mismos y la  consecuente responsabilidad penal  en calidad de COAUTORES en 
cabeza de los investigados?;  (ii)  ¿Está demostrada alguna justificación  o 
ausencia de responsabilidad penal en favor de los  procesados?;   Y por último,  
(iii) ¿Se encuentra prescrito el delito de Destrucción, Supresión u 
Ocultamiento de Documento Público?  

112. En relación con el conocimiento más allá de toda duda, encontramos los 
siguientes: 

113. Estipulaciones Probatorias. No fue objeto de debate probatorio los 
siguientes hechos: 

Estipulación probatoria No.1: Que el señor LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS, 
identificado con la cédula de ciudadanía Nro. 12.234.552 expedida 
en Pitalito Huila, nacido el 16 de febrero de 1969 en Palestina Huila, con 
arraigo en la calle 26 Nro 9 AW-05 Apto 505 Torre B de Neiva Huila,  se 

encuentra debidamente individualizado e identificado; y como respaldo 
de esa estipulación, se anexa: Consulta de la página web de la Registraduría 

Nacional del Estado Civil, hoja de vida, actas de diploma de grado de la ESAP 
como Administrador Público, el cual se identifica como Evidencia Nro. 22 de 
la Fiscalía. 

Estipulación probatoria No 2: Que el señor LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS, se 
desempeñó como servidor público en el cargo de Secretario de Hacienda 
de la planta global de personal del Municipio de Neiva, Huila., código 020, 
grado 5, del periodo del 16 de agosto de 2004 al 1 de enero de 2008. Se 

respalda esta estipulación, con el Decreto de nombramiento Nro. 725 del 12 
de agosto de 2004, de la Alcaldía de Neiva; acta de posesión Nro. 138 del 13 
de agosto de 2004 y certificación laboral del 6 de noviembre de 2010 

expedida por la Alcaldía de Neiva. Costa de tres (3) folios. Y está rotulado 
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como evidencia Nro. 23 de la Fiscalía. 

Estipulación probatoria No. 3: Que el señor JUAN CARLOS RAMÍREZ 

MONTOYA, identificado con la cédula de ciudadanía Nro. 7.692.565 
expedida en Neiva Huila, nacido en la Argentina Huila el 6 de marzo de 

1972, se encuentra debidamente identificado e individualizado, y tiene 
arraigo en la calle 3 Nro. 3-37 de Gigante Huila.  Se anexa. Consulta web de 
la Registraduría Nacional del Estado Civil, hoja de vida, diplomas de grado  

en calidad de abogado y especialización. Consta de seis (6) folios. Se rotula 
como evidencia Nro. 24 de la Fiscalía.  

Estipulación No. 4: Que JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA, se desempeñó 
como servidor público en el cargo de Profesional Universitario, código 219, 

grado 8, de la planta de personal del Despacho de la Alcaldesa de Neiva, por 
el periodo del 15 de diciembre de 2005 al 30 de enero de 2008. Se acredita 
con el Decreto de nombramiento No 1262 del 12 de diciembre de 2005, Acta 

de posesión No. 584 del 15 de diciembre de 2005. Acta de posesión Nro 271 
del 5 de julio de 2006 Decreto 0047 del 9 de enero de 2008 y certificación 
laboral del 6  de noviembre de 2010.  Consta de cinco (5) folios. Rotulado 

como evidencia Nro. 25 de la Fiscalía.  

Estipulación No. 5: Que el señor YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, se 
encuentra plenamente identificado con la cédula de ciudadanía Nro. 
7.712.456 expedida en Neiva Huila, nacido el 19 de octubre de 1979, de 

profesión contador público, cuenta con un arraigo, en la calle 8 Nro. 45-40 
casa 7 Conjunto residencial Altos de Iguatemí de Neiva Huila.  Se respalda 
esta estipulación con la consulta web de la Registraduría Nacional del Estado 

Civil, Hoja de Vida, Actas de grado de la Fundación Universidad Central. 
Consta de cinco (5) folios, y se marca con la evidencia Nro. 26 de la Fiscalía. 

Estipulación No. 6: Que el señor YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, se 
desempeñó como servidor público en el cargo de Director Administrativo 

de Tesorería, del Municipio de Neiva,  código 009, grado 1, por el periodo del 
11 de julio de 2006 al 1 de enero de 2008, como se prueba con el decreto de 

nombramiento Nro. 734 de 2006 expedido por la Alcaldía de Neiva. Consta 
de tres (3) folios. Se rotula como evidencia Nro. 27 de la Fiscalía.  

114. Pruebas de la Fiscalía: El primero en comparecer fue JAINER PARRA 
MUÑOZ, quien declaró el 21 de noviembre de 2018, identificado con la cédula 

de ciudadanía Nro. 18.495.059, residente en Armenia Quindío; de profesión 
conductor de taxi.  

115. En la sesión de audiencia del 29 de abril de 2019, declaró ALEXANDRA 
PATRICIA BOCANEGRA, Funcionaria de la Fiscalía, de profesión Contadora 

Pública. En la misma diligencia rindió testimonio TERESA GUTIERREZ 
TRUJILLO, también  es Contadora Pública, es Técnico Investigador IV,  con esta 
testigo la Fiscalía introdujo como prueba documental las evidencias 3 y 4. En la 

jornada de la tarde, declaró NUBIA MORENO MEDINA, de profesión abogado, 
labora en la Fiscalía desde hace más de 20 años. Con este testigo se incorpora la 
evidencia Nro. 6, 8, 10, 12, 14, 16, 19, 20 y 21. 

116. Coronel retirado JAIRO BOCANEGRA DE LA TORRE, declaró el 13 de 
octubre de 2020, dice  que laboró 30 años en el Ejercito Nacional,  que en el año 
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2009 llegó a Dirección de Ingenieros después se reorganizó y se llamó Jefatura de 

Ingenieros.  Sobre lo ocurrido en la ciudad de Neiva, no recuerda bien, por tal 
motivo la Fiscalía le exhibió la evidencia  Nro. 28, que se trata de una denuncia 

de fecha 1º de septiembre de 2009 ante la Fiscalía General de  Bogotá por el 
Delito de “Estafa”.  En cuanto al tema de delegación dice que es el Ministerio de 
Defensa quien delega al Ejército, y el Ejército delega a sus abogados de la 

sección jurídica para que desempeñe y haga sus funciones. Con este testigo la 
Fiscalía introdujo las evidencias rotuladas con el Nro 28 que es la denuncia; la 
evidencia Nro. 29  que es el Oficio 66966 del 18 de agosto de 2019, firmado 

por Alex de Jesús Salgado Lozano Director de Asuntos Legales de Ministerio de 
Defensa; la evidencia Nro. 30, oficio Nro. 0729 del 4 de agosto de 2009,  
donde la Contraloría de Neiva, requiere a la oficina de Asuntos Legales de 

Ministerio de Defensa, sobre el pago de impuesto predial;   la evidencia Nro. 31 
que es la Resolución Nro. 1337 del 21 de septiembre de 2006; Evidencia Nro. 
32 Oficio del 25 de agoto de 2009 de las Fuerzas Militares dirigido al Contralor 

Municipal y la evidencia Nro. 33 que es la consulta SIIF Nación, que es un 
pantallazo del módulo de egresos, donde el Ejército Nacional hace el pago del 
impuesto predial al Municipio de Neiva.  

117. Coronel retirado ROBERTO ANGULO PARDO, Min 5:20 audiencia del 14 de 
octubre de 2020,  es ingeniero civil y militar, laboró 31 años en el Ejercito 
Nacional,  y para el año 2006 y 2007 ocupaba el cargo de Director de Ingenieros 

del Ejército, sede Comando del Ejercito CAN de Bogotá; y entre sus funciones 
estaba la de cancelar servicios públicos y de impuesto predial. Que durante el 
cargo no tuvo conocimiento  del caso que se investiga, solo cuando en el año 

2011 fue citado a unas declaraciones e Neiva. La fiscal pone de presente al 
testigo para refrescar memoria la evidencia Nro. 33 que es la consulta SIIF 
Nación, que es un pantallazo del módulo de egresos, donde el Ejercito Nacional 

hace el pago del impuesto predial al Municipio de Neiva, donde corrobora que 
efectivamente ese impuesto lo cancelaron a una cuenta oficial de la Alcaldía de 
Neiva. Al preguntársele sobre la existencia de la Jefatura de la Finca Raíz, que 

como Jefatura no existe, que era una subdirección de la sección administrativa de 
la Dirección de Ingenieros, que se dedicaba al trámite de identificación, control de 
ejecución documental necesaria para el buen desempeño del área administrativa 

y se llevaban los archivos pertinentes de  los predios y de construcción de la 
Fuerza pública; y no recuerda para la época quien era el encargado de esa 
oficina. Finalmente dice que no conoce a Danilo Gerardo Parada; ni al abogado 

Janner Parra, ni a los particulares Miriam Janeth Rubio Rojas ni a Wilson Muñoz, a 
quienes se les giró la devolución del impuesto predial que había cancelado el 
Ejército Nacional.  

118. ANTONIO FONSECA MEDINA.   Min. 1.40:58 declaró el 14 de octubre de 
2020, quien labora en la Fiscalía desde hace 26 años, es Asistente de Fiscal I. 
Explica que dentro de las labores que realizó obtuvo el acta del Comité 

Conciliación Municipal y a la Secretaría de Hacienda solicitó copia auténtica del 
Decreto 096 de 1996, que es el Estatuto Tributario Municipal. En cuando al primer 
documento la bancada de la defensa se opuso a su  descubrimiento o publicidad 

e ingreso porque afectaba la presunción de inocencia de uno de los procesados. Y 
por ello, la Fiscalía con este testigo  solo introdujo como prueba documental de la 
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Fiscalía rotulado con el número 38 dicho estatuto y previo a ello, el testigo 

leyó varios artículos como el 1º, 5º; 31 literal i); 267, 269, 375, 454, 457 y 458.  

119. El testimonio de JOSE VICTOR ANDRADE BETANCOURT,  rindió 
testimonio el 14 de octubre de 2020, y en varias sesiones de juicio oral, dijo ser 

Técnico Investigador IV de la Fiscalía,   de profesión Contador Público,  pero 
siempre ha ejercido sus funciones como investigador.  Después de poner en 
contexto su labor en esta investigación,  la Fiscal  le exhibió la evidencia Nro. 

40, que es un informe de investigador de campo.  Y también se contextualizó los 
hallazgos o anexos de ese informe, como fue la evidencia Nro. 41 que fueron 
oficios dirigidos a Cámara de Comercio para indagar si los investigados tenían 

registros; encontrando varios hallazgos, los cuales fueron publicitados, y 
marcados como evidencias E-41-1; E-41-2; E-41-3; EV-41-4 y EV-41-5. La 
evidencia Nro. 42 que es un oficio del 27 de diciembre de 2010, de la 

Secretaria de Hacienda Oficina de Ejecuciones Fiscales, donde indican que no 
encontraron los anexos de la Resolución Nro. 1337 del 21 de septiembre de  
2006; la evidencia Nro. 43, que es el proceso de responsabilidad fiscal Nro. 

0042-010 de la Contraloría Municipal de Neiva, Dirección de Responsabilidad 
Fiscal y Jurisdicción Coactiva,  por las presuntas irregularidades en la devolución 
de los recursos del Ejército Nacional realizado a particulares, según traslado del 

hallazgo fiscal No. 008 de 2009 contra los investigados penalmente en esta 
investigación penal, documento suscrito por Magda Rocío Losada Pena, 

profesional Especializado II, Lina Marcela Ramírez Chantry, abogada contratista y 
María Genny Gutiérrez Dussán, Directora Técnica de Fiscalización. Y trae dicho 
documento 14  anexos, y tiene 9 folios,   entre ellos la Resolución Nro. 1337 

del 21 de septiembre de 2006. 

120. La bancada de la defensa se opuso a la introducción de la Resolución Nro. 
1337 del 21 de septiembre de 2006 o anexo que traía dicho expediente de la 
Contraloría Municipal,  pues ya se había  incorporado, por lo que sería un nuevo 

documento,  donde la Fiscalía pretende demostrar que habían varias versiones de 
dicha resolución, sin que ese hecho jurídicamente relevante se hubiera 
mencionado en el escrito de acusación  sorprendiendo a la defensa y 

afectando el principio de congruencia.  

121. En consecuencia, el Despacho aceptó la objeción de la defensa, y solo 
introdujo como prueba documental de la fiscalía la Evidencia Nro. 42 y 43.  

122. Este testimonio de VICTOR ANDRADE BETANCOURT, se rindió en  varias 
sesiones, el día  9 de febrero de 2021,  el 18 de febrero de 2021,  22 de febrero 

de 2021, 1 de marzo de 2021 y 19 de abril de 2021.   

123. Con este testigo la Fiscalía publicitó las evidencias Nro. 44 que es el Acta 
Mesa de trabajo, evidencia Nro. 45, el rotulado Nro. 46, 46-1; 47, 48, 49, 
50, el auto de apertura de responsabilidad fiscal el cual se origina con el hallazgo 

fiscal Nro. 010 de 2009, por el detrimento al erario municipal por la devolución 
irregular de los recursos del Ejército Nacional realizado a  particulares por la suma 
de $445.132.196.; y dentro de esos hallazgos se encuentra la Resolución Nro. 

1337 de 2006,  y dentro del proceso de auditoría no se encontró los soportes de 
esa resolución, como poder, el oficio Nro. 11738/CDO-EJE-742 del 4 de 
septiembre de 2006, por medio de la cual la Nación solicitaba la devolución de los 
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dineros y demás oficios citados en dicha resolución. También se publicitó el  

documento rotulado Nro. 51. 

124. Además de los informes o documentos que hizo  referencia el testigo y  que 
recolectó en la Contraloría Municipal con ocasión del proceso de responsabilidad y 

como estaba asignado como investigador de apoyo de la Fiscalía 17 Seccional, 
rindió el informe de investigador de campo del 24 de noviembre de 2011, 
cuyo objetivo fue identificar e individualizar a Wilson Muñoz Álvarez y Miriam 

Janneth Rubio Rojas; allegar copia del Manual de Funciones, solicitar información 
a la Fiscalía Segunda Seccional de Facatativá; información a los Banco de 
Occidente, Bogotá, Colombia y pedir información a la Contraloría Municipal de 

Neiva y Tesorería Municipal de Neiva.   

125. La señora Fiscalía coloca de presente al testigo la evidencia Nro. 53 que  
contiene la documentación para identificar e individualizar a Miriam Janneth Rubio 
Rojas.  Seguidamente la señora Fiscal, publicita la evidencia Nro. 54 que se 

trata del comprobante de egreso, el estado de cuenta del banco de occidente y 
consulta de estado de pago a terceros. 

126. De otro lado, la Fiscalía solicitó incorporar el documento rotulado como Nro. 
53, que corresponde a dos (2) tarjetas alfabéticas o consultas  de la página web 

de la Registraduría Nacional del Estado Civil.  

127. La evidencia Nro. 54, es el oficio o respuesta del Banco de Occidente, del 12 
de octubre de 2011, donde manifiesta que la cuenta de ahorros Nro. 38085370-5 
durante el año 2007, tenía firma autorizada para su manejo YESID ORLANDO 

PERDOMO LLANO, también que le fue entregada la clave para el manejo de la 
banca virtual.  

128. El documento rotulado como Nro. 58 que se trata del Fallo de 
Responsabilidad Fiscal, Nro. 004-2010, que consta de 29 folios. 

129. La evidencia Nro. 59 que es el informe de investigador de campo del 28 de 
febrero de 2012, que tiene relación  con los actos de investigación como solicitar 
información a la Tesorería, Secretaria de Hacienda, Ministerio de Defensa. Y se 
anexa documentación rotulada como Nro. 61, 62, 63, 64 y 65 que son  los 

soportes del oficio que se dio lectura proveniente del Ejército Nacional. También 
la evidencia Nro. 66 que hace referencia al tema del impuesto predial unificado, 
donde es propietario del Ministerio de Defensa. También se incorporó con el 

testigo los documentos enumerados  67, 68, 69, 70, 71, 72 y 73, 74, 75, 76, 
77, 78   y  los documentos rotulados con los Nros. 84, 85, 86,  también los 

marcados con los números 80, 81, 82, 83, 84, 85 y 86, 87, 89, 90 y 91,  

130. SIRETH CASTRILLON BENITEZ. Labora en el Cuerpo Técnico de 
Investigación de la Fiscalía, es Técnico Investigador Grado II, además es 
Ingeniera de Sistemas, con énfasis en telecomunicaciones. Su  labor consistió en 

rendir un informe de investigador de campo del 4 de abril de 2014, sobre 
una búsqueda selectiva en la base de datos,  con el objeto que el  Banco de 
Occidente,  enviara información sobre el tipo de portafolio de servicios que le 

suministraba a la Alcaldía de Neiva, para el año 2007, especialmente el manejo de 
las transacciones virtuales, personal autorizado, cantidad de dinero diario 
autorizado etc; además de la existencia de otras clases de transacciones virtuales 

relacionadas con las cuentas giradas a Wilson Muñoz Ávila y Myriam Janneth 
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Rubio Rojas; además se allegó el contrato de la cuenta corriente y el formato de 

afiliación al canal electrónico “OCCIRED”, allí aparece una información básica, 
razón social era Tesorería Municipal –Dirección Alcaldía de Neiva, administrador 

YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, cargo Tesorero, la cuenta Nro. 38000568-6 y el 
valor máximo a transferir de manera virtual por día  era de $2.000.000.000 de 
pesos. Narra de manera detallada las transacciones realizadas a las dos personas 

particulares, el monto, cuentas y fechas de las transacciones. Con este testigo la 
Fiscalía introdujo como PRUEBA DOCUMENTAL DE LA FISCALIA las etiquetadas 
con los números 95, 96, 97 y 98.  

131. MARIA DEL ROSARIO CUENCA PERDOMO. Es Técnico Investigadora IV, 
laboró 14 años en la Fiscalía, desde el 5 de mayo de 2005 al 13 de enero de 
2020. Dentro de las labores de investigación en este proceso recuerda que 
realizaron una búsqueda selectiva de base de dato de las entidades financieras de 

la ciudad de Bogotá, información a la Alcaldía de Neiva y al Ejército Nacional, 
como también todo lo relacionado con el sistema financiero de los particulares  
Wilson Muñoz Ávila,  y la señora Miriam Janneth Rubio  Rojas, actividades 

que quedaron plasmados en el informe de investigador de campo del 19 de 
febrero de 2013, donde se hizo solicitudes mediante oficio  a dichas entidades 
Bancarias y también realizaron inspecciones judiciales. Donde además se 

obtuvieron los extractos bancarios.   La Fiscalía solicitó se incorporaran con este 
testigo las evidencias marcadas con los números 99, 100, 101, 102, 103, 104, 

105,106, 107, 108, 109 y 110. 

132. De igual manera dice la testigo que se realizó inspección judicial  el 19 de 
febrero de 2013, a las instalaciones del Banco Colombia, a la cuenta de 
ahorros Nro. 200-858330-15, siendo titular Miriam Janneth Rubio Rojas, CC Nro. 

51.584.836. También  se allego con  la investigadora la copia de la contraseña de 
la Registraduría Nacional del Estado Civil de la señora Miriam Rubio Rojas, 
nació en Ibagué Tolima el 11 de noviembre de 1960. Documentos recaudados 

que fueron objeto de control posterior. La Fiscalía solicita se ingrese como prueba 
documental los elementos rotulados como Nro. 114, 115, 116, 117 y 118, 119 
y 120.   

133. De igual manera la testigo presentó el informe Nro. 41-48116 del 20 de 
junio de 2014, en respuesta a la orden de trabajo Nro. 370 del 28 de marzo de 
2014, donde se ordena ubicar información del Ejército Nacional Oficina Jefe de 
Ingenieros, para que indique quien fue la persona que ordenó o consignó el pago 

del impuesto predial por la suma de   $666.347.469 y la obtención de la 
documentación tanto de la Tesorería y Alcaldía con relación a esos pagos. Con 
esta testigo los elementos Nro. 121, 122, 123, 125, 126,127, 129,  130 y  

137. 

134. LIDA FERNANDA LOSADA TRUJILLO, rendió testimonio el 16 de 
septiembre de 2021, es investigadora criminalística I, de profesión administradora 
de empresas, laboró en la Fiscalía desde el 2 de mayo de 2005 hasta el 31 de 

agosto de 2011. Sobre las labores investigativas realizadas, dijo que había 
presentado un informe de investigador de campo de fecha 22 de junio de 
2011, donde se le ordenaba hacer unas entrevistas a un personal del Ejército, 

una inspección judicial a la Alcaldía, y unos oficios al Banco de Occidente. Y del 
resultado de esa labor se obtuvo que Danilo Gerardo Prada Mosquera, según 
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datos obtenidos de las bases públicas y privadas, no pudo identificar ni 

individualizar y en cuanto a Janer Parra Muñoz  sí se  logró ubicar e identificar.  

135. También dentro de sus labores investigativas, realizó entrevistas al Coronel 
Jairo Bocanegra de la Torre; quien ejercía el cargo de Jefe de Ingeniero del 

Ejército, para el año 2009; al Coronel Jorge Rafael Pinilla Prado; al Coronel 
Roberto Angulo Pardo. Una Inspección judicial a la oficina de la Tesorería de 
Neiva, con el fin de obtener documentos donde fueron atendidos por Liliana 

Granados Pastrana, quien puso de presente el  estado de la cuenta de ahorros 
380-85370-5, con fecha de corte 30/03/2007, donde se encuentra las 
transferencias por la suma de $243.964.452 del 23 de marzo de 2007 y la del 28 

de marzo de 2007, por la suma de $243.000.0000. Se obtuvo información del 
Consejo Superior de la Judicatura que Jainer Parra Muñoz, con tarjeta profesional 
Nro. 87.222 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, donde 

respondieron que esa tarjeta profesional fue expedida el 21 de agosto de 1997 y 
pertenece a la señora Stella Paternina Parrado, identificada con la cédula de 
ciudadanía Nro. 35.488.968. 

136. De la oficina de la Contraloría Municipal de Neiva, se obtuvo copia de toda la 
documentación que consta de tres (3) legajos, foliados del 1 a 444 folios, del 
proceso de responsabilidad fiscal que adelantó dicha entidad en contra de los aquí 
procesados.   

137. En la entrevista realizada el 14 de junio de 2011 a la señora Ana Cristina 
Andrade Mosquera, informó que fue la persona que realizó el comprobante de 
egreso Nro. 000035661 del 22 de marzo de 2007, por orden de su jefe inmediato, 
según  Resolución expedida por la Secretaría de Hacienda.  

138. Con esta testigo la Fiscalía introdujo la prueba rotulada como Nro. 142 
que corresponde la información dada por el Banco de Occidente de la cuenta 
Fondos Comunes de la Tesorería de Neiva, el cual tenía un programa electrónico 
para pagas llamados  OCCIRED; el certificado de los movimientos de la cuenta, 

donde se verifica tres (3) intentos de pago el día 23 de marzo de 2007,  
inicialmente al banco de Bogotá,  cuenta corriente; después al banco cuenta 

ahorros Megabanco a nombre de Wilson Muñoz Ávila; por la suma de 
$243.000.000 de pesos, materializándose el 28 de marzo de 2007. Y en cuanto al 
pago del 23 de marzo de 2007, por la suma de $202.132.196 a Miriam Janneth 

Rubio Rojas, a la cuenta corriente del Banco Colombia, se realizó en solo intento. 
La evidencia Nro. 143 es la respuesta de la Oficina de Registro de 
Instrumentos Públicos de Neiva, no se encontró en la base de datos los predios 

catastrales.  La evidencia Nro. 144 es el oficio expedido por el Consejo Superior 
de la Judicatura donde consta que Janer Parra Muñoz no es abogado; la 
evidencia Nro. 145 que es la consulta de Registro de Abogados. El elemento 

rotulado Nro. 146, contiene el acta de inspección del 25 de marzo de 2009, a la 
Tesorería Municipal, al área de la misma Tesorería, contabilidad y presupuesto, 
sobre el tema de elaboración de comprobantes, notas créditos, cuentas por 

pagar; entre otros. También la Fiscalía solicitó se ingresara con esta testigos las 
evidencias Nro. 146, 147, 148, 149 y 150.  

139. La evidencia Nro. 151, donde se describe o se obtuvo el procedimiento 
que se tiene en la Secretaría de Hacienda Municipal para la devolución de los 
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dineros por diferentes conceptos. La evidencia Nro. 152 que es un soporte del 

informe de investigador de campo rendido el 22 de junio de 2011, donde se 
solicitó a la Contraloría Municipal fotocopia del proceso de responsabilidad Fiscal 

Nro. 004-2010. Rad. 147-10, adelantado en la Direccion de Responsabilidad Fiscal 
y Jurisdicción Coactiva, por las presuntas irregularidades tras la devolución de los 
recursos cancelados por el Ejército Nacional por concepto de impuesto predial. 

También se allegó con este investigador la solicitud del 15 de febrero de 
2007 firmado por Jainer Parra Muñoz, sobre la solicitud de transferencia  
a dos cuentas corrientes una al Banco de Bogotá y otra al BanColombia, 

documentos que obraban en el proceso de la Contraloría. Certificación expedida 
por el Doctor YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, del 12 de septiembre de 2006, 
donde certifica el pago efectuado por el Ejército Nacional;  y la Resolución Nro. 

1337 del 21 de septiembre de 2006 por medio de la cual se resuelve una solicitud 
de devolución por el Secretario de Hacienda Municipal de Neiva. Se introdujo 
como prueba de la Fiscalía las evidencias rotuladas Nros. 152, 153, 154, 155, 

156, 157 y 158  

140. Y finalmente, con la evidencia Nro. 159 que se trata de la solicitud que 
hizo la investigadora, a la Alcaldía, Secretaría de Hacienda, si existía el original de 
la Resolución Nro 1337 del 21 de septiembre de 2006, y constancia donde se 

encuentre radicado el oficio 11738-/CDO-EJE-742 del 4 de septiembre de 2006, 
donde se hizo la solicitud de devolución, donde informa el ente territorial, que 

revisado el libro radicador del 4 al 29 de septiembre de 2006, no se encontró 
radicado ese oficio.  Y en cuanto a la Resolución solicitó plazo para responder 
dicho punto.  

141. CATALINA SAN MIGUEL. Declaró en audiencia del 28 de septiembre de 
2021, dijo ser profesional especializada II, en la Direccion de Responsabilidad 
Fiscal de la Contraloría Municipal de Neiva. Es abogada especializada, en derecho 
Administrativo y Laboral; actualmente, es empleada del Consorcio Constructor Vía 

Neiva-Girardot, es la Coordinadora Jurídica. Dijo que en el año 2012 laboró en la 
Contraloría Municipal de Neiva, en el año 2017 en el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar y en el año 2019 en el Consorcio Constructor. Dice que 

sustancio y emitió un fallo en un proceso de responsabilidad fiscal, respecto del 
detrimento patrimonial del Municipio de Neiva, por el caso de la  devolución de un 
dinero de impuesto predial   del Ejercito Nacional, en contra de LUIS ANÍBAL 

LÓPEZ ROJAS, como Secretario de Hacienda; JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA, 
profesional universitario; y YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, Director 
Administrativo 

142. . Dice que esa investigación se revisó pruebas que se habían practicado, se 
decretaron otras y  se emitió la decisión respectiva.  Se le puso de presente al 
testigo el elemento roturado Nro. 160, 161,  que contiene el fallo de 
responsabilidad fiscal, encontrando probado la existencia del daño patrimonial del 

municipio, cuantificado en $445.132.196, materializado en la Resolución 1337 del 
21 de septiembre de 2006, transferencia electrónicas realizadas el 23 y 28 de 
marzo de 2007. 

143. ANDRES CAMACHO CARDOZO. Declaró el 17 de febrero de 2022, Indicó 
que fue Secretario de Hacienda del Municipio de Neiva, entre los años 2008 a 
2011, es Contador Público y Abogado, actualmente es abogado litigante y presta 
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asesorías jurídicas al Municipio de Neiva Huila.  

144. Describe la cantidad de funciones que tenía en dicho cargo con todo el 
manejo presupuestal, cobro coactivo, impuestos, contribuciones y tasas,  estatuto 
tributario, presentar informes a la Contraloría General de la Nación; mantener y 

garantizar las finanzas del Municipio, para cumplir con el plan nacional de 
desarrollo  las inversiones anuales del municipio, entre otros.  

145. Dice que él llegó a la Secretaria de Hacienda el 2 de enero de 2008; y sobre 
la investigación penal, dice que en el primer trimestre recibió la visita de una 

Fiscal que venía del Tolima, a investigar la pérdida de unos dineros del Ministerio 
de Defensa, pero él desconocía totalmente esa situación, sobre una devolución 
que no llegó al Ministerio sino a manos de unos particulares. A raíz de esa 

situación hizo acompañamiento a los funcionarios de la Fiscalía  y  se hicieron 
visitas o inspecciones a la oficina de cobro coactivo, contabilidad, tesorería, y 
recuerda que encontraron empastados los papeles en contabilidad donde debe 

reposar todos los soportes, certificados de pago, acuerdos, resoluciones,  
soportes o facturas, pero que en ese libro contable los documentos no estaban, 
que como tenía número serial consecutivo ese número no se encontraba, fue 

saltado o sustraído dentro del paquete de contabilidad.  

146. Manifestó que ese pago con su respectivo soporte no apareció en el archivo 
de contabilidad, y el Fiscal le preguntó al Contador, quien le explicó que eso se 
mandaba a empastar y que era difícil tener como seguimiento a cada 

uno de esos documentos, que desconocía que había pasado, porque no 
estaba el comprobante de pago con su respectivo soporte; de esa visita se 
levantó un acta por la autoridad judicial.  

147. Recuerda de esa visita de la Fiscalía, encontró en la oficina de cobro coactivo 
un acto administrativo, donde aparecía el Ministerio de defensa, pero del pago no 
se encontró soporte.  

148. Finalmente dice el testigo que no había un procedimiento reglado que 
indicara los pasos a seguir sobre  la devolución y exención de impuestos, que 

había un derecho establecido en el Estatuto Tributario que tenía la Alcaldía.  

149. ALEIDA OSORIO DE OVALLE. Declaró el 1 de marzo de 2022.Indicó que 
es contadora publica, tiene una especialización en derecho Tributario, laboró en la 
Alcaldía de Neiva, como profesional universitario con asignación de funciones en 

la Tesorería Municipal, desde  el 24 de febrero de 2009 hasta el 5 de enero de 
2011, sus funciones era la de realizar giros y recaudos del Municipio.  

150. Dice que recibieron una vista de un funcionario de la Fiscalía, sobre el caso 
de la devolución del impuesto predial al Ministerio de Defensa, pero no 
encontraron el tomo o archivo donde se había realizado ese pago, ni en la 
Secretaría de Hacienda ni en Ejecuciones Fiscales. Para refrescar memoria la 

Fiscalía puso de presente a la testigo el Acta de Inspección a documentos  de  
fecha 25 de marzo de 2009;  y sobre la resolución Nro. 1337 del 21 de 
septiembre de 2006, que se buscó en los tomos 2 al 5 y que no se encontró los 

soportes  en la Tesorería; después en la Oficina de Secretaría de Hacienda la 
señora Neiffe Lucero Salamanca con el fin de que suministrara la carpeta de 
resoluciones y no fue encontrado ni el consecutivo de esa resolución y buscaron 

en la Oficina de Ejecuciones Fiscales y allí tampoco se encontró los soportes.  
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151. Manifiesta que ellos siguieron buscando y como esa documentación la pedía 
la Contraloría, Fiscalía y Ministerio de Defensa,  y al parecer se encontró en 
Ejecuciones Fiscales  una copia de la Resolución,  y del sistema bajaron los 

comprobantes de pago y en OCCIRED también, y trataron de documentar otra 
vez la cuenta que no encontraron. Dice que la Resolución de Ejecuciones Fiscales 
tiene una cifra diferente, y que en la devolución se menciona $443.302.067 y que 

el giro o comprobante de egreso Nro. 35661  se hizo por $445.132.196, que hay 
una diferencia pero no sabe a qué se debe.  

152. También hace un relato frente al trámite de pagos de devoluciones de 
impuestos pagados por error o exceso, que el estudio lo hacia la Oficina de 

Ejecuciones Fiscales, hacen la resolución, se elabora, la cuenta, el comprobante 
de egreso y se pasaba a Tesorería con todos los documentos, quien hace el giro, 
es decir se allegan las certificaciones bancarias donde se debe girar todo.  Y sobre 

que pudo ocurrir respecto del pago que hizo el Tesorero a dos cuentas de 
particulares, dice que como no hay documentos, no está la cuenta o certificación 
bancaria, pero como era cuenta de una entidad, pues debería girar a esa entidad; 

pues esos soportes deberían estar en los tomos 2 al 5 el cual se perdió, pues 
nunca se consiguió. Tampoco pude informar cuales fueron los funcionarios que 
intervinieron en la devolución de ese impuesto predial pues no laboraba con el 

ente territorial para esa época, pero si puede dar fe o le consta que el único 
responsable de hacer los pagos era el Tesorero  quien tenía las claves y el token 

o aparato de seguridad.  

153. NEIFFE LUCERO SALAMANCA FALLA. Declaró el 4 de abril de 2022, es 
psicóloga profesional, lleva 30 años y tres meses, laborando en la Alcaldía de 
Neiva, y fue Secretaria Ejecutiva de la Secretaría de Hacienda Municipal de Neiva. 

Que sus funciones, era radicaba  y recibía correspondencia, la entregaba de 
acuerdo a la Delegación de funciones, redactaba documentos, cartas, oficios, 
actas de reuniones, etc. Y también manejaba todo el archivo del Despacho de 

Hacienda, entre otros, en esa dependencia laboró desde el año 2001 hasta enero 
de 2013.  Y que para los años 2006 y 2007 su jefe era LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS.  

154. Dice que en cuanto al tema de la situación irregular con la devolución del 
impuesto predial al Ejercito Nacional para el año 2006, se vino a enterar cuando 

fue citada por la Contraloría Municipal para rendir una declaración frente a esa 
situación, con claridad no recuerda pero que se hizo una devolución a un tercero 
y no al Ejército Nacional. Afirma que todas las solicitudes de devolución se 

resolvían mediante una acto administrativo o resolución que proyectaba la Oficina 
de Ejecuciones Fiscales.  

155.  Refiere  que el oficio 11738/CDO-EJE-742 del 4 de septiembre de 2006, 
donde se hacía la solicitud de la devolución del  impuesto por parte del Ejército, 

no fue registrado  en el libro radicador que ella llevaba en la Secretaría, y que de 
ahí posteriormente se Delegaba, por lo que piensa que esa solicitud entró 
directamente a la Oficina de Ejecuciones Fiscales, pues allí es donde se inicia ese 

proceso y se proyecta la Resolución, después  ingresaba al Despacho del 
Secretario de Hacienda para la firma, allí ella la  enumeraba, se le  colocaba 
fecha,  y se devolvía a Ejecuciones Fiscales; eran varia copias de la Resolución 

que se firmaba, para que continuara surtiéndose el proceso interno, que era 
acompañar el certificado de disponibilidad presupuestal que expedía la Oficina de 
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Presupuesto, en la Oficina de Contabilidad para hacer la cuenta y finalmente  

pasaba para Tesorería para el pago; es decir, la Secretaría se quedaba solo con 
una copia de la Resolución, las otras como el original  y sus  soportes o el 

paquete completo iban para la Oficina de Ejecuciones Fiscales y Tesorería.  

156. De otro lado, la Fiscalía pone de presente a la testigo, la evidencia Nro. 31 
que es la  resolución Nro. 1337 del 21 de septiembre de 2006, para que de 
acuerdo a la impresión, firma, enumeración, fecha pueda informar sí fue la misma 

que se tramitó en la Secretaría de Hacienda, y al respecto dice la funcionaria que 
en efecto, tiene fecha, numero, logos de la Alcaldía, pero que eso logos los 
utilizaba todo el mundo, y si bien esa numeración y numeración o fechador eran 

los que se usaban en ese momento en la Alcaldía, decir que esa es la resolución 
no lo puede afirmar, pues todos tenían el mismo fechador y numerador, los 
entregaban en la dotación, y decir que ella fue la que la enumeró, no  lo puede 

corroborar.  Y en cuanto al sello de original firmado de la firma del Secretario, ese 
sello quedaba en su escritorio si llave, también el numerador y fechador.  Aclara 
que solo la Resolución original llevaba la firma del Secretario de Hacienda y a las 

copias se le colocaba el sello y que en el archivo de la Secretaria quedaba una 
copia sin los soportes.  

157. RODRIGO ARCINIEGAS RUBIANO. Declaró el 2 de junio de 2022. 
Manifestó ser contador público, se desempeña como profesional especializado de 

la Alcaldía de Neiva Huila, desde hace más de 10 años. Para los años 2006 y 2007 
estaba adscrito al área contable como profesional, que pertenecía a la Secretaría 
de Hacienda Municipal, y sus funciones era hacer registros contables, causación 

de cuentas por pagar y todo lo relacionado con registros contables.  Y el 
Secretario de Hacienda para le época era el Doctor LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS.  Y 

que también hacían parte de esa dependencia, el área de presupuesto, 
contabilidad, Ejecución Fiscal, Tesorería. Y que en el área contable trabaja él y el 
señor Simón Medina Polania 

158. Sobre la irregularidad e la devolución del impuesto predial, y recuerda ese 
caso, porque en primer lugar ha dado varias declaraciones sobre el tema, ante la 
Fiscalía y los entes de control, porque todo ocurrió a raíz que se proyectó un acto 
administrativo a nombre del Ministerio de Defensa Ejército Nacional,  que él hizo 

el registro contable y después llegó a la Tesorería pero al parecer se presentó un 
inconveniente con las personas que solicitaron esa devolución y quien puede 
explicar con mayor claridad ese asunto es el Pagador.  

159. Explica, que la causación contable  es donde se obliga al pago a la persona 
que está relacionada o la persona natural o jurídica, que esté plasmado en el acto 
administrativo, en este caso concreto, era una persona jurídica.  

160. La señora Fiscal le coloca de presente al testigo el elemento probatorio 
Nro. 31, que es la Resolución Nro. 1337 del 21 de septiembre de 2006, la cual 

no tiene la firma del Secretaria de Hacienda sino un facsímil, pero que él recuerda 
que la resolución que tuvo en sus manos tenía  las firmas originales  por el 
Secretario de Hacienda y el Juez de Ejecuciones Fiscales, y en el resuelve era 

claro que la devolución se hacía al Ministerio de Defensa y al Ejército Nacional y 
aparecía el NIT; y el que se le puso de presente dice que la devolución es al 
Ejército Nacional por la suma de $443 millones, es decir, desconoce dicha 
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resolución.  

161. ANA LIBIA AROCA. Rindió declaración el 1 de agosto de 2022.Es 
Administradora de Empresas, trabaja en la Direccion de Rentas de la Secretaría 
de Hacienda Municipal de Neiva, lleva 36 años laborando en la Alcaldía de Neiva. 

Para el año 2006 en el segundo semestre se encontraba vinculada en la área de 
impuestos de la Secretaría de Hacienda Municipal, como profesional universitario. 
Dice que ha laborado en varias dependencias, en Tesorería, Fiscalización y en 

Rentas. Dice que unas de sus funciones era registrar en el sistema una 
exoneración de impuesto predial, previo acto administrativo firmado  y notificado. 
Sus jefes eran LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS y JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA.  

162. Sobre la irregularidad sobre un giro de una devolución de unos recursos al 
Ministerio de Defensa y que finalmente esos recursos no se giraron al Ministerio 
sino a unos terceros.  

163. Dice que no tuvo ninguna actuación en el proceso de la devolución de los 
impuestos,  que en esa época había pendiente una factura del año 2005, había 

unas dos facturas del Ministerio que estaban pendientes de pago, entonces como 
se contempla la exoneración del impuesto predial de esos dos bienes inmuebles 
ella procedió a eliminar en sistema esas facturas, y que solo había una factura 

para el año 2005 y procedió a registrar en el sistema esa exoneración, se registra 
unas notas de cartera exonerando cada predio de la factura del año 2005, ese fue 
el único trámite que ella hizo, con base en el documento final firmado y 

notificado.  

164. De manera general, hace una narración sobre el procedimiento para que se 
surta el trámite de las peticiones de exoneración de impuesto predial. Y 
seguidamente la señora Fiscal pone de presente la evidencia documental Nro. 31 

que es copia de la  Resolución 1337 del 21 de septiembre de 2006,  donde dice 
que reconoce ese documento que fue la copia que recibió para registrar en el 
sistema, porque en la parte superior le coloco el recibido  de 27-09-06 y además 

porque tiene la anotación de notas créditos, y ella elaboro las dos notas créditos 
Nros. 54948 y 54949, es decir, fue el documento que tuvo en sus manos, y 

cuando le pasaron esa resolución ese predio tenia una factura pendiente de pago 
del año 2005 de dos predios, no recuerda el valor y elaboro las notas de cartera. 
Es decir, ella no verificó que habían pagado las vigencias 3, 4 y 5, pues solo 

aparecía en el sistema la factura del año 2005 de los dos predios  por eso el 
registro de esa manera de lo que aparecía en el sistema, para que pudieran 
genera la factura del año 2006.   

165. Explica que las facturas que  pago el Ejército y que se generó la Resolución 
1337 de 2006, esa información llega catastralmente y el Ingeniero de Sistemas 
anualmente carga esos avalúos y los datos del predio para que se genere nueva 
facturación, es un proceso masivo, general.  

166. Dice que ella guardaba es copia de la resolución, porque la original llevaba la 
firma del Secretario de Hacienda, con el fin de demostrar que años cubría la 
exoneración, para prueba respecto de alguna reclamación por parte de los 
usuarios.  

167. CARLOS ALBERTO PUENTES PULIDO. Fue Auxiliar de Servicios Generales 
de la Dirección de Tesorería de Neiva Huila. Es Administrador de Empresas y 
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Abogado, labora en la Alcaldía de Neiva, desde el año 1988; y para el segundo 

semestre del año 2006 y primer trimestre de 2007, labora en la Tesorería de 
Neiva Huila, como Auxiliar de Servicios Generales,  y su función era recibir las 

cuentas que llegaban de la Secretaría de Hacienda, verificar que reunirán los 
requisitos mínimos, para proceder al pago, que no tuviera embargos, que llevara 
toda la documentación necesaria. Actualmente labora en la Oficina de Ejecuciones 

Fiscales.  

168. Dice que sus compañeros de trabajo, eran el Pagador directo Ciro Antonio 
Cordón Fierro y la señorita Cristina Andrade, ella reemplazaba a Ciro cuando salía 
de vacaciones o pedía permiso, realizaba las cuentas por pagar y las subía al 

sistema para que el señor Tesorero las cancelara; además Martha Vargas que era 
de Archivo y YESID ORLANDO PERDOMO LLANO que era el Tesorero.  

169. Sobre la pregunta sí tuvo conocimiento de alguna irregularidad relacionado 
con el reintegro de un impuesto predial al Ejército Nacional, responde que sí 

recuerda, porque ahí llego una cuenta, y se generó una noticia en los medios de 
comunicación, porque se había cancelado a unas personas que no eran 
acreedoras de dicha cuenta.  

170. Sobre su participación en ese evento, dice que recibió de Rodrigo Arciniegas 
Rubiano, el acto administrativo con los soportes donde ordenaban la devolución 
de dichos dineros, que era firmada por el Secretario de Hacienda y el Juez de 
Ejecuciones Fiscales, además debería traer el certificado bancario, la parte 

contable de la cuenta y toda la documentación para efectuar el proceso de pago.  

171. Que al revisar la documentación notó que el certificado bancario estaba 
como raro, como escaneado, no era como el logo de la entidad bancaria, y habló 
con Ciro, entonces él llamo a la Gerente de Davivienda, y le dijo que esa cuenta 

no pertenecía al Ministerio de Defensa sino de una persona natural, es decir, la 
gerente le dijo a Ciro que esa cuenta era mala, que no procedieran a realizar los 
pagos. Y que él mismo le informó al doctor PERDOMO LLANO, sobre la novedad de 

esa cuenta, y le dijo que le pasara la cuenta, que se la llevó para su oficina; 
después se enteró que habían pagado esa cuenta cuando Ciro estaba en 

vacaciones.  

172. Dice que cuando sale la resolución con firma y notificación, se la trasladan a 
Rodrigo Arciniegas Rubiano, para hacer el registro contable, por lo que han 
entrado unos dineros y hay que hacerle  una devolución, una contrapartida, un 

traslado en la parte contable; y después él la recibe, revisó el acto administrativo 
que tuviera la certificación bancaria, y observa que es como escaneada observa 
algo raro en el formato de la certificación bancaria, se la lleva a YESID ORLANDO 

PERDOMO LLANO, y toma los documentos, se los lleva para su oficina y no vuelva 
a saber más nada, hasta cuando se entera que esa cuenta la habían pagado.  

173. Manifiesta que el responsable de hacer ese giro o pago estaba en cabeza del 
Tesorero YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, que el señor Ciro montaba el aplicativo 

o hacia la afectación, pero la transferencia directa la hacia el Tesorero, con unos 
Token, es decir, era el único que manejaba las cuentas electrónicas.  

174. La señora Fiscal pone de presente al testigo la evidencia Nro. 31 que es la 
Resolución Nro. 1337 del 21 de septiembre de 2006,  donde según el testigo 

reconoce que en ese acto administrativo se ordenaba la devolución de unos 
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dineros al Ejercito Nacional y al Ministerio de Hacienda, por la devolución de unos 

dineros por exención de impuestos prediales, donde funcionaba la Novena 
Brigada del Ejército, y extraña que la resolución puesta de presente no es la 

original, porque tiene una firma en facsímil. Y recuerda que la Resolución que le 
llegó a su oficina era la original,  pues tenía las firmas; además que en dicho acto 
administrativo no dice a que cuenta hay que girar.   

175. Seguidamente la señora Fiscal, también coloca de presente al testigo, la 
afectación contable que hizo su compañero de labores Doctor Rodrigo Arciniegas,  
por el concepto de impuesto predial según Resolución 1337 del 21 de septiembre 
de 2006, por valor de $445.132.196; no obstante, indica el testigo que la 

Resolución que le coloca de presente la señora Fiscal, es una copia no es original, 
porque la que ellos manejaron tenía firmas completas; inclusive tiene una 
diferencia de más de dos millones de pesos. 

176. La Fiscalía le publicita al testigo la evidencia Nro. 156 que es una resolución 
con el mismo número con un sello de autenticación del 19 de abril de 2010, pero 
el declarante insiste que la Resolución tenía que ser exactamente igual a la 
causación además tenía la firma del Secretario de Hacienda, es decir, era la 

original, que esas resoluciones no fueron las que recibió para el registro de la 
cuenta, son totalmente distintas.  

177. También se le colocó de presente la evidencia Nro. 153  sobre la 
autorización del pago a unas cuentas bancarias, el cual esta autenticado con 

fecha 2010, si lo observó ese documento  dentro de los soportes de la cuenta que 
recibió  para verificar el pago, pero indica el testigo que ese documento tiene 
fecha 15 de febrero de 2007, y él recibió la cuenta para el trámite en el año 2006 

en el mes de septiembre.  

178. CIRO ANTONIO CORDON FIERRO. Rindió testimonio el 1 de agosto de 
2022. Dijo ser Auxiliar Administrativo de la Direccion de Tesorería de la Secretaría 
de Hacienda Municipal, labora en esa entidad desde hace 34 años. Es bachiller. 

Dentro de sus funciones explica que después del proceso de solicitudes de pagos 
por diferentes conceptos,  y  una vez se adelante ese procedimiento o proceso y 

se causan las cuentas por pagar, pasa a Tesorería la documentación,  para el 
proceso de pago, y  en un software que maneja la Alcaldía se hace un 
comprobante inicialmente, después se pasa a los portales de los bancos, hacen 

los archivos, se configuran los archivos planos para montar inicialmente el 
proceso de pago, como él es usuario de los portales de los bancos, hace el 
proceso hasta la validación suya, después queda la autorización del Jefe 

inmediato, que es el Tesorero, que es el segundo proceso, en los pagos de los 
portales de los bancos.  

179. Explica el proceso de devoluciones por pago de impuestos, que se allega al 
solicitud a la Secretaria de Hacienda, se confirma que haya entrado a la cuenta 

del banco del ente territorial, que lo certifica el Tesorero, que esos trámites 
iniciales no es de competencia de la Tesorería, sino de la Secretaría de Hacienda 
y de la Oficina de Ejecuciones Fiscales, porque a la Tesorería llega es el acto 

administrativo ordenando la devolución, para hacer el pago, debe  traer la 
disponibilidad presupuestal, registrada la cuenta por pagar,  y que él hace el 
primer proceso que es un convertidor que tienen los portales de los banco un 



Sentencia – Juicio Oral 
Radicación:11-001-6000-050-2009-31269 

                                                                             Procesados: LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS 
JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA 
YESID ORLANDO PERDOMO LLANO 

Delito: Peculado por Apropiación y otro. 

 

 

 
Página 38 de 64 

 
 

 

 

Excel, se convierte en un archivo plano, que es lo que él sube a los portales, y ahí 

queda validada la autorización, ese soporte se lo imprime y se lo pasa al 
Tesorero, y el Tesorero también entra al portal y encuentra un registro que dice 

“por autorizar” entonces autoriza con la clave con los token que tienen todos  los 
bancos, que es un serial que vota cada cinco segundos unos números los envía al 
momento de darle click a las autorizaciones.  

180. En cuanto al tema de la irregularidad que se presentara en el pago  o 
devolución de un impuesto predial al Ministerio de Defensa o al Ejército Nacional, 
lo recuerda porque estuvo involucrado en ese proceso, no recuerda bien la fecha 
en el año 2006 0 2007, y explica que su compañero de labores Carlos Alberto 

Puentes le revisaba las cuentas, que él hacia el proceso de ir adelantando el 
comprobante de egreso, y que revisaron la Resolución y traía un poder o 
documento donde autorizaban a un tercero el giro,  y encuentran una 

certificación del banco Davivienda  donde se certifica a una empresa totalmente 
diferente, que él le informó de esa inquietud al Tesorero, y le dijo que llamara a 
la gerente Susana Labbao para que verificara ese certificado, que la Gerente no le 

devolvió la llamada al Tesorero sino a él, y le dijo o le corroboró que no fueran 
hacer el pago porque era una cuenta pirata; que él le comento al Tesorero, le 
dejó la documentación  y que le respondió que él iba a hacer el proceso que 

tuviera que hacer, no sabe si  denunciar, pero que en todo caso el Tesorero se 
quedó con la documentación.  

181. La señora Fiscal pone de presente al testigo la evidencia Nro. 31 que es la 
resolución No. 1337 del 21 de septiembre de 2006, para que refrescara memoria 

y precisar los datos que trae dicho documento, entre ellos, quien hizo la solicitud 
de devolución, a nombre de quien, el monto que era por la suma de 

$443.302.067, que  la resolución  tiene una firma con facsímil; y recuerda que 
esa resolución traía un poder y el certificado de una cuenta bancaria, y que 
inclusive él alcanzó a elaborar el comprobante de egreso para el pago,  y para 

ello, la Fiscalía le exhibe la evidencia No. 71 que se trata el comprobante de 
egreso  29251 de fecha 3 de octubre de 2006, el cual lo reconoce por su 
contenido y que en el detalle de dicho documento se consignó “pago de 

devolución por mayor valor pagado de impuesto predial unificado de los predios, 
aparecen los códigos de los predios, según resolución Nro. 1337 de 2006”, se gira 
del banco popular, y el pago iba dirigido a la Nación Ministerio de Defensa, por la 

suma de $445.132.196. refiere que al observar que por ningún lado cabía el 
pago, los valores no coincidían, con una certificación bancaria que se le debía 
pagar a un tercero, por ello ese comprobante se anuló; es decir, con base en ese 

comprobante no se realizó ningún pago.  

182. Se exhibe al testigo la evidencia Nro. 167 que es la cuenta por pagar que  
un proceso que se hace en contabilidad, que tiene fecha 29 de septiembre de 
2006, a nombre de la Nación Ministerio de Defensa,  por la suma de 

$445.132.196. también le publicita la señora Fiscal al testigo la evidencia Nro. 156 
que es otra resolución con la misma numeración 1337 del 21 de septiembre de 
2006, y dice que no es la misma que la anterior que le fue exhibida, evidencia 

Nro. 31, porque esta tiene sellos de autenticación, lo único que coincide el monto 
con el valor del comprobante de egreso y la cuenta por pagar, pero la otra 

resolución tiene valor diferente. 
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183. Dice que pidió vacaciones, y cuando regresó y revisó los pagos en el banco 
de Occidente, encontró esos pagos, dos valores, a dos personas que no tenían 
relación de nada, y que le preguntó al Tesorero, y le respondía que eso era del 

Ministerio que le había tocado pagarle la devolución del impuesto predial.  Y la 
prueba documental Nro. 142 también se exhibió que es una impresión de la 
relación de pagos, o movimiento de los bancos, donde le llamó la atención al 

testigo  las grandes sumas pagadas  el 23 de marzo de 2007 y 28 de marzo del 
mismo año, pues eran valores muy grandes y fechas seguidas,  y le consultó al 
Tesorero, y le dijo que esos pagos habían sido los del Ministerio que tuvo que 

hacerle el pago. 

184. ANA CRISTINA ANDRADE MOSQUERA. Declaró el 5 de agosto de 2022, 
es profesional universitaria de la Tesorería-  Secretaría de Hacienda. Es 
Administradora Financiera, labora en la Alcaldía Municipal de Neiva, desde hace 

29 años. Sobre sus funciones era elaborar las conciliaciones bancarias de algunas 
cuentas, también elaborar comprobantes de egreso, cuando el señor Pagador no 
se encontraba de servicio, el señor Ciro Antonio Cordón Fierro. Dice que su jefe 

inmediato era el Tesorero el Doctor YESID ORLANDO PERDOMO LLANO. 

185. Sobre el inconveniente en la Secretaría de Hacienda en relación con el pago 
o devolución del impuesto predial al Ejército Nacional, que fue realizado en la 
Tesorería, recuerda la testigo que a ella le ordenaron realizar el comprobante de 

egreso, de acuerdo como decía la cuenta por pagar, que eso fue como en el año 
2007, que la orden se le dio el Tesorero el Doctor YESID ORLANDO PERDOMO 

LLANO.  Que el comprobante era para el Ejército Nacional, que era una devolución 

por un pago de impuesto predial, según lo indicado en la resolución que ordenaba 
el pago.  

186. Explica que el comprobante  lo hizo a  nombre del Ejército, y para refrescar 
memoria la Fiscalía le coloca de presente a la testigo la evidencia No. 148, que 
es reconocido por la declarante,  que es  el citado  comprobante de egreso,  por 
el concepto de “Pago devolución  por mayor valor pagado por concepto de 

impuesto predial, según Resolución  Nro. 1337 del 21 de septiembre de 2006, que 
ella lo elaboró pues tenía  el usuario,  se trata del comprobante Nro. 35661 del 22 
de marzo de 2007,  a la cuenta del Banco de Occidente Nro. 380853705, por la 

suma de $445.132.196 y la devolución era para el Ministerio de Defensa, con NIT 
800130632. 

187. La señora Fiscal pone de presente a la testigo la evidencia Nro. 156 que es 
la Resolución Nro. 1337 del 21 de septiembre de 2006, y dice la declarante que 

se ordena devolver $445.132.196 que ella verifica que ese valor coincida con el 
valor de la cuenta por pagar y con el valor de la resolución.  

188. Dice que el comprobante se realiza en el sistema, después de ello, seguía la 
trasferencia bancaria, pues solo ella se encargó de elaborar el referido 

comprobante, y lo que sucedió de ahí en adelante no sabe cómo lo hicieron, 
porque eso se elabora un archivo plano, se sube y se monta la transferencia. 

189. También se le exhibió a la testigo la cuenta de cobro rotulada como EV-167,  
el cual se trata de una cuenta por pagar que se generó el 29 de septiembre de 

2006, la Nro. 24129 donde se paga la Resolución  Nro 1337 de 2006, que se le 
paga al Ministerio de Defensa, con el NIT 8001300632, e indica que ese concepto 
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y valor coincide con el comprobante de egreso que ella elaboró, por la suma de 

$445.132.196, que esa cuenta se genera en contabilidad 

190. LILIANA GRANADOS PASTRANA. Rindió testimonio el 9 de agosto de 
2022, Dijo ser Profesional Universitaria y Revisora de Cuentas en el área de la 

Tesorería Municipal. Es contadora Pública, especializada en Contraloría y Revisoría 
Fiscal, ingresó a laborar en la Alcaldía desde el 19 de junio del año 2000, pero 
hubo interrupciones en el año 2004 y 2005, y en año 2016 también. Dice que 

para el año 2006 estuvo vinculada como profesional universitario de planta 
provisional,  y en año 2007 como revisora de cuentas, donde tenía la función de 
analizar recaudos y pagos, conciliar cuentas, de AV VILLAS.  

191. Sobre la irregularidad que se presentó con el pago del impuesto predial al 
Ejército Nacional en el año 2007, dijo que en el mes de marzo de 2007, la 
conciliación bancaria se hacía un mes después, porque los extractos llegan bajo 
ese lapso de tiempo, por ello en abril realiza la conciliación del mes de marzo, y 

encontró una partida conciliatoria del Ministerio de Defensa, y al buscar en el 
extracto y en el libro no había una partida por un valor total como lo decía el 
comprobante.  Y le preguntó al Tesorero que no veía la partida del extracto la 

devolución del Ministerio de Defensa, pues debe salir como está elaborado el 
comprobante y la respuesta fue que eso no era nada,  y ella le dijo que iba a ir al 
banco porque no encontraba claridad en los pagos y le indicó que hiciera lo que 

tuviera que hacer, que fue al Banco de Occidente, solicitó los pagos a terceros de 
OCCIRED y ahí se determinó que el pago había sido dividido, no como entidad 
pagadora Ministerio de Defensa, sino a dos personas naturales, la suma de los 

dos pagos.  

192. Dice que la Tesorería maneja un libro de bancos donde se registra todo lo 
que el sistema captura de la información de los diferentes pagos e ingresos que 

tengan en el mes.  Es decir, en el libro de banco el 22 de marzo de 2007 se 
registra un pago al Ministerio de Defensa, según el comprobante 3361 por la 
suma de $445.132.196, entonces se busca ese valor en el extracto bancario, y no 

encontró ninguna partida que se pareciera al valor que se generó en el 
comprobante; por esa razón acudió al banco de occidente, encontró que esa 
partida esa suma o monto del comprobante estaba dividida; y las respuestas del 

señor Tesorero fueron prácticamente evasivas. Que de los documentos que ubicó 
o el soporte era el pago de OCCIRED donde aparece el pago a dos personas 
naturales y también ubicó el comprobante de egreso que realizó Ana Cristina, en 

los boletines de la Tesorería, para confrontar la información, que estaba a nombre 
del Ministerio de Defensa y por el monto de $445.132.196. 

193. PRUEBA DE LA DEFENSA DE JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA: Se llamó a 
declarar a JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA, quien rindió declaración el 4 de 

octubre de 2022, quien es procesado y renunció a guardar silencio y declarar en 
su propio juicio oral y a no auto incriminarse, previo las advertencias de ley que le 
hizo el Director de la audiencia.  Dijo residir en Gigante Huila, es abogado 

especialista en derecho constitucional y administrativo.  Y que para el año 2006 
estaba vinculado en la Alcaldía de Neiva, como profesional universitario 
cumpliendo las funciones de Juez de Ejecuciones Fiscales de la Secretaría de 

Hacienda Municipal, por tal razón, proyectó la Resolución Nro. 1337 del 21 de 
septiembre de 2006, donde se ordenaba la devolución de un dinero al Ejército 
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Nacional,  que estaba exento de impuesto predial,  donde se verificó los 

presupuestos legales, esto es, que el Ejercito Nacional había pagado un impuesto 
que estaba exento,  y obtenida la certificación por el Tesorero, y con base en lo 

indicado en el Estatuto Tributario,  que presentaba una exención hasta por 10 
años, se elaboró y pasó para revisión y firma del Doctor LUIS ANÍBAL LÓPEZ 

ROJAS.  

194. Indica que esa resolución fue objeto de decisión judicial, pues la Fiscalía les 
adelantó un proceso por “Prevaricato por Acción”, el cual terminó con una 
preclusión de la investigación, según decisión del 17 de marzo de 2017 por la 
Fiscalía 18 Seccional de Neiva, la cual quedó ejecutoriada y en firme. Una vez  

publicitado el documento, la defensa especial de JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA,  
solicitó se tuviera como PRUEBA DOCUMUNENTAL  el cual  consta de 22 
folios.  

195.  CASO CONCRETO: Previo a entrar en materia, es oportuno citar la 
sentencia SP364-2018, Rad. 51.142 M.P. Patricia Salazar Cuéllar, donde hizo un 
amplio estudio del delito de Peculado por apropiación en favor de terceros y el 
momento consumativo, y dijo: 

“3.3 Peculado por apropiación en favor de terceros.  Dicho tipo penal se 
encuentra previsto en el artículo 397 de la Ley 599 de 2000, así:  

 
El servidor público que se apropie en provecho suyo o de un tercero de bienes del 
Estado o de empresas o instituciones en que éste tenga parte o de bienes o fondos 
parafiscales, o de bienes de particulares cuya administración, tenencia o custodia 
se le haya confiado por razón o con ocasión de sus funciones, incurrirá en pena de 
seis (6) a quince (15) años, multa equivalente al valor de lo apropiado sin que 
supere el equivalente a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el 
mismo término.  
 
Si lo apropiado supera un valor de doscientos (200) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, dicha pena se aumentará hasta la mitad. La pena de multa no 
superará los cincuenta mil salarios mínimos legales mensuales vigentes.  
 
Si lo apropiado no supera un valor de cincuenta (50) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes la pena será de cuatro (4) a diez (10) años e inhabilitación 
para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo término y multa 
equivalente al valor de lo apropiado”. 

 
(…)” 
 

Sobre el alcance de la disposición jurídica que se exige en tal conducta delictiva, la 
Corte ha señalado: 
 

En el entendido de que la relación que debe existir entre el funcionario que 
es sujeto activo de la conducta de peculado por apropiación y los bienes 
oficiales puede no ser material sino jurídica y que esa disponibilidad no 
necesariamente deriva de una asignación de competencias, sino que 
basta que esté vinculada al ejercicio de un deber funcional….  (CSJ SP, 6 
mar. 2003, rad. 18021). (Negrillas fuera del texto original). 
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(…)” 

Ahora bien, frente al momento consumativo del tipo penal estudiado, esta 
Corte ha señalado que en los eventos en que el agente tiene la disponibilidad jurídica del bien, 
dicha conducta se perfecciona solo cuando se produce la apropiación patrimonial, como 
consecuencia de la decisión judicial ilícita. En efecto, la Sala ha sostenido: 

 
Está suficientemente decantado por la doctrina y la jurisprudencia que el delito de 
peculado por apropiación es de carácter instantáneo, por manera que se consuma 
cuando quiera que el bien público es objeto de un acto externo de disposición o de 
incorporación al patrimonio del servidor público o de un tercero, que evidencia el 
ánimo de apropiárselo1.  
 
Tal premisa no ofrece mayores dificultades en aquellos eventos en que el acto de 
apropiación es consecuencia de la disponibilidad material de los recursos. 
No sucede lo mismo cuando el sujeto activo no detenta una relación tangible con 
estos, sino que la posibilidad de apropiación depende de su disponibilidad jurídica, 
del ejercicio de un deber funcional2 que faculta al servidor público para decidir sobre 
el destino de los bienes o recursos de la misma naturaleza… 
 
Esta es la situación predicable de los funcionarios judiciales, en la medida en que 
ostentan un vínculo con los bienes públicos respecto de los cuales adoptan 
decisiones, que les permite disponer de ellos a través de providencias vinculantes 
para las partes e investidas de la presunción de acierto y legalidad. Por ello, ha 
sostenido la Sala, cuando quiera que se apartan de su cometido legal y 
constitucional, para otorgar ilegítimamente a particulares derechos sobre bienes 
públicos, actualizan el tipo de peculado por apropiación.   
 
No obstante, ello no puede llevar al extremo de afirmar, como se deduce en el fallo 
impugnado con sustento en pretérita decisión de esta Corporación3, que el delito se 
consuma por la sola razón de las funciones oficiales, pues, sin perjuicio de que no se 
precise para su estructuración la producción de un resultado, sí exige la acción de 
apropiarse4 del patrimonio público, ya sea directamente o a través de un acto de 
disposición jurídica que se materialice sobre aquél.  
 
En otras palabras, se requiere que esa facultad legal de disposición, derivada -esta 
sí- de las funciones atribuidas al funcionario judicial y que le permite ordenar la 
entrega o pago de rubros de naturaleza pública, “se traduzca en el cumplimiento de 
la decisión, que puede operar en momento más o menos cercano a su expedición, o 
diferirse en el tiempo de conformidad con la naturaleza de lo ordenado”5.  
 
Ahora bien; hay asuntos en los que el momento consumativo de la conducta 
punible se identifica con el de proferimiento de la decisión judicial, como cuando 
esta por sí sola “sustrae el bien o bienes de la órbita de custodia del Estado con el 
ánimo de hacerlos propios o de que un tercero lo haga”6. No así cuando la 
realización de la conducta prohibida es producto de un acto complejo en el que 

                                                
1 CSJ AP, 18 abr. 2012, rad. 38188 
2 CSJ SP, 6 mar. 2003, rad. 18021 
3 Se trata de la providencia SP, 6 mar. 2013, rad. 18021, en la cual la Sala afirmó la consumación de la conducta punible de 
peculado por apropiación por razón de las funciones oficiales que cumplía el procesado, en contraposición a la posible 
estructuración de un delito de estafa. 
4 “tomar para sí alguna cosa, haciéndose dueño de ella, por lo común de propia autoridad”. Diccionario Usual. Real 
Academia Española 
5 CSJ. SP, 20 feb. 2013. Rad. 39353. También CSJ. SP, 2 jul. 2014. Rad. 39356.  
6 CSJ SP, 10 oct. 2012, rad. 38.396. 
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converge la voluntad del juez que ilegalmente ordena el pago de lo no debido, 
pues en estos casos, la consumación acaece cuando ese acto de disposición jurídica 
se concreta en acciones que distraen el bien del patrimonio del Estado, despojándolo 
así de su función pública. 
 
El delito, como expresión del comportamiento humano, requiere para su 
consumación la ejecución de todos los actos propios de la descripción típica. En este 
orden, la emisión de una decisión contraria a derecho que reconoce 
ilegalmente una acreencia a cargo del Estado constituye un acto ejecutivo que da 
inicio a la conducta desvalorada de peculado, pero no la colma. En consecuencia, si 
el fallo no se concreta en actos materiales de disposición sobre el erario, la conducta 
se queda en su fase tentada por ausencia de uno de los elementos esenciales del 
peculado por apropiación: el adueñarse para sí o para otro de bienes de naturaleza 
pública. (CSJ SP, 28 jun. 2017, rad. 49020). Lo resaltado fuera de texto.  
(…)” 

196. Retomando el caso concreto, se tiene en cuanto al primer tipo penal 
enrostrado por la Fiscalía, como es el de Peculado por Apropiación en Favor 
de Terceros, Articulo 397 inciso 2º del Código Penal, de acuerdo a su 

clasificación, es de resultado, de lesión, es una  conducta instantánea y pluri-
ofensiva. Se requiere de un sujeto pasivo, el sentido lato el Estado; la 
conducta o verbo rector es de apropiarse; el objeto material o real bienes 

del Estado en término general y finalmente unos   elementos normativos, que 
nos remite a normatividades extrapenales.  Es decir, fuera de la calidad de 
servidor público, de esa relación funcional de índole jurídica con el objeto material 

según el enunciado de la norma “cuya administración, custodia o tenencia 
se le haya confiado por razón de sus funciones”, elemento normativo de 
carácter jurídico, es decir, debe existir una disposición que adscriba en forma 

funcional al agente con dicha  administración, custodia o tenencia.  Ahora, las 
funciones del Estado, deben estar regladas en Manuales y la administración 
que implica utilización, empleo o inversión, cuidado y custodia, a través de la 

tenencia directa, como el recaudador, el pagador o el custodio; y además 
facultades de disposición, el contacto jurídico del bien, como el ordenador 
del gasto.  Es decir, la custodia y tenencia hace parte de la administración 

pública.  

197. Sobre el primer requisito, no hay duda, está demostrado con las 
estipulaciones probatorias, no es objeto de controversia, la calidad de 

servidores públicos en los cargos que desempeñaban para la época de los 
hechos, LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS, en su condición de Secretario de Hacienda 
Municipal de Neiva; JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA, Juez de Ejecuciones Fiscales 

del Municipio de Neiva y YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, Tesorero Municipal de 
Neiva Huila.  

198. De otro lado, se tiene que los  hechos ocurrieron en el año 2006 y 2007, con 
ocasión al hallazgo Fiscal Nro. 008-2009,  por parte de la Contraloría Municipal de 

Neiva, al encontrar irregularidades en la pérdida de $445.132.196 pesos,  
recursos  que habían ingresado al Municipio y  que posteriormente  fueron 
entregados indebidamente a particulares, con ocasión de una solicitud de 

reintegro de recursos públicos, de pago de impuesto predial, según cedulas 
catastrales 0020033003900 y 010500010001000, que se encontraban exentos,  
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de propiedad del Ministerio de Defensa Nacional, quien  había consignado al 

Municipio por concepto de impuesto predial  un total de $666.211.749 por las 
vigencias de los años 2003, 2004, y 2005.  

199.  Además, se cuenta con la denuncia penal instaurada por el Coronel Jairo 
Bocanegra de la Torre, Jefe de Ingenieros Militares, por el delito de “Estafa” 
instaurada el 1 de septiembre de 2009, a raíz de los hallazgos que encontró la 
Contraloría Municipal de Neiva, donde se llevó a cabo el proceso de 

responsabilidad fiscal contra los investigados. 

200. Pues bien, el Despacho resalta en primer lugar, la ardua labor que adelantó 
la Fiscalía en la recolección de material probatorio para respaldar y documentar 
desde la misma representación legal de la entidad castrense,  que es la víctima y 

denunciante; la identificación e individualización de los servidores públicos 
involucrados; el monto por concepto del impuesto predial   que canceló el Ejército 
Nacional al Municipio de Neiva, en el año 2006;  la solicitud de devolución del 

impuesto predial;  la expedición de un acto administrativo que es la controvertida  
Resolución Nro.  1337 del 21 de septiembre de 2006 y  los pocos anexos que se 
logró recaudar, porque el original de dicha resolución  no se encontró; solo se 

ubicó dos copias de dicho acto administrativo con firmas facsímil del Secretario de 
Hacienda, con valores diferentes;  los registros contables que se realizaron, las 
cuentas de cobro, comprobantes de egreso, extractos bancarios de la Tesorería,  

manuales de funciones, estatuto tributario municipal, la identificación e 
individualización de los particulares que recibieron el dinero producto de  la orden 
de  devolución de impuesto predial; donde solo se logró identificar uno de ellos; 

en fin, una investigación extensa con bastante documentación y testimonios. 

201. Después de este preámbulo, para darle un orden a lo acontecido y probado 
en juicio oral, el Despacho considera pertinente y acertado, acoger los 

argumentos expuestos por sus alegatos finales por el representante del 
Ministerio Público, en el sentido que, el tema central de este asunto, es la 
devolución del impuesto y pago a terceros ajenos a la Nación-Ejército 

Nacional, y donde la Fiscalía al tener la  carga de la prueba, debió indagar y 
demostrar su justificación, si realmente hubo acuerdos entre los acusados, y 
entre estos y los particulares que se apropiaron de los dineros públicos y si  

existió direccionamiento de la Secretaría de Hacienda Municipal hacia el Tesorero, 
y por ello, es menester analizar en conjunto la prueba allegada al juicio oral.  

202. En los alegatos finales, la Fiscalía solicita condena en contra de los 
investigados, al considerar que cumplió con la carga probatoria, sobre la  

existencia de la materialidad de los hechos jurídicamente relevantes, y la 
responsabilidad de los mismos, en cuanto al delito de Peculado por   
apropiación en favor de terceros, porque en primer lugar eran funcionarios 

que tenían la disponibilidad jurídica y material de los dineros del ente territorial, 
que terminaron en provecho de terceros, de manera mancomunada, pues el 
Secretario de Hacienda Municipal de Neiva y el Juez de Ejecuciones Fiscales, 

dentro de sus funciones de control y supervisión, no verificaron la 
legitimidad ni la documentación radicada por el supuesto abogado del 
Ejército Nacional;  tampoco se verificó el estado real de esas facturas de 

impuesto predial  en los sistemas internos del Municipio, pues no todos los 
predios estaban activos en el sistema de la entidad para generar exoneración,  lo 
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único que se verificó fue el monto total de lo que pagó la Nación- Ejército 

Nacional por concepto de los impuestos prediales. Además que hubo 
irregularidades en la emisión de las dos (2) copias de las resoluciones que 

aparecieron en el desarrollo del juicio oral, con la misma fecha y número, con 
diferentes valores, por concepto de exención de pago de impuesto predial del 
Ejercito Nacional. Y finalmente, al no haberse cancelado esa cuenta por cobrar en 

la vigencia del año 2006,   esa situación se reflejó al final del año en los estados 
financieros; y al no haber realizado ningún control y seguimiento por parte del 
Secretario de Hacienda Municipal, que con ello se demuestra el DOLO,  de ese 

actuar mancomunado,   orientado  a perpetrar el fraude de esos dineros 
públicos, que terminaron el provecho de unos terceros ajenos al Ejército Nacional.  

203. En cuanto al Pagador o Tesorero de la Alcaldía de Neiva,   dice la fiscalía que 
omitió dolosamente el deber que tenía en cuanto al tema de las conciliaciones 

bancarias, y que en los trámites contables iniciales que se efectuaron en el año 
2006 en relación con la expedición de la mencionada Resolución, algunos 
empleados de la Alcaldía, advierten la irregularidad de los documentos, pues la 

certificación bancaria era como escaneada estaba a nombre de un tercero o 
particular, que  llamaron a la Gerente del Banco, quien los  alertó que podía ser 
una cuenta pirata, que no pagaran ese dinero porque se iba a perder, que de esa 

situación le comentaron al pagador, quien hizo caso omiso,  pues en el año  2007 
le ordenó a  otra empleada   de la Tesorería para que los días  23 y 28 de 

marzo de 2007 a cancelar de manera fraccionaba a dos personas ajenas 
a la entidad castrense, materializándose la conducta punible enrostrada; es 
decir, la sustracción en  beneficio o en favor de terceros,  de dineros del Estado.  

204. En cuanto a la legalidad de la Resolución Nro. 1337 del 21 de septiembre de 
2006, este Despacho, también acoge los argumentos expuestos del 
Representante del Ministerio Público y el apoderado especial de LUIS ANÍBAL 

LÓPEZ ROJAS, en sus alegatos finales, porque según el Ministerio Público,  en 

primer lugar, durante el juicio oral se corrió traslado o se publicitó el fallo de 
preclusión por el presunto delito de “Prevaricato por Acción” en contra de 
LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS y JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA, respecto  a la 

expedición de la referida Resolución, investigación que terminó archivada porque 
no encontraron irregularidad alguna; es decir, la Resolución era legal, obedecía a 
una situación en  derecho, otro tema distinto que resultó o se conoció de manera 

posterior que la solicitud que hizo el abogado Jainner Parra Muñoz, era 
fraudulenta, pero esa irregularidad no los hace responsables a las personas que 
generaron dicho acto administrativo; porque se expidió con fundamentos legales, 

con normas  y procedimientos establecidos en el Estatuto Tributario Municipal 
vigente para la época, es decir, gozada de presunción de legalidad y  buena fe; 
además fue expedido por autoridad competente, era un acto administrativo como 

lo dijo la defensa especial de YESID ORLANDO PERDOMO LLANO,  una resolución 
que estaba en firme, fue notificada y debía ejecutarse.   

205. Entonces sobre el tema de la citada legalidad del acto administrativo, el 
propio acusado JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA, explicó que allegada la solicitud 

de devolución presentada por Jainer Parra, se hizo el análisis jurídico, 
prácticamente verificar si ese dinero había sido recibido por el Municipio y que 

estaba exento, porque el Estatuto Tributario Municipal,  había concedido una 
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exención por 10 años.  Es decir, lo que entiende este Despacho que ese acto 

administrativo como lo entendió la Fiscal 18 Seccional quien  precluyó la 
investigación el 17 de marzo de 2017, por el presunto delito de “Prevaricato por 

acción”, no era contrario a la ley,  por lo que esa disponibilidad jurídica de esos 
bienes no fue ilícito, era un dinero que no le pertenecía al Municipio, que era del 
Ejército Nacional y así se ordenó en la Resolución devolver ese pago por impuesto 

predial que estaba exento;  es decir, con esa resolución no se estaban apropiando 
de dineros, todo lo contrario, se dispuso entregar a la entidad del Estado Ejército 
Nacional; cosa distinta, lo que sucedió ya en Tesorería.  

206. Continuando con lo expuesto por la Fiscalía en sus alegatos finales, que 
considera que  probó la conducta dolosa, ese actuar MANCOMUNADO de los 
acusados, con el fin de perpetrar el fraude de los dineros públicos, apropiación 
en provecho de terceros. Pero contrario a esta afirmación,  tenemos  de entrada  

que no se observa ningún interés personal ni en  favor de terceros por parte de  
los señores LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS y JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA, 
simplemente su participación fue resolver una solicitud en derecho, que el mismo 

Estatuto Tributario Municipal concedía al Ejército Nacional, la devolución del pago 
del impuesto predial por encontrarse exento por unos periodos, de unos bienes 
que estaban en cabeza de la entidad castrense, y por tal razón, la Oficina 

encargada de proyectar la Resolución, procedió a solicitar al Tesorero Municipal 
certificara cuanto había cancelado el Ejército Nacional, y se determinó que el 

monto a devolver era por $445.132.196 y así lo consignaron en la Resolución; 
lo que quiere resaltar el Despacho es que hasta ahí fue la participación de estos 
dos funcionarios, y la otra actuación fue la notificación por parte del Juez de 

Ejecuciones Fiscales. Inclusive la mayoría de los testigos de cargo, que eran 
funcionarios de la Secretaría de Hacienda y Tesorería, narran de manera detallada 
y concordante, el procedimiento o requisitos que se utilizaban para ese tipo de 

reclamaciones.  

207. Ahora, la Fiscalía dice que hubo irregularidades porque una funcionaria de la 
Alcaldía cuando fue a registrar en el sistema sobre la exoneración del pago, solo 
estaba vigente o se podía descargar o aplicar para  el año 2005, y que ese no era 

el monto a devolver según lo  ordenado en la resolución;  y si bien aunque la 
señora Fiscal trató de aclarar ese tema con algunos testigos,  pero no fue posible, 
es decir, no quedó en el juicio oral despejado ese tema, si hubo exceso de 

devolución de dinero, que solo estaba exonerado en el sistema el año 2005, que 
esa no era la liquidación, pero como la Fiscalía tiene la carga de la prueba, no 
trajo un perito contable que nos ilustrara desde que se generó los recibos de 

impuesto predial, la forma que liquidaban ese impuesto, los intereses moratorios, 
y el cobro de demás tasas o contribuciones; es decir, hacer el ejercicio para 
determinar si realmente el monto a devolver era por la cantidad que se realizó, es 

decir, por la suma de   $445.132.196; no obstante, solo se demostró la cifra como 
tal, porque estaba reflejada en la resolución y en los soportes contables que 

encontraron y que ese valor terminó en manos de terceros, en cantidad de  
$202.132.196 a favor de María Yineth Rubio Rojas y la suma de $243.000.000 a 
favor de Wilson Muñoz Ávila, para un total de $445.132.196, que fue el 

detrimento patrimonial que padeció el ente territorial. 

208. El otro hecho jurídicamente relevante, según el Ministerio Público y la 
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bancada de la defensa, sorprendió en los alegatos finales la Fiscalía, sobre  la 

existencia de dos copias de la Resolución Nro. 1337 del 21 de septiembre de 
2006, que contiene tanto en la parte considerativa y en el resuelve valores 

diferentes, pues la aportada por la señora Ana Libia Aroca, tiene consignado 
que el valor a devolver es por  la suma de $443.302.067 y existe otra resolución 
con el mismo, numero, fecha y texto, solo cambia el  quantum por 

$445.132.196; esta última con constancia de notificación personal del 22 de 
septiembre de 2006.  

209. Si bien como lo alegaron la bancada de la defensa, inclusive el Ministerio 
Público, la Fiscalía sorprendió con este punto, pues no fue objeto de hecho 

jurídicamente relevante en el escrito de acusación, ni el en juicio oral se probó  
porque se encontró esas dos copias, si hubo alguna corrección en las oficinas de 
la Alcaldía que suele suceder y posteriormente se filtró una de esas copias o 

borradores, ni tampoco se  aclaró  quien fue la persona autora de esa duplicidad 
o error que se generó con la expedición de dicha resolución Nro. 1337 de 2006; 
que por el solo hecho de que se generó ese acto administrativo  en la Oficina de 

Ejecución Fiscal o en la Secretaría de Hacienda, infirió la Fiscalía que ellos eran 
los responsables.  

210. Aquí es oportuno lo que nos aclaró en el juicio oral el propio acusado JUAN 

CARLOS RAMÍREZ MONTOYA, en el contrainterrogatorio que hizo la Fiscalía, sobre 

los diferentes valores que presentaba las Resoluciones, donde aparecía la firma 
de RAMÍREZ MONTOYA, a la pregunta que sí salieron varias resoluciones, Min 
1:07:53 audiencia del 4 de octubre de 2022, contesto: “…Lo que puedo decir, es 
que pudo haber pasado que una vez una resolución se proyecta, para contabilidad y allí 
en contabilidad verifican los números respeto de cuanto era el impuesto que se debía 
pagar y cuanto es lo que se debe devolver, talvez uno pudo haber cometido un error de 
sumas y talvez emitido una resolución donde haya una diferencia de sumas y en  
contabilidad lo que hacía en ese caso era devolver para que corrigiéramos las sumas”… y 
a la siguiente pregunta de la señora Fiscal ¿O sea que se emitieron varias resoluciones 

ordenando la devolución? CONTESTO: MIN. 1.09.03 No señora, solo se emite una 
resolución que es la resolución final que es la que se notifica, esta resolución pudo 

haberse proyectado pudo haberse detectado un error y obviamente no se notificó”.  Esta 

respuesta es razonable para el Despacho, atendiendo que los hechos ocurrieron 
en el año 2006, es decir, después de 16 años pues declaró en el año 2022, por lo 
que era imposible que pudiera recordar los motivos por los cuales resultó 

prácticamente o se filtró un borrador, una copia, que no es la Resolución final, 
porque sencillamente la única que debe existir y tiene validez fue la que se 

notificó.  

211. Inclusive en  el juicio oral y con la prueba de la Fiscalía, es decir, con los 
testimonios de cargo, se obtuvo información que solo existía una resolución 
original que reposaba en la Oficina de Ejecución Fiscal, es decir, se armaba el 

expediente o el paquete completo en esa oficina y después de estar firmado y 
ejecutoriado, pasaba para la oficina de Tesorería, así lo dijo la Secretaría Neiffi 
Salamanca, quien era la persona encargada de enumerar las resoluciones, de 

guardar una copia y devolvía el paquete. 

212. Ahora, se observa que las Resoluciones  aportadas por la Fiscalía, tienen 
firma facsímil del doctor LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS, Secretario de Hacienda, es 
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decir, esos documentos no son los originales, están fotocopiados;  y  sobre este 

tema, nos ilustró la testigo Neiffe Salamanca,  quien era la encargada de 
enumerar y colocar sellos, que esos elementos  no se guardaban quedaban 

encima del escritorio, que cualquier compañero de trabajo los podía usar, 
entonces, lo que se pregona por la bancada de la defensa y el mismo Ministerio 
Publico, es que desde la acusación la Fiscalía no advirtió esa irregularidad y 

sorprendió en los alegatos finales ese supuesto hecho jurídicamente relevante.  

213. Lo que infiere el Despacho, con las demás pruebas que obran en el 
expediente, en cuanto a las cifras distintas en dicho acto administrativo,  y con lo 
indicado por el propio procesado JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA, que pudo 

presentarse un error de número o cifras o sumas, hecho que es razonable, pero 
que la única resolución es la que aparece  notificada; y es por la suma de 
$445.132.196; y además  pues si observamos los comprobantes de egresos, y las 

cuentas por cobrar, los funcionarios encargados de realizar tal labor, por ejemplo, 
las que se emitieron en el año 2006, tenemos que en todos coinciden en el mismo 
monto a cancelar, veamos:  (i)  la cuenta por pagar de fecha 30 de septiembre 

de 2006, a favor de la Nación-Ministerio de Defensa, por concepto de devolución 
descuento, por la suma de $445.132.196.oo; (elemento #15 - T-09) (ii) 
Comprobante de Egreso Nro. 0000029251 del 3 de octubre de 2006 , elaborado 

por 052-Ciro, por la suma de $445.132.196, por concepto de “Pago Devolución 
por mayor valor pagado por concepto de impuesto predio unificado de los predios 

Nro. 010500010001000 y 000200330039000, según resolución Nro. 1337/06-
Secretaria Hacienda Mpal- (elemento#15 EV-71)  (iii) el comprobante de egreso 
Nro. 0000035661 del 22 de marzo de 2007, fue realizado por la suma de 

$445.132.196, por concepto de “Pago devolución por mayor valor pagado por 
concepto de impuesto predial según resolución 1337 del 21 de septiembre de 
2006”. (Elemento #13-EV-148). 

214. Es decir, las diligencias administrativas que antecedieron al giro de los 
dineros  por parte de la Tesorería que ocurrió  en el mes  marzo de 2007,  
tenemos que el valor de $445.132.196, coincide en los registros contables;  
pues recordemos que en este Juicio Oral,  según lo manifestó el testigo Ciro, 

empleado de la Alcaldía de Neiva, que una vez emitida la Resolución  Nro. 1337 
del 21 de septiembre de 2006, se hicieron los registros  contables pertinentes, 
como la cuenta de cobro y comprobante de egreso de fecha  3 de octubre de 

2006,  el cual  fue anulado posteriormente, porque se detectó que la cuenta que 
se suministró o se informó para hacer el giro,  que al parecer pirata, por esa 
razón en la vigencia fiscal del 31 de diciembre de 2006, quedó pendiente ese 

pago o cuenta por cobrar;  entonces, no hay duda que la Resolución original no 
fue la que aportó Ana Libia Aroca,  que tenía  un valor de $443.302.067 sino la  
que tiene un valor de $445.132.196, además tiene constancia de 

notificación personal,  sin que se conozca la causa o motivo  por qué  
aparecieran esas dos (2) actos administrativos. No obstante, el Despacho da por 

sentado teniendo en cuenta los soportes contables antes anunciados, que el 
monto real a devolver sería tal como se ordenó, es decir, de  $445.132.196,  
como efectivamente se giró por parte del Tesorero a dos (2) personas 

particulares de manera fraccionada que no tenían ninguna relación o vínculo con 
la Nación-Fuerzas Militares, que es el tema central de esta investigación penal.  
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215.  Así las cosas, siguiendo con el análisis cronológico de lo ocurrido, tenemos 
que fueron enfáticos y concordantes los testigos directos de cargo, que esa 
Resolución Nro. 1337 del 21 de septiembre de 2006, una vez notificada y 

ejecutoriada, pasaba el paquete a la oficina de la Tesorería, para que se 
realizaran los registros contables, que estaban  inicialmente a  cargo de Rodrigo 
Arciniegas Rubiano, quien declaró el 2 de junio de 2022, laboraba en la 

Alcaldía como profesional universitario, su función era hacer los registros 
contables  y la causación de cuentas por pagar,  y sobre la Resolución Nro. 1337 
del 21 de septiembre de 2006, recuerda que la tuvo en sus manos y que tenía las 

firmas originales, que la devolución era al Ministerio de Defensa  Ejército 
Nacional que aparecía el NIT,  y en la misma diligencia se exhibió y reconoció el 
comprobante de cuentas por pagar, de fecha 29 de septiembre de 2006, 

por el monto de $445.132.196.  

216. El testigo Carlos Alberto Puentes Pulido, Auxiliar de Servicios Generales 
de la Dirección de Tesorería del Municipio de Neiva, y sobre la participación en 
estos hechos o del trámite de la Resolución Nro. 1337 de 2006, dice que recibió 

de Rodrigo Arciniegas Rubiano el paquete que la Resolución tenía las firmas 
originales, y observó que el certificado bancario  del banco Davivienda estaba 
como raro, escaneado, que le consultó a compañero de labores el señor Ciro,  y  

éste llamó al banco, le dijeron  que esa cuenta no pertenecía  la Nación-Ejercito 
Nacional, que era una  cuenta mala  y que no fueran a realizar los pagos.  Y el 

testigo Ciro Antonio Cordón Fierro,  dijo ser Auxiliar Administrativo de la 
Dirección de Tesorería de la Secretaría de Hacienda Municipal, y sobre los hechos, 
recuerda que   sobre el tema de la Resolución Nro. 1337 de 2006,  y dentro de 

sus funciones alcanzó a expedir el comprobante de egreso Nro. 29251 del 3 de 
octubre de 2006,  a favor de la Nación-Ministerio de Defensa, por la suma de 
$445.132.196 y que la certificación bancaria aportada se debía pagar a nombre 

de un tercero, por ello, ese documento se anuló y no se realizó ningún pago en la 
vigencia fiscal del año  2006.  

217. Hasta lo aquí ocurrido, en nada tienen responsabilidad los señores LUIS 

ANÍBAL LÓPEZ ROJAS ni JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA, pues ellos solo 

expidieron en derecho  la Resolución, y se había enviado a la oficina competente, 
es decir, a la Tesorería para su ejecución o pago;   por ello, se procedió  a realizar 
previamente  los  registros contables, el primero de ellos, el día 29 de septiembre 

de 2006 con la cuenta de cobro y la expedición del comprobante de egreso el 3 
de octubre de 2006 y fue donde los funcionarios citados, detectan las 
irregularidades presentadas en la cuenta o certificación bancaria, se comunican 

con la gerente del Banco y les recomienda no pagar, porque al parecer era una 
cuenta pirata, que de esa situación le comunicaron al señor YESID ORLANDO 

PERDOMO LLANO, quien fungía como Tesorero. 

218.  Y es oportuno resaltar que la Fiscalía enrostra responsabilidad penal contra  
el señor LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS,  porque en calidad de Secretario de Hacienda 
no le hizo seguimiento a esa cuenta y entonces ese dinero  quedó pendiente de 
pago al 31 de diciembre de 2006, cuando cada funcionario tiene sus deberes y 

roles, no tenía la custodia material  de todos  los documentos objeto de pago; y 
se pregunta el Despacho ¿Cuantas cuentas no quedaran pendientes de cancelar  
por  el ente territorial al 31 de diciembre de 2006? Será que esa conducta por sí 
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sola tiene connotación penal, como lo pretende la Fiscalía,  que con esa supuesta  

falta de vigilancia   del  señor  Secretario de Hacienda Municipal, al no pagarse la 
cuenta en el año 2006 genera una conducta penal dolosa; ni mucho menos estar 

pendiente en Tesorería y en Contabilidad si esa cuenta se había pagado o no; 
pues cada oficina o dependencia tenía sus propias funciones y roles, y era 
imposible que el Secretario de Hacienda estuviera pendiente  diariamente si se 

habían pagado o no las cuentas. Por lo que ese argumento de la Fiscalía no está 
llamado a prosperar; pues no hay dolo por parte del Secretario de Hacienda de 
tener el interés  en retener ni mucho menos mostró afán, o le dio órdenes al 

Tesorero para que le diera prioridad o retardo para el pago de esos dineros, fue 
totalmente ajeno a ese procedimiento contable y de pago, que se adelantó en la 
Tesorería.  

219. La testigo Ana Cristina Andrade Mosquera, profesional universitaria, al 
servicio de la Tesorería-Secretaría de Hacienda,  una vez  le fue exhibido el 
documento o evidencia Nro. 148 para refrescar memoria, reconoce el 
comprobante de egreso que ella elaboró  por orden de su jefe, el señor  YESID 

ORLANDO PERDOMO LLANO,  quien era el Tesorero de la Alcaldía de Neiva, para el 
año 2007, que es el Nro. 35661 del 22 de marzo de 2007,  con cargo a la 
cuenta del Banco de Occidente Nro. 380853705 por la suma de $445.132.196 

que era una devolución al Ministerio de Defensa con NIT 800130632. 

220. Con estas pruebas documentales, copia de la Resolución  Nro. 1337 del del 
21 de septiembre de 2006, y  de  los anexos que se logró rescatar,  por parte de 
los investigadores y los aportados en los archivos personales por algunos testigos, 

entre ellos, tenemos  la cuenta de cobro 29 de septiembre de 2006, el 
comprobante de egreso que realizó Ciro el 3 de octubre de 2006, el cual  fue 

anulado; y  posteriormente se expidió el  comprobante del 22 de marzo de 2007 
que fue elaborado  por  Ana Cristina Andrade Mosquera, en todos estos 
registros contables se demostró  no solo de manera documental sino testimonial 

en el juicio oral, que el beneficiario  de la orden dada en la citada Resolución, era 
la NACION- EJERCITO NACIONAL  y que el monto  a reintegrar era de 
$445.132.196, sin que se hubiese anunciado o autorizado en dicho acto 

administrativo, el pago o devolución a personas particulares.  

221.  Entonces, una vez el señor Tesorero realizó el pago, que más  adelante 
vamos a ahondar en este tema,  tenemos demostrado que en el mes de abril de 
2007 cuando se iba a realizar la conciliación bancaria por parte de la funcionaria 

Liliana Granados Pastrana, no coincidían los valores registrados en el libro de 
bancos que llevaba la Alcaldía con los extractos bancarios, que al no dar ninguna 
explicación el señor Tesorero, acudió al Banco, donde obtuvo los soportes de 

pago OCCIRED donde aparecía el pago a dos personas naturales,  y 
prácticamente es cuando  se  descubre o tiene conocimiento  que ese pago 
ordenado en la Resolución 1337 de 2006 a favor de la NACION -EJERCITO 

NACIONAL, terminó en manos de terceros,  de manera fraccionada, y que no 
tenían relación alguna con la entidad castrense. 

222.  Ahora, en cuanto al tema de la disponibilidad material que exige la 
conducta enrostrada para la apropiación de esos recursos públicos, no hay duda, 

que estaba en cabeza de YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, pues así los reconocen 
y lo señalan de manera unánime los testigos de cargo de la Fiscalía, como Aleida 
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Osorio de Ovalle, quien declaró el 1º de marzo de 2022, dice: “el único 

responsable de hacer los pagos era el tesorero, quien tenía las claves y token de 
seguridad”; Rodrigo Arciniegas Rubiano, quien declaró el 2 de junio de 2022, 

quien era el encargado de realizar las cuentas por pagar, que después ese 
documento pasaba a Tesorería para el pago. Carlos Alberto Puentes Pulido, 
dice que el responsable de hacer ese giro o pago estaba en cabeza del Tesorero 

YESID ORLANDO PERDOMO LLANO,  que el señor Ciro, montaba el aplicativo o hacía 
la afectación, pero la transferencia directa la hacía el Tesorero, con llamados 
Token, es decir, era la única persona que manejaba las cuentas electrónicas de la 

Tesorería Municipal de Neiva;  Ciro Antonio Cordón Fierro,  dijo que a la 
Tesorería llegaba es el acto administrativo ordenando la devolución para hacer el 
pago, el cual debe traer el anexo de la disponibilidad presupuestal, registrada la 

cuenta por pagar, y que él hacia  el primer proceso,  que  era un programa o 
convertidor que tenían los portales de los bancos como una especie de Excel, se 
convertía  en un archivo plano, que  era lo que se subía a los portales, y ahí 

queda validada la autorización y que ese soporte se imprimía y se pasaba al  
Tesorero;  y  también el Tesorero  entraba  al portal y encontraba  un registro 
que decía  “por autorizar” entonces autorizaba  con la clave con los token que 

tienen de todos los bancos, que es un serial que vota cada cinco segundos unos 
números los envía al momento de darle click a las autorizaciones. La testigo Ana 

Cristina Andrade Mosquera, quien fue la que realizó el comprobante de egreso 
Nro. 35661 del 22 de marzo de 2007, y manifestó que la persona encargada o la 
persona que daba razón del pago o devolución era el Tesorero.  

223.  Inclusive hubo testigos que explicaron técnicamente como se hacían las 
operaciones,  la información  bancaria de la cuenta por pagar  que se debía 
montar en el  archivo plano  que eran un Excel  donde iba consignados los datos 
a las personas o entidades que se les iba a cancelar o girar; que generalmente la 

hacía  Ciro Antonio, pero como al momento de realizarse el giro no estaba 
laborando, al parecer estaba en vacaciones o de permiso;   entonces,   esa 
gestión la realizó directamente PERDOMO LLANO, quien terminó realizando las 

transferencias, a particulares, materializándose el delito de Peculado por 
apropiación en favor de terceros.  

224. La testigo Liliana Granados Pastrana, quien para los años 2006 y 2007 
laboraba en el área de Tesorería del Municipio de Neiva, y era revisora de cuentas 

bancarias de Occidente, entre otras funciones, nos narró en el juicio oral quien 
era la persona de realizar las conciliaciones bancarias, concretamente la del mes 
de abril de 2007, y a la pregunta de la señora fiscal ¿Recuerda las cuentas a las 

cuales se desembolsaron los recursos? CONTESTO: “La señora Miriam iba destinado si no 
estoy mal y fue pago el mismo 23 de marzo al BanColombia, a Wilson Ávila, estaba 
primero la cuenta del Banco de Bogotá, pero ese fue devuelto, tenía una causal, pero no 
lo recuerdo en este momento, pero debe estar en el soporte. Y si recuerdo que el 27 
volvieron en el mismo pago de OCCIRED aparece enviado a otro banco, si no estoy mal 
era Mebabanco, siendo efectivo el 28. Eso sí lo tengo muy presente y como son fechas 
posteriores fui a buscar si en el  mismo boletín del 27 o del 28 a ver si había alguno que 
se referenciara a esa devolución porque pues a ver si era yo la equivocada y era a otra 
persona y no al Ministerio y no había nada que me constatara que era devolución iba 
para ellos”.  

225. Seguidamente la señora Fiscal pone de presente a la testigo, el libro de 
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bancos del Municipio, del banco de occidente, del movimiento del mes de marzo 

de 2007, donde aparece el registro de fecha 22 de marzo de 2007, que es la 
devolución a la Nación Ministerio de Defensa,  con NIT 800130632 por un 

valor de $445.132.196,  que es el monto de la devolución, debitándose de la 
cuenta Nro. 380853705 denominada cuentas comunes del Banco de Occidente 
que tenía la Tesorería, pues Ana Cristina había realizado el comprobante de 

Egreso, el 22 de marzo de 2007, y como no podía hacer la conciliación pues los 
valores registrados en el libro de banco no coincidían con los datos del extracto 
bancario, acudió al banco de Occidente y solicitó el soportes que se llama 

“Consulta de estado de pagos a terceros en OCCIRED”, y encontró que los valores 
cancelados a Myriam Janneth Rubio Rojas  por la suma de $202.132.196 y la del 
señor  Wilson Muñoz Avila por $243.000.000 millones, coincidían o sumaban esos 

valores con la cuenta que se debía al Ministerio de Defensa, y concluyó que ese 
era el soporte del comprobante de egreso, porque no había valores similares para 
determinar ese monto.  

226.  De dicho documento explica la testigo que se observa que las 
transacciones   las realizaron el 23, 27 y 28 de marzo de 2007, según la 
información que aparecía en OCCIRED del banco de Occidente, que se  hicieron 
los dos (2) giros el día 23 de marzo de 2003, siendo exitoso respecto del pago de  

la señora Miriam, a la cuenta Nro. 200858330157 banco de Colombia, y devuelto 
respecto a Wilson, quien tenía la cuenta Nro. 3222317117 de Megabanco, el cual 

fue rechazado, pero aparece el 27 de marzo de 2007 donde  nuevamente   le 
consignan  y se hace efectivo el giro el  28 de marzo de 2007. Es decir, ello 
significa que esos pagos no los hizo por error el Tesorero, sino tenía  el 

conocimiento y voluntad de realizar esas transacciones en la manera que los 
materializó, a sabiendas que esos dineros no se consignaban a favor del Ejército 
Nacional o la Nación o Ministerio de Defensa, sino que permitió el apoderamiento 

de terceros, y con ello, condujo al detrimento de las finanzas del ente territorial.  

227. Antes de pasar a otro punto, el Despacho resalta como obtuvo el señor 
YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, debió haber indagado u obtenido los datos 
personales,  como nombres, cédula de ciudadanía y certificación  de las cuentas 

corrientes de los bancos mencionados, cuando recibió la supuesta autorización 
que fue allegada por Janier Parra Muñoz,  el 15 de febrero de 2007, 
documento que se publicitó en el  juicio oral, donde se  solicita que se  cancele al 

Banco de Bogotá y al Banco Colombia;  donde en dicha nota no aparece 
relacionado sus anexos como la certificación bancaria de dichas cuentas y nombre 
del titular de las mismas, que resultaron ser las personas naturales Miriam y 

Wilson, quienes se apropiaron o se beneficiaron del dinero que tenía destino el 
Ejercito Nacional,  y pues  era indispensable para realizar las transacciones el 
suministro de los datos de los supuestos beneficiarios, y aun más, se cita al Banco 

de Bogotá, y termina girando a Megabanco y BanColombia, es un indicio que el 
señor PERDOMO LLANO, tenia contacto directo con las personas que estaban 

detrás de este pago, pues no hay otra explicación de la manera cómo obtuvo esa 
documentación o esos datos esenciales para el giro, pues no estaban detallados 
en la Resolución Nro. 1337 del 21 de septiembre de 2006, porque allí no se 

dispuso a qué cuentas ni mucho menos personas naturales, la orden era la 
devolución al EJERCITO NACIONAL y no se cumplió dicha orden por parte del 
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Tesorero,  pues tenía pleno conocimiento  que esos dineros se iban a beneficiar 

terceros ajenos a la  entidad castrense.  

228. De otro lado, la defensa especial de YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, alega 
que su prohijado actuó conforme a lo dispuesto en la  misma Resolución donde se 

ordenaba que se hiciera el pago de acuerdo a la solicitud presentada por 
Janier Parra Muñoz, como apoderado del Ejército Nacional,  y que la Fiscalía en 
desarrollo del juicio oral, aportó el documento mediante  el cual el señor Parra 

Muñoz, el día 15 de febrero de 2007, dirigido a la Secretaría de Hacienda y a la 
Tesorería Municipal hizo la solicitud electrónica a dos cuentas corrientes, a la 
número 3222317117 del banco de Bogotá en cuantía de $243.000.000 y el 

excedente a la cuenta corriente Nro. 285833015 del Banco Colombia,   y entonces 
dichos  giros  no las realizó el Tesorero  de  manera caprichosa, que era una 
orden o ejecución que provenía a través de un acto administrativo  y que a ese 

pago su prohijado no se podía negar.  

229. Pues bien, se discutió en el juicio oral, que esa autorización no fue radicada 
de manera formal, por los canales que tenía la Alcaldía para recibir los 
documentos, como era la ventanilla única, ni tampoco se observa alguna 

constancia de recibido por otra oficina, sea Secretaría de Hacienda o la misma 
Tesorería, pero lo real o cierto es que apareció precisamente en manos de YESID 

ORLANDO PERDOMO LLANO, para que efectuara el pago de manera fraccionada a 

dos personas particulares.  

230. Y es aquí el razonamiento que hace este Despacho, pues si bien hay testigos 
directos como lo fue Carlos Alberto Puentes Pulido y Ciro Antonio Cordón 
Fierro, quienes explica que en el año 2006, se intentó pagar  esa cuenta y 

detectaron que esa cuenta que no pertenecía al Ejército, que uno de los 
documentos como la certificación bancaria de Davivienda era como escaneada, y 

que por esa razón estos dos funcionarios, llamaron al Banco y la gerente les 
informa que puede ser una cuenta pirata y que no  fueran a realizar el pago y 
que se le advirtieron al señor PERDOMO LLANO, quien tomó los documentos  y no 

se supo más sobre el tema.   

231. Ante este primer intento de un posible apoderamiento ilícito que resultó 
fallido y que los comprobantes de egresos fueron anulados y por eso la cuenta 
por cobrar del Ejército Nacional quedó pendiente al 31 de diciembre de 2006,  y  

posteriormente  el supuesto representante del Ejército Nacional, intenta mediante 
un escrito del 15 de febrero de 2007,  que no se sabe cómo  llegó al ente 
territorial, solicita se consigne a dos (2) cuentas bancarias  - Bogotá y  

Bancolombia-  sin que se le exigiera  por parte del Pagador del Municipio ese 
requisito ineludible e indispensable como es aportar las certificaciones bancarias 
de esas dos cuentas, con el nombre de sus titulares, solamente dicha petición 

tenía un sello de diligencia de reconocimiento por parte del  Notario Treinta (30) 
de Bogotá, señor Cesar Negret Mosquera, con fecha 15 de febrero de 2007.  

232. Pues bien, el servidor público que estaba encargado de la guarda, 
administración y tenencia material de los recursos públicos, contrario a lo 

expuesto por la defensa especial del implicado, para el Despacho sí tenía el 
control y revisión no del acto administrativo, donde se ordenaba a la Dirección 
de Tesorería Municipal, efectuar la devolución al EJERCITO NACIONAL, 
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sin que en esa Resolución se hubiere mencionado cuentas bancarias, ni montos 

fraccionados ni mucho menos personas particulares; lo que extrae de dicho 
documento, es que simple  y llanamente la orden en la referida resolución era  

EFECTUAR LA DEVOLUCION AL EJERCITO NACIONAL, pero la defensa 
especial de PERDOMO LLANO, especula o distorsiona esa orden, en sus 
alegatos finales,  que su prohijado no estaba obligado a abstenerse del pago, que 

no tenía control del resultado, que su obligación era hacer el pago de acuerdo a 
la solicitud que hizo Jainer Parra Muñoz,  que no tenía el poder de evitación, y 
por ello, no se le podía atribuir responsabilidades ni siquiera por no haber 

realizado un seguimiento adecuado a aquellas diligencias.  

233. Nos preguntamos ¿Cuál era la solicitud de Jainer Parra Muñoz? Y la 
respuesta es muy clara y no hay  lugar a equívocos,  pues  supuestamente en 
representación de las Fuerzas Militares de Colombia,  solicitaba la 

devolución de los dineros pagados por concepto de impuesto predial unificado de 
los predios identificados con las cédulas castastrales Nro. 010500010001000 y 
000200330039000; documento que si bien no apareció en el proceso penal, el 

procesado JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA, dice que ese documento llegó a su 
oficina con presentación personal en una Notaría de la ciudad de Bogotá, por lo 
que se presume su autenticidad, y por ello, solo atendió la parte jurídica o en 

derecho, si le asistía razón al EJERCITO NACIONAL de la devolución de ese dinero 
que habían pagado por concepto de un impuesto predial, es decir, su 

participación solo fue en derecho, al igual que el señor Secretario de Hacienda del 
Municipio, independientemente de los documentos anexos que según la Fiscalía 
dice que  eran espurios;  encontrando este  Despacho que los investigados LÓPEZ 

ROJAS Y RAMÍREZ MONTOYA,  no actuaron con DOLO o con el conocimiento de esa 
situación; presumieron que eran legales,  pues el dinero se tenía que devolver al 
Ejército Nacional no a otra persona, porque como bien lo explicó JUAN CARLOS 

RAMÍREZ MONTOYA y el mismo ex coronel ROBERTO ANGULO PARDO,  que en 
caso de que existir una exoneración o pago de cantidad mayor, se hace una 
solicitud requiriendo la devolución, a una cuenta oficial del Ejército, por parte del 

Director de Ingenieros, es decir, se consignó a una cuenta oficial y el dinero tiene 
que regresar a una cuenta oficial, o en su defecto se le dice al Municipio que haga 
el cruce de cuentas; y en este caso concreto, el ente territorial solo conoció la 

solicitud de devolución de esos dineros y no una compensación.  

234. Y esa respuesta es coherente con lo manifestado en el juicio oral por el señor 
RAMÍREZ MONTOYA, que la solicitud de devolución del dinero o de la 
compensación es rogada, debe que ser manifestada por el usuario, y no como lo 

quiso hacer ver como una situación ilícita la Fiscalía, que el Municipio a mutuo 
propio debía hacer la compensación de ese dinero.   

235.  Y se reitera la orden consignada en la Resolución era clara no era  confusa 
como lo quiere hacer ver en sus alegatos finales el defensor especial de  

PERDOMO LLANO, simplemente que el señor Tesorero procediera a  
MATERIALIZAR EL PAGO EN FAVOR DE LAS FUERZAS MILITARES DE 
COLOMBIA, y no a personas particulares; inclusive el Tesorero de la Alcaldía de 

Neiva,  ya estaba advertido meses antes, cuando se intentó el pago a una cuenta 
que era ajena al Ejército Nacional y gracias a unos empleados de la misma 

administración advirtieron esa situación irregular y se la comentaron al  
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PERDOMO LLANO,  quien hizo caso omiso y procedió en el mes de marzo de 

2007 a realizar los pagos a dos personas particulares que no tenían ningún 
vínculo con el Ejército Nacional y de esa  manera se perpetró el apoderamiento 

de los dineros públicos en favor de terceras personas, actuando bajo 
conocimiento y voluntad, afectando el patrimonio del ente territorial, sin que la 
Fiscalía hubiere probado ese actuar MANCOMUNADO con los demás 

coprocesados, cuando en realidad el señor PERDOMO LLANO,  fue el único 
responsable de la pérdida de ese dinero,  sin que esté demostrado alguna  causal 
de  ausencia de responsabilidad o justificación, pues no se probó que recibiera 

amenazas, coacción, interés,  ni mucho menos acuerdos ilícitos con los demás 
investigados en este proceso penal.  

236. De otro lado, propone la defensa especial de YESID ORLANDO PERDOMO 

LLANO, que en caso de que no se acepte la teoría de la imputación objetiva, 

porque no tenía la posición de garante, porque la orden de pago en la resolución 
había que cumplirla por un lado y por el otro, que no tenía ese deber o acción de 
evitación, esa función de observar que tan malo o buenos eran los documentos, 

que se cuestionan en este proceso, era no era su función por ser el acto 
administrativo de ejecución de pago. Y que la fuente de riesgo fue la misma 
Resolución que ordenó el pago, donde se dio todas las instrucciones para hacer el 

pago y que su prohijado lo que procedió fue hacer el pago, no obstante la 
Fiscalía, Ministerio Público, y apoderado de víctimas, y los defensores de LÓPEZ 

ROJAS Y RAMÍREZ MONTOYA, quieren enrostrar toda la responsabilidad en cabeza 
de YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, por no haberse abstenido de pagar a alguien; 
es decir, que esa fuente de riesgo – Resolución  Nro. 1337 de 2006- fue creada 

en la Oficina de Ejecuciones Fiscales o Secretario de Hacienda, y fue lo que hizo, 
pagar, no tenía el control sobre la producción del resultado porque no estaba 
obligado a abstenerse de la orden de pago.  

237. El despacho no comparte dicha tesis del togado, ni mucho menos que la 
fuente de riesgo fue la Resolución Nro. 1337 del 21 de septiembre de 2006, 
donde claramente se dispuso la orden de cancelar la suma de 
$445.132.196 a favor del Ejército Nacional, no a otra persona, 

independientemente que la solicitud la hizo un supuesto abogado Jainer Parra 
Muñoz; pues  considera  el Despacho, que si se hubiese cumplido esa orden de 
la manera expresa lo dispuso el Secretario de Hacienda, consignar las sumas 

objeto de devolución por pago de impuesto predial exento a la  institución 
castrense y no a personas particulares, no se hubiere extraviado los dineros de la 
Alcaldía.  

238.  Entonces, encuentra el Despacho que el peligro lo generó de manera 
autónoma  con la conducta dolosa y consciente desplegada por  mismo señor 
PERDOMO LLANO, cuando le dio trámite a la solicitud del señor Parra Muñoz, 
fechada el 15 de febrero de 2007, donde solicitaba se fraccionara el pago a dos 

cuentas bancarias, al Banco de Bogotá y BanColombia; entonces la tesis  de  la 
fuente de riesgo que plantea la defensa,  que  estaba en manos del Secretario de 
Hacienda ni en la Oficina de Ejecuciones Fiscales, no es cierto; y aquí con base 

los testimonios de cargo, la única persona encargada del pago y que manejaba 
claves de la banca virtual, y quien podía hacer las transferencias electrónicas o 

pagos era el señor PERDOMO LLANO, quien inclusive le dio la orden a Ana 
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Cristina Andrade Mosquera, para que hiciera el comprobante de egreso y él 

realizó el resto de operaciones administrativas para realizar ese pago espurio a 
dos personas particulares, que no tenían ninguna relación con el  Ejército 

Nacional.  

239. Entonces, no se trataba que no podía negarse a cumplir la orden de 
ejecución  de la Resolución,  pues  la  orden  de la Secretaría de Hacienda  iba 
dirigida de manera expresa, que el pago se hiciera a una institución del estado y 

no a particulares, eso está claro para el Despacho y así lo corroboraron los 
citados testigos Puentes Pulido y Cordón Fierro, además que todos los 
registros contables, se hicieron de manera correcta, a favor del Ejército Nacional, 

con su respectivo NIT,  pero el señor Tesorero YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, 
de manera dolosa procedió a hacer el pago, arriesgando las finanzas públicas, 
que tenía bajo su custodia material y fueron a parar en manos de particulares.  

240.  Se observa claramente que el procesado YESID ORLANDO PERDOMO LLANO,  
incumplió lo dispuesto en  el manual de funciones, vigente para la época,  como 
lo era el Decreto 0339 del 16 de marzo de 2006, cuyo propósito principal era: 
“Dirigir, coordinar, controlar y supervisar los bienes, recaudos y pagos del 
municipio para garantizar su seguridad y correcto manejo”.  Y en el  “33. 
Responder administrativa y jurídicamente por el procedimiento que hace parte del 
pago por todo concepto, garantizando que se cumplan con  las normas y 
procedimientos establecidos”. 

241. Para finalizar con la valoración probatoria del delito de Peculado por 
apropiación en favor de terceros, encuentra el Despacho que el señor 
Secretario de Hacienda de la época Doctor LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS, al firmar la 

Resolución Nro. 1337 del 21 de septiembre de 2006, lo hizo bajo el 
convencimiento que actuaba dentro de la legalidad o en derecho, con 

documentos que como lo dijo RAMÍREZ MONTOYA, tenían presentación personal 
ante Notaría, que se presumían legales, además contaba con la certificación 
expedida por el Tesorero YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, del monto que había 

pagado las Fuerzas Militares por concepto de impuesto predial, que para dos (2) 
predios estaba exento por los años 2003, 2004 y 2005; además porque la 
legalidad de dicho acto, ya fue objeto de investigación penal que concluyó en una 

preclusión en favor de LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS y JUAN CARLOS RAMÍREZ 

MONTOYA;  motivo por el cual este Despacho acoge de manera íntegra la 
solicitud de absolución que planteo en sus alegatos finales el representante 

del Ministerio Público, la apoderada de la Alcaldía de Neiva y los apoderados 
especiales de dichos investigados, por lo que sin otra consideración, se 
ABSOLVERÁ a LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS y JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA, del 

delito de “Peculado por apropiación en favor de terceros” artículo 397 
inciso 2º del Código Penal, por las razones expuestas en esta sentencia,  ante 
la ausencia de responsabilidad penal en la comisión de dicha conducta. 

242. Y con respecto a YESID ORLANDO PERDOMO LLANO,  está demostrado que 
cometió el delito de “Peculado por apropiación en favor de terceros, 
articulo 397 inciso 2º del Código Penal”, por lo que se dictara en su contra 
una sentencia de carácter condenatoria, al encontrar el Despacho 

demostrado la teoría del caso de la Fiscalía, en la comisión de dicha conducta y su 
responsabilidad; además porque no se acoge la petición de la defensa, quien de 
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manera subsidiaria en sus alegatos finales, quien solicitó la aplicación del 

numeral 10 del artículo 32 del Código Penal, de ausencia de responsabilidad 
por error invencible, argumentando en el eventual caso, que su prohijado  actúo 

sin saber que le incumbía un deber de garante de evitar el resultado, pues como 
ya se explicó en los acápites anteriores, de manera autónoma, libre, sin coacción 
procedió el señor PERDOMO LLANO, a desacatar la orden de ejecución o devolución 

de un dinero  en favor del Ejército Nacional  que había sido   impartida  en la 
resolución Nro. 1337 del del 21 de septiembre de 2006, y procedió a realizar el 
pago de la suma de $445.132.196 de manera fraccionada a dos personas 

particulares ajenas a la entidad castrense quien  era la real beneficiara de esos 
dineros; pues con el actuar del señor Tesorero de la época, de manera dolosa 
desvió esos dineros y fueron apropiados por terceros de manera ilícita, 

configurándose los elementos estructurales del tipo penal enrostrado, pues siendo 
servidor Público, tenía bajo su custodia  material bienes o dineros del Estado y 
con su conducta, se apropiaron dineros públicos dos personas particulares, que 

eran totalmente ajenas al Ejercito Nacional.  

243.  Seguidamente entra el Despacho a analizar el otro delito enrostrado a los 
procesados, el de “Destrucción, Supresión y Ocultamiento de Documento 
Público”, contenido en el artículo 292 del Código Penal,  en este punto le 

asiste razón a los argumentos esbozados por el Representante del Ministerio 
Público, en sus alegatos finales, que simplemente los soportes de la Resolución  

Nro.  1337 del 21 de septiembre de 2006, no se encontraron, que se le preguntó  
a varios testigos, sin que se lograra precisar fechas de la ocurrencia de ese 
posible extravió de documentos, ni se determinó quien era la persona 

responsable de esos archivos, por ejemplo la señora Neiffe Lucero Salamanca, 
que era la Secretaría Ejecutiva de la Secretaría de Hacienda, dijo que cuanto 
llegaban las resoluciones para revisión y firma en el Despacho, ella guardaba una 

copia, que la única que llevaba las firmas era la Resolución original  y 
concretamente sobre la Resolución dijo: “Esa resolución yo la busqué en el 
archivo que estaba ahí en la Secretaría de Hacienda, en la Oficina que le comente 
hace un momento y esa resolución  la carpeta que contenía la resolución es de la 
13-1 a la 13-50, porque eran mas o menos 50 resoluciones, las que cabían por 
cada carpeta, no estaban. La caja donde estaba guardada en ese archivo de 
Hacienda había sido abierta y yo siempre la cerraba con cinta de la ancha y 
quedaba bien cerrada, estaba abierta y esa carpeta que contenía ese número de 
resolución no estaba, no solamente esa sino toda la carpeta que contenía esas 
resoluciones no estaba”.  

244. Dijo la testigo que esa solicitud de devolución era como un expediente, que 
entró a la Secretaría de Hacienda para firma; se regresó a la Oficina de Ejecución 
Fiscal y de ahí el paquete pasaba a la Oficina de Tesorería para el registro 

contable y pago, es decir, en todo este trajín, donde los archivos no estaban 
asegurados o no se conoce quien era la persona responsable en la oficina de 

archivo para conservarlos; que encontró  la señora Neiffe que la caja donde 
estaban las resoluciones estaba manipulada, abierta. Y otro aspecto que resaltan 
los testigos, es que el destino final de esos documentos  fue la Tesorería  que 

prácticamente ese paquete y anexos, quedó en esa oficina y no volvieron a tener 
conocimiento de ello. 
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245. En fin como dijo el Ministerio Publico, la Fiscalía no indagó a fondo las 
competencias y responsabilidades de las personas que tenían que guardar esos 
documentos, como lo debían de realizar según la ley de archivo, pero cada 

funcionario dice no recordar que no sabe que pasó, en fin; y hasta razón le asiste, 
pues desde la ocurrencia de los hechos a la fecha de sus declaraciones años 
2021, 2022, pasaron mas de 15 años, y es imposible obtener información 

detallada de lo que pudo ocurrir, e inclusive dice la bancada de la defensa, que 
como fueron varias inspecciones judiciales de los organismos de control y la 
Fiscalía y Ejercito Nacional pudo haberse extraviado;  además  manifiesta  la 

defensa de LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS,  que no hubo esa tal perdida, que la 
Fiscalía exhibió unos documentos en el juicio oral además hay una copia de 
resolución con fecha de autenticación del 19 de abril de 2010, ante la Notaría 

Segunda de Neiva; es decir, para la bancada de la  defensa no se estructuró ese 
delito, por lo que pidieron  absolución, lo mismo el representante del Ministerio 
Público, argumentos que acoge el Despacho, pues realmente no hubo claridad 

sobre el tema ni mucho menos se determinó cuales en totalidad, ni en que fecha 
fueron los documentos que se extraviaron y menos qué funcionario o empleado 
fue el responsable, pues no es suficiente la tesis de la Fiscalía que cuando dejaron 

el cargo los implicados no entregaron archivo; pues debió la Fiscalía   establecer 
el cómo, cuándo y quiénes fueron los responsables de acuerdo a las funciones 

que tenían no solo el superior sino los empleados de manipular esos archivos del  
ente territorial. 

246. De otro lado, si bien el representante del Ministerio Público y la bancada de 
la defensa  plantearon  la prescripción del delito de Destrucción, Supresión y 

Ocultamiento de Documento Público”, contenido en el artículo 292 del 
Código Penal, considera este despacho no hacer pronunciamiento sobre dicho 
petitum, teniendo en cuenta lo esbozado por la Corte Suprema de Justicia en el 

fallo CSJ SP.,16 mayo de 2007, Rad. 24734, en el cual, en lo sustancial, se 
advirtió que: «ante el doble camino de absolver o decretar la prescripción, el juez debe 
optar por la solución que de manera más acabada restituya los derechos conculcados, o 
cuando menos limitados o puestos en tela de juicio, del acusado, y ella, no cabe duda, es 
el mecanismo absolutorio que, desde luego, no opera en cualquier momento, sino en los 
casos específicos en los que el asunto, por obra de la tramitación adelantada, ya ha 
cubierto las diferentes etapas investigativa y de enjuiciamiento, hallándose a despacho 

para la decisión de fondo». Acogiendo este precepto, la decisión del despacho será 
la de absolver a los procesados LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS, JUAN CARLOS RAMÍREZ 

MONTOYA Y YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, del delito de “Destrucción, 
Supresión u Ocultamiento de Documento Público Art. 292 C.P.” 

 

IX. DOSIFICACION PUNITIVA. 

 

247.  En relación al sentenciado YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, a quien se 
condena por el delito de “Peculado por apropiación en favor de terceros” 

artículo 397 del Código Penal, en su forma simple, prevé una sanción  privativa 
de la libertad de 96 a 270 meses de prisión, y multa en cuantía igual al valor de lo 
apropiado sin que supere el equivalente a 50.000 salarios mínimos mensuales 

vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas  por el 
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mismo lapso. Sin embargo el máximo de la pena de prisión debe aumentarse a la 

mitad, en virtud del inciso 2º ibidem, pues el artículo 60 #2 CP dispone: Si la pena 

se aumenta hasta en una proporción, ésta se aplicará al máximo de la infracción básica. Esto determina 

unos nuevos límites punitivos de 96 a 405 meses de prisión. 

248. Tomando dichos extremos de 96 a 405 meses, se determina el ámbito de 
movilidad restando el mínimo del máximo,  es decidir 405 menos 96 arroja un 
guarismo de 309 meses, y luego dividido en 4, nos arroja 77.25 meses ó 77 

meses 7 días.  

249. Según inciso 1º del  articulo 61 del Código Penal, establecido el ámbito de 
movilidad de la pena, se establecen los siguientes cuartos:  
 

           Cuartos 
 
Pena 

Mínimo Medios Máximo 

Primero Segundo Tercero Cuarto 

Prisión 
(meses) 

96 meses  a 173 
meses y 7 días 

173 meses y 8 
días hasta 250 
meses y 14 días 

250 meses y 15 
días a 327 

meses y 22 días  

327 meses 
y 23 días a 
405 meses  

 

250. Para establecer el cuarto o los cuartos en los que se individualizará la 
sanción, de acuerdo a los parámetros del inciso 2 ibidem, a favor del procesado 

obra la circunstancia de menor punibilidad del artículo 55-1 del Código Penal 
(carencia de antecedentes penales). Adicionalmente en las audiencias 
preliminares la Fiscalía imputó la circunstancia de mayor punibilidad del articulo 

59 – 9 ibídem (posición distinguida del sentenciado en la sociedad por su cargo). 
Por lo tanto, la determinación de la pena se ubica en los cuartos medios, es decir, 
173 meses y 8 días hasta 327 meses y 22 días.  

251. A partir de estos límites, corresponde evaluar en concreto los presupuestos 
del inciso 3º del artículo 61 de la ley 599 de 2000, para determinar la pena 
aplicable al procesado con ocasión del delito enrostrado de Peculado por 
apropiación agravada en favor de terceros. Es decir, la mayor o menor gravedad 

de la conducta, el daño potencial o real creado, la naturaleza de las causales de 
agravación o atenuación, la intensidad del dolo, la necesidad de la pena y la 
función que ella ha de cumplir en el caso concreto.  

252. En el caso del señor YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, atendiendo la 
disposición penal infringida, su gravedad resulta indudable,  pues al permitir  la 
apropiación de un monto considerable de $445.132.196 pesos,  en favor de 
terceros, al haber ordenado el pago a personas ajenas a las Fuerzas Militares, 

causó grave detrimento a las finanzas públicas del ente territorial.  

253. Además de la magnitud dolosa del comportamiento pues se vio reflejado que 
pese a que compañeros de la misma oficina de la Tesorería le habían advertido a 

YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, que las cuentas que habían aportado 
inicialmente para el pago o devolución del dinero del Ejercito eran  al parecer 
“piratas”, hizo caso omiso a tales advertencias, proveció a emitir el pago de 

manera fraccionada a dos personas que no tenían ningún vinculo con la entidad 
castrense.  

254. Ese desmedro patrimonial en este caso concreto, resulta particularmente 
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lesivo y afectó de manera grave el patrimonio del ente territorial -Alcaldía de 

Neiva- por ello, resulta razonable que la sanción en el mínimo del cuarto 
aplicable, se incrementará en 19 meses y 22 días, imponiéndose al procesado una  

pena de ciento noventa y dos (192) meses de prisión, por el delito de 
Peculado por apropiación en favor de terceros agravado, artículo 397 
inciso 2º C.P.  

255. En cuanto a la pena de multa, se precisa que de conformidad con el artículo 
397 del Código Penal, será igual al valor de lo apropiado, y lo determinado en 
este caso, fue de $445.132.196 pesos. 

256. Finalmente, respecto de la inhabilitación para el ejercicio de derechos y 
funciones públicas, será el mismo lapso de la pena principal, esto es de ciento 

noventa y dos (192) meses.  
 

X. INCIDENTE DE REPARACIÓN INTEGRAL: 
 

257. De conformidad con el artículo 89 de la Ley 1395 de 2010, se concede un 
término de treinta (30) días, para que las víctimas soliciten el inicio de incidente 

de reparación integral.  
 

XI. MECANISMOS SUSTITUTIVOS DE LAS PENAS IRROGADAS: 

 

258. De la Suspensión Condicional de la ejecución de la pena.   De 

conformidad con el artículo 63 del Código Penal (Ley 599 de 2000, en su redacción 
original, vigente para la fecha de los hechos, marzo de 2007) la suspensión 
condicional de la ejecución de la pena, era procedente cuando convergían 

requisitos objetivos y subjetivos.  El objetivo, consistía en que la condena a prisión 
no fuese superior a 36 meses; y los subjetivos aludían a los antecedentes 
personales, familiares y sociales del implicado, modalidad y gravedad de la 

conducta; para colegir que no existe necesidad de ejecutar la pena.   Por lo tanto, 
sería improcedente en este caso concreto, pues la pena impuesta es de ciento 

noventa y dos (192) meses de prisión superando dicho requisito objetivo.  
259. Ahora, como dicha norma tuvo variación, que fue introducida en la Ley 1709 

de 2014, “Por medio de la cual se reforman algunos artículos de la Ley 65 de 1993, 

de la Ley 599 de 2000, de la Ley 55 de 1985 y se dictan otras disposiciones”, 
publicada en la Diario Oficial Nro. 49.039 del 20 de enero de 2004.  

260. La ley 1709 de 2004, en su artículo 29, que modificó el Código Penal, dice: “ 

Artículo 63. Suspensión Condicional de la Ejecución de la Pena. La 
ejecución de la pena privativa de la libertad impuesta en la sentencia de primera, 
segunda o única instancia, se suspenderá por un período de dos (2) a cinco (5) 

años, de oficio o a petición de interesado, siempre que concurran los siguientes 
requisitos. 1. Que la pena impuesta sea de prisión que no exceda de cuatro (4) 
años. 2. Si la persona condenada carece de antecedentes penales y no se trata de 

uno de los delitos contenidos en el inciso 2º del artículo 68 A de la Ley 599 de 
2000, el juez de conocimiento concederá la medida con base solamente en el 
requisito objetivo señalado en el numeral 1º de este artículo. (…)” 
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261. Entonces, la nueva reforma excluyó los requisitos subjetivos, que contenía 

el articulo 63 de la Ley 599 de 2000, pero el artículo 68 A del Código Penal, 
modificado por  la misma normativa (Ley 1709 de 2014) incluyó a los delitos 

contra la administración pública, en el listado de las conductas punibles respecto 
de los cuales no proceden los beneficios y ni subrogados, entre los que se 
encuentran el peculado  por apropiación a favor de terceros.  

262. Por tal razón, al no cumplirse las exigencias legales,  no hay otra alternativa 
que NEGAR al sentenciado YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, la suspensión 
condicional de la ejecución de la pena, por ser inviable su otorgamiento.  

263. De la Prisión Domiciliaria. El artículo 38 del Código Penal (Ley 599 de 
2000), vigente al tiempo de los hechos  (marzo de 2007),  adicionado por el 
artículo 23 de la Ley 1709 de 2014, establece como requisito objetivo para su 

concesión que “la sentencia se imponga por conducta punible cuya pena mínima 
prevista en la ley sea de cinco (5)  años de prisión o menos”;  y establecía un 
condicionante subjetivo,  toda vez que a partir del desempeño personal, laboral, 

familiar y social del implicado, el Juez debería inferir que el procesado no colocaría 
en peligro a  la comunidad, ni evadiría el cumplimiento de la pena.  

264.  Tampoco se satisface la existencia objetiva en este asunto,  pues el delito 

que se endilgó al sentenciado YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, tiene una pena de  
96 a 270 meses de prisión, no siendo  viable por no cumplirse la exigencia 

objetiva.  
265. Con motivo a la variación de dicha norma, con al Ley 1709 de 2014 

(promulgada el 20 de enero de 2014) desde la óptica de la favorabilidad  (Artículo 

29 Constitución Política), en cuanto a ella hubiere lugar, el Articulo 38 B del Código 
Penal, requisitos para la conceder la prisión domiciliaria, exige:  1. Que la 
sentencia se imponga por conducta punible cuya pena mínima prevista en la ley 
sea de ocho (8) años de prisión o menos. 2. Que no se trate de uno de los 
delitos incluidos en el inciso 2º del artículo 68 A de la Ley 599 de 2000; 3. Que se 
demuestre el arraigo familiar y social del condenado. En todo caso corresponde al 
juez de conocimiento, que imponga la medida, establecer con todos los elementos 
de prueba allegados a la actuación la existencia o inexistencia del arraigo.  4. Que 
se garantice mediante caución el cumplimiento de las siguientes obligaciones (…)”   

266. Tampoco para el caso de YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, se cumplen estos 
nuevos requisitos, para la procedencia de la prisión domiciliaria, establecidos en el 
artículo 38 B del Código Penal, con la reforma introducida con la Ley 1709 de 

2014; pues si bien la pena mínima del delito de Peculado por apropiación en favor 
de terceros, no excede de los ocho (8) años, es un injusto que atenta contra el 

bien jurídico de la administración pública y,  por lo tanto, se encuentra incluido en 
el listado de los delitos contemplados en el artículo 68 A de la Ley 599 de 2000, 
que prohíbe, en esos casos, la reclusión en el domicilio, como se indicó 

anteriormente. Por lo que, se concluye entonces, que tampoco es viable conceder 
en favor de PERDOMO LLANO, la prisión domiciliaria.   

267. En consecuencia, con fundamento en el artículo 188, inciso segundo, del 

Código de Procedimiento Penal, se ordenará la captura del procesado YESID 

ORLANDO PERDOMO LLANO, cuando se encuentre en firme la sentencia. 
 
 

XII. DECISIÓN: 
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Por lo antes expuesto, el Juzgado Segundo Penal del Circuito con Funciones 
de Conocimiento de Neiva - Huila, Administrando Justicia en nombre de la 

República de Colombia y por Autoridad de la Ley, 
 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: CONDENAR penalmente a YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, 
identificado con la cédula de ciudadanía número 7.712.456 expedida en Neiva 
Huila, y demás notas civiles conocidas en esta sentencia, a la pena principal de 

ciento noventa y dos (192) meses de prisión y la multa de  $445.132.196 
que corresponde al valor apropiado, así como a la inhabilitación para el ejercicio 
de derechos y funciones públicas de ciento noventa y dos (192) meses, al ser 

hallado autor responsable de los delito de PECULADO POR APROPIACION  EN 
FAVOR DE TERCEROS– Art- 397 inciso 2° del Código Penal, por las 
razones dadas a conocer en la presente sentencia. 
 

La multa aquí impuesta, se deberá cancelar a favor de la NACION-RAMA 
JUDICIAL- CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA, en un PLAZO de un (1) mes, 

contados a partir de la fecha de ejecutoria de la providencia, ordenándose que 
por secretaria se expida copia certificada como primera copia que presta mérito 
ejecutivo, junto con la constancia de ejecutoria de la presente providencia.  

 

 

SEGUNDO: De conformidad con el artículo 89 de la Ley 1395 de 2010, se 
concede un término de treinta (30) días para que la víctima solicite el inicio del 
incidente de reparación integral. 

 

 

TERCERO:  NEGAR al sentenciado YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, la 
suspensión condicional de la ejecución de la pena privativa de la libertad (Art. 63 
C.P.) y la prisión domiciliaria (Art. 38B C.P.), de acuerdo a las razones expuestas 

en la parte motiva de esta providencia.  

 

 

CUARTO: ABSOLVER a los señores LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS identificado con 
la cédula de ciudadanía número 12.234.552 expedida en Pitalito – Huila y a 
JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA identificado con la cédula de ciudadanía Nro. 

7.692.565 expedida en Neiva Huila, del delito de “PECULADO POR 
APROPIACION EN FAVOR DE TERCEROS– Art- 397 inciso 2° del Código 
Penal, conforme a los argumentos expuestos en la parte motiva de la presente 

providencia.  
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QUINTO: ABSOLVER  a los procesados LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS identificado 
con la cédula de ciudadanía número 12.234.552 expedida en Pitalito – Huila,  

JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA identificado con la cédula de ciudadanía Nro. 
7.692.565 expedida en Neiva Huila, y YESID ORLANDO PERDOMO LLANO, 
identificado con la cédula de ciudadanía número 7.712.456 expedida en Neiva 

Huila, del delito de Destrucción, Supresión u Ocultamiento de Documento 
Público Art. 292 del Código Penal, conforme a los argumentos expuestos en 
la parte motiva de la presente providencia.  

 

 

SEXTO: En favor de los procesados LUIS ANÍBAL LÓPEZ ROJAS y JUAN CARLOS 

RAMÍREZ MONTOYA se LEVANTARÁN la restricción de los derechos y garantías 
fundamentales, una vez en firme esta sentencia, y que se hubiesen restringido 

con ocasión a este proceso 

 

 

SEPTIMO: ADVERTIR a los sujetos procesales que contra esta sentencia 
procede el recurso de apelación al tenor del Artículo 177 del Código de 
Procedimiento Penal. 

FISCALIA: Sin recursos.  

MINISTERIO PÚBLICO: Sin recursos.  

REPRESENTACIÓN DE VICTIMAS: Sin recursos.  

REPRESENTACIÓN DE LA DEFENSA:  

LUIS ANIBAL LOPEZ ROJAS: Sin recursos. 

JUAN CARLOS RAMÍREZ MONTOYA: Sin Recursos. 

YESID ORLANDO PERDOMO LLANO: Interpone Recurso de Apelación.  

 

 

OCTAVO: Atendiendo que el señor defensor del acusado YESID ORLANDO 

PERDOMO LLANO, interpuso recurso de apelación contra el fallo proferido, de 

conformidad con lo establecido en el artículo 177 del Código de Procedimiento 
Penal, modificado por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010, se le concede un 
término legal de cinco (5) días hábiles para que proceda a la correspondiente 

sustentación, vencidos los cuales se concederá un término igual de traslado a los 
sujetos procesales no recurrentes para que se manifiesten al respecto; cumplido 
este término el Despacho decidirá sobre la concesión o no del recurso 

interpuesto. 

 

 

NOVENO: En firme esta sentencia, expídanse las comunicaciones de ley 

conforme el artículo 166 del Código de Procedimiento Penal y remítase la 
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actuación al Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta 

ciudad -Reparto-, para el control y vigilancia de la pena respectiva. Déjese a 
disposición de esa autoridad al sentenciado. 

 

Se da por terminada 11:08 AM 

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JOSE IVAN MARTINEZ CERQUERA.- 

J U E Z.- 


	I. ASUNTO:
	II. IMPUTACIÓN FÁCTICA:

